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No son cuestiones que se abordan con natural fran- 
queza y serenidad de espíritu, las cuestiones de derecho 
político. Por más que el terreno meramente especulativo 
de la investigación esté circundado de un muro impene- 
ti-able que lo defiende de la animosa parcialidad y de los 
intereses mezquinos; por más que el examen abstracto 
de los principios, con el sincero y leal objeto de descu- 
brir en ellos las consecuencias que encierran, esté fuera 
del alcance de toda imputación maliciosa; sin embargo, 
el espíritu de partido, dominándolo todo, llevando á to- 
das partes su emponzoñado aliento, ofusca con frecuencia 
la razón, preocupa el entendimiento, y engendrando á la 
vez la desconfianza, obliga á mirar en todo estudio, un 
estudio forzado por una opinión preconcebida, y en todo 
intento, un intento disimulado en favor de bastai'dos in- 
tereses. Y es que la nación mexicana está condenada á 
un perpetuo combate: si no es el estruendo de las armas 
y los horrores de la gueiTa lo que nos divide en opues- 
tos campos, la agitación nerviosa de una lucha sorda nos 
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mantiene en continuo sobresalto^ y despertando todo li- 
naje de pasiones, y removiendo las cenizas con que el 
tiempo, ayudando á la tolerancia, encubre los pasados 
errores, trueca no más los elementos de discordia, pero 
vivificándolos siempre con el mismo espíritu hostil. 

Por esto es trabajosa la marcha de nuestras socieda- 
des; por esto es tan poco eficaz en su auxilio la coope- 
ración más empeñosa de nuestros gobiernos, y por esto 
también solemos extraviar nuestros juicios al juzgar de 
nosotros mismos, más que como hermanos, como encar- 
nizados enemigos. 

Estas consideraciones producen naturalmente un justo 
temor y desconfianza en todos los que se proponen, como 
nosotros, manifestar sus ideas en puntos de derecho cons- 
titucional, cuando tienen aplicación inmediata á determi- 
nadas circunstancias de hecho. En casos semejantes, las 
más reiteradas y sinceras protestas para persuadir de la 
independencia de ánimo, son consideradas simplemente 
como una previa disculpa, que más agrava la falta; pues 
para los que se sienten contrariados en sus ideas ó em- 
barazados en el camino de sus pretensiones, nunca será 
leal el intento de sus enemigos, y nunca tampoco será im- 
parcial el fallo de la justicia. 

Mas felizmente, es tan rico en doctrinas nuestro dere- 
cho constitucional en la materia que va á formar el ob- 
jeto de este trabajo, y tan autorizados son los nombres 
de los escritores que las sostienen, que la dificultad es- 
triba, no en buscar nuevos argumentos para fundar nues- 
tra exposición, sino en escoger los más apUcables de los 
muchos en que aquellas descansan. Contando así con tan 
poderoso contingente, tendremos derecho á esperar que 
nuestras conclusiones sean recibidas sin prevención, ya 
que las premisas las ponen á cubierto de la menor sos- 
pecha. 
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Creemos cumplir con un deber imperioso abordando 
la cuestión que constituye el objeto de este estudio; por- 
que los defensores de la causa antillonistay aunlos miem- 
bros que forman la minoría de la Diputación de Guana- 
juato en el Congreso de la Union, subvertiendo los prin- 
cipios, desconociendo las más elementales nociones de 
nuestro derecho constitucional y apelando á razonamien- 
tos artificiosos y sofísticos, han proclamado y sostienen 
la absurda é inadmisible teoría de que el Senado puede 
revisar los actos electorales de los Estados y resolver so- 
bre su validez ó nulidad, con el reprobado intento de que 
ese alto cuerpo, ingiriéndose en asunto que no es de su 
competencia, declare que no son legítimos los poderes 
Legislativo y Ejecutivo de Guanajuato, y de que se con- 
voque á nuevas elecciones, á fin de cambiar un orden de 
. cosas que no cuadra á los intereses de un partido político, 
muerto ya en la opinión pública. 

Por fortuna la aplicación severa é imparcial de los pre- 
ceptos constitucionales á los hechos ocurridos en Gua- 
najuato, convencerá, aun á los más preocupados, de que 
la tesis sostenida por los falseadores del sistema federa- 
tivo, no cuenta en su apoyo con ningún fundamento le- 
gal, vulnera por su base nuestro modo de ser político, y 
envuelve un ataque á la soberanía é independencia de 
los Estados. 

Nadie ignora que la última lucha electoral verificada 
en el Estado de Guanajuato para la renovación de sus 
poderes Legislativo y Ejecutivo fué muy vigorosa, con- 
centrándose principalmente sus elementos de actividad 
en dos círculos políticos que se disputaron el triunfo. Uno 
de ellos, el que contando con mayores simpatías en todas 
las clases sociales, había de predominar, postuló al Sr. 
Lie. Manuel Muñoz Ledo para gobernador del Estado, y 
para diputados á su Legislatura á honorables ciudadanos 
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que pudieran dignamente desempeñar tan delicadas fun- 
ciones. El círculo contrario pretendió elevar al poder al 
general Florencio Antillon y á las pocas entidades que lo 
acompañan en el ocaso de su vida política. No perdonó 
este círculo medios, ni aun los más desesperados, para 
lograr su intento; y la agitación de ese combate, saliendo 
de los límites del Estado, tuvo eco en esta misma capital, 
donde la prensa se ha ocupado con interés poco común 
en seguir paso á paso las importantes peripecias en aquel 
ocurridas, formando sobre ellas muy opuestos comenta- 
rios. 

Por fin el voto popular, como era de esperarse, favoie- 
ció con notable mayoría las miras patrióticas del círcu- 
lo contrario á los pocos amigos d^l general Antillon, y 
previos los requisitos señalados en la Constitución par- 
ticular del Estado, fué legalmente instalada la Legisla- 
tura que actualmente funciona, y tomó el Sr. Muñoz Ledo 
posesión del alto encargo con que fué honrado. 

Mas como no raras veces sucede entre nosotros (tan 
poco familiarizados todavía con las consecuencias prác- 
ticas de un régimen democrático), algunos de los más 
empeñados en el triunfo de los candidatos vencidos, no 
han aceptado con patriótica resignación el resultado de- 
finitivo de las elecciones; y ésto, no obstante que un pue- 
blo tan celoso de su derechos, como que guarda en sus 
tradiciones las primeras palabras de la nacionalidad me- 
xicana, no ha presentado el menor síntoma que denun- 
cie, no ya un levantamiento armado, pero ni siquiera una 
pública manifestación de descontento contra los poderes 
que lo gobiernan. 

Mas nunca la esperanza engañada deja de encontrar 
recursos para alimentar su vida, ni se resigna á lamen- 
tar en silencio la muerte de sus ilusiones; y así es que 
algunos rehacios partidarios de las candidatm'as venci- 
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das, buscando en vano en la Constitución política del 
Estado un punto de apoyo en que fundar sus pretensio- 
nes, se han acogido al amparo de la Federación, lo que 
demuestra el extremo del esfuerzo, é intentan contra 
toda razón, contra toda justicia, por todo atrepellando, 
que vayan las autoridades federales á destruir los pode- 
res constituidos y á galvanizar una muerta popularidad 
para elevarla sobre los escombros de su ruina y asentar- 
la en el alto puesto de la primera magistratura. 

Colocada bajo este punto de vista la cuestión, es de 
todo punto indispensable examinar las relaciones de los 
poderes federales con los Estados, en punto tan delica- 
do como el de intervenir en su régimen interior para ca- 
lificar la legitimidad de sus autoridades. Y como base de 
este análisis, se presenta desde luego el estudio de los 
artículos de la Constitución de 1857 y sus reformas, que 
puedan tener aplicación directa al caso, y en seguida, la 
determinación de las circunstancias de hecho debida- 
mente comprobadas, que demostrando la situación po- 
lítica actual del Estado de Guanajuato, permita hacer 
una exacta aplicación de aquellos preceptos. 

Tal será el método que normará nuestro trabajo. No 
desconocemos nuestra insuficiencia pai'a dilucidar como 
conviene un punto de tanta importancia en el régimen 
federal mexicano; pero abrigamos la confianza de que 
nuestros débiles esfuerzos servirán siquiera de estímulo 
á los constitucionalistas sinceros y amigos de la inde- 
pendencia y soberanía de los Estados, para salir en de- 
fensa de Guanajuato, aprovechando todos los ricos ele- 
mentos con que les brinda la justicia de su causa; y tene- 
mos á la vez la satisfacción de haber cumplido con uno de 
los más sagrados deberes que nos impone nuestro carác- 
ter de representantes del pueblo guanajuatense. 
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Es un fenómeno verdaderamente singular en la histo- 
ria de nuestra Bepública, j muy digno de llamar la aten- 
don, la resistencia para admitir en toda su natural ampli- 
tud, aun por parte de publicistas de la mayor nota, las doc- 
trinas que se derivan del principio de la soberanía de los 
Estados. Nunca quisieran pasardela vaguedad délos tér- 
minos generales, y descienden con notoria timidez, como 
llevados contra su voluntad, como protestando en silen- 
cio contra las leyes indeclinables de la ilación lógica, á 
las consecuencias próximas de aquel principio cardinal 
de nuestras instituciones. No se atreven á profundizar 
la materia, por el temor de romper el vínculo federativo 
desligando á los Estados de todo linaje de dependencia; 
por el temor de convertir á la República en una aglo- 
meración incoherente de entidades soberanas, cuyas re- 
laciones, no pudiendo sujetarse á una ley y autoridad 
comunes, producirian á cada paso funestos conflictos, 
destruyendo en su choque anárquico á la unidad nacio- 
nal. Es tanto más de extrañarse esta resistencia, cuanto 
que México adoptó el régimen federal desde su primera 
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Constitución, porque « el voto público por esta formado 
«gobierno llegó á explicarse con tanta generalidad y 
«fuerza como se habia pronunciado por la independen- 
«cia;» palabras de Lorenzo Zavala, que. treinta y dos 
afios más tarde no habian perdido su fueíza, y repetía 
Ponciano Arriaga como sólido fundamento, en la parte 
expositiva del proyecto de la Constitución vigente. 

Aun hay más todavía: si prestamos un ipomento nues- 
tra atención á las condiciones en que se desarrolla la vi- 
da de los habitantes de la República, cuyos derechos 
«son la base y objeto de las instituciones sociales, » ve- 
remos desde luego que en toda la Union, en todo su ex- 
tenso territorio, se traduce en hechos prácticos, se hace 
sentir en toda su energía la independencia de los Esta- 
dos, Las relaciones del poder con el individuo, las con- 
diciones de seguridad personal que gai'antizan los ines- 
timables goces de la libertad de acción, las sanciones 
que consagran el derecho de propiedacl, el arreglo de la6 
familias en cuanto de las leyes depende; todos los por- 
menores de la vida civil, todas las relaciones naturales, 
y en sama, cuantas circunstancias determinan la satis- 
facción de las necesidades del individuo en el seno de 
una sociedad, todas, absolutamente todas, llevan el sello 
característico y propio de un Estado, y comprueban has- 
ta la evidencia que la Federación es un hecho práctico 
entre nosotros. 

Y esto no rompe el lazo con que nos liga en una exis- 
tencia comim, sabiamente regida por nuestras leyes su- 
premas, la comunidad de orígen, de idioma, la historia 
y las esperanzas mismas de porvenir, elementos que 
agrupan á todos los Estados en el seno común de la pa- 
tria, para colocarla como entidad soberana en el catálo- 
go de las naciones^ 

Si esto es así, preciso será rendirse ante la evidencia 
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de los hechos, más todavía que ante las consecuencias 
del principio tan generalmente proclamado como solem- 
nemente enaltecido; preciso será aceptar con toda fran- 
queza y en toda su extensión, el régimen federal cuyo 
principio estriba, como dice Tocqueville con relación al 
pueblo americano, «en que el gobierno de los Estados 
es el derecho común, y el federal constituye la excep- 
ción; » principio verdaderamente fecundo y que no pe- 
dia consignarse en términos más claros y precisos, que 
los usados por nuestros constituyentes: « Las facultades 
que no estén expresamente concedidas por esta Constitu- 
ción á los poderes federales, se entienden reservadas á 
los Estados» (art. 117). 

Lo absoluto en los términos de este precepto no debe 
arredramos para aceptar sus consecuencias, porque está 
limitado en la Constitución misma con las bases genera- 
les que constituyen el sistema federal, y es común á todo 
pacto la necesidad de restringir las limitaciones de la li- 
bertad, á todo lo no comprendido en las estipulaciones, 
convenidas. ¿Seria posible admitir la proposición con- 
traria? ¿Seria posible asentar que en un contrato los 
que lo celebran quedan sujetos al cumplimiento de loque 
otorgan y á la obligación general de todo lo que no han 
estipulado? 

Está bien que el pacto social, como explicación siste- 
mática del origen de las sociedades, haya caido en el des- 
crédito á que lo ha condenado la ciencia; pero un pacto 
federal cuya existencia puede con toda evidencia com- 
probarse, un convenio de alianza que supone entida- 
des libres, no debe sustraerse á las reglas generales del 
derecho, que no reconocen por cierto un fundamento 
arbitrsírio, sino que lejos de ello, son la manifestación 
gráfica, por detírlo así, de las leyes que presiden ala re- 
lación social que se llama convenio; y entre estas la pri- 
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mordial es la libertad de los que estipulan, en todo aque- 
llo que no esté limitado parcialn^ente por las facultades 
que resignan. Por tanto, la naturaleza del contrato y el 
texto expreso de sus cláusulas, será, y no más, lo que 
restrinja la libertad de acción de los contrayentes. 

Si estos principios son claros y fundamentales en la 
teoría de los contratos, ¿porqué se habría de exceptuar 
de su comprensión el pacto federal en que descansan 
nuestras instituciones, y más cuando aquel los ha sancio- 
nado en precepto tan terminante, al prevenir que las fa- 
cultades que no estén expresamente concedidas á los po- 
deres de la Union se entienden reservadas á los Estados? 

En tal virtud, examinemos á la luz de estos prínci- 
pios los textos constitucionales que puedan autorizar á 
los poderes de la Union para calificar la legitimidad de 
las autoridades de los Estados, comenzando desde luego 
nuestro estudio por el art. 116. 

Dispone este precepto, que: «Los poderes de la Union 
«tienen el deber de proteger á los Estados contra toda 
« invasión ó violencia exterior, y que en caso de subleva- 
« cion ó trastorno interior les prestarán igual proteccionj siem- 
€pre qufi sean excitados por la Legislatura del Estado ó por 
a. su Ejecutivo j si aquella no estuviere reunida. » 

Lejos de ser en manera alguna limitativo ó depresivo 
para los Estados el espíritu que domina en este artículo, 
se descubre á primera vista el más vehemente deseo de 
estrechar la unión de estos, salva su incolumidad, con 
el lazo de una protección fraternal, imponiendo como 
un sagrado deber á la Federación, el de auxiliar & los 
Estados cuando los poderes de estos lo reclamen. Se ve 
por lo mismo, con cuánto respeto y miramiento conside- 
raron los constituyentes á las entidades federativas, pues 
que aun en casos de sublevación ó trastorno, no quifideron 
que esta sola circimstancia motivara la ingerencia do la 
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Union en el régimen interior de aquellas, sino que exigie- 
ron para legitimarla, que alguno de sus poderes recla- 
mara tal auxilio. 

. Mas la experiencia vino bien pronto á demostrar la 
^ insuficiencia del art. 116, que no previo el caso que con 
tanta frecuencia se habia de presentar después, en que 
los trastornos interiores dj9 un Estado llegaran á tomar 
tales proporciones, que aparecieran en ellos duplicados 
de hecho sus poderes, y aun triplicados, como ha auce- 
«dido alguna vez en el Estado de Yucatán. Realizado este 
evento, era de esperarse que los poderes contendientes 
reclamaran, cada uno para sí, la protección del Gobier- 
no general cuya poderosa influencia debería ser decisiva 
en la contienda; y de aquí, se decia, la imperiosa nece- 
sidad para los poderes de la Union de calificar de una 
manera indirecta, y para el simple efecto de impartir su 
protección, cuál de los reclamantes la merecia, lo que 
equivale á juzgar sobre su legitimidad, pues no es de 
suponerse que se inspiraran en otros motivos que no fue- 
ran los de validez de los títulos para intervenir, como era 
de su deber, en el conflicto. 

Mas aun cuando los poderes de un Estado que están 
en pugna entre sí, no soUciten la protección de la Union, 
se presentará siempre para ésta grande embarazo y difi- 
cultad, para elegir entre ellos con quién deba continuar 
en las múltiples relaciones que trae consigo el sistema 
de gobierno que nos rige. 

Hé aquí cómo, para llenar un vacío, tuvo que servir 
el art 116, combinado con los arts. 40, 41 y 109, de pre- 
texto para calificar la legitimidad de los poderes de los 
Estados, aun cuando esto se hiciera de una manera sola- 
pada en la forma, pero en el fondo no menos real. Evi- 
dentemente estuvo muy ajeno de las miras de los autores 
dé la Constitución, consignar en este artículo, aprobado 
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sin la menor resistencia, una facultad tan importante. 
Puede decirse con verdad que no obstante su reconoci- 
da perspicacia, ni aun siquiera previeron que Ue^ra el 
caso en que los poderes federales tuvieran que examinar 
la legitimidad de los títulos de las autoridades de los Es- 
tados; que de preverlo, habrían sin duda alguna estable- 
cido reglas seguras á que se sujetara la Federación, y 
no habrían dejado al arbitrio discrecional y caprichoso, 
una facultad de que tanto se ha abusado varías veces, 
llevando á los Estados, bajo la bandera del ejército fe- • 
deral y á título de protección, la política del centro. 

Nada más justo sin embargo, que reconocer la situa- 
ción dificilísima en que han debido encontrarse el Ejecu- 
tivo y Legislativo federales, en presencia de un conflicto 
en que diversas entidades de un Estado se disputaran en 
el terreno de las armas la supremacía del mando. Si la 
Constitución guarda silencio en este punto, ¿qué debe* 
rían hacer? ¿permanecerían neutrales y espectadores 
impasibles de una guerra local que nunca podría cir- 
cunscríbirse en los límites de un territorio, y que comu- 
nicando el desorden á los Estados vecinos haría sentir 
sus consecuencias en la situación general de toda la Be; 

pública? ¿La soberanía de los Estados.debe llevarse 

á tan ríguroso extremo, que ponga en peligro la tran- 
quilidad de la Union para salvar sus dei-echos? Pues 
qué, ¿en el interés misino del Estado, no está el pronto 
fin de una guerra desasti'osa, y la nación debería dejarla 
perecer abandonado á sus propias fuerzas? 

Caso es este, en verdad, de muy difícil solución; como 
que con arreglo al texto no reformado de nuestra Carta 
política, ninguna tiene. En tan imperíosa necesidad, los 
prudentes consejos de una política sabiamente inspirada 
en el espírítu de nuestro sistema de gobierno, debieron 
servir para la resolución del prímer conflicto que pré- 
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sentara este carácter, y sin pérdida de un solo momento, 
debió en seguida procurarse una reforma de la Consti- 
tución para llenar tan peligroso vacío, Pero lejos de ello, 
todos saben muy bien cómo en la práctica ha sido re- 
suelto el problema: unas Veces los estados de sitio, que 
han sido el más monstruoso engendro de las facultades 
extraordinarias, y otras la interpretación forzada del ar- 
tículo que nos ocupa, han servido no siempre de remedio 
á un gi'ave mal, que esto seria tolerable, sino de pretexto 
para injustificables ataques á la soberanía de los Estados. 
Preciso es convenir en que el silencio de la Constitución 
dejaba abierto el camino á tanto escándalo, y llegó á 
generalizarse en tal manera la idea de que el art 116 
tmido á los arts. 40, 41 y 109 suponia necesaria, aunque 
indirectamente, en determinados casos, la facultad en la 
Union para calificar los títulos de los poderes de los Es- 
tados, que no vino á desvanecerse este error sino con 
el estudio de las Reformas Constitucionales. En efecto, 
entonces, como después veremos, se pusieron las cosas 
en su- propio lugar, se reconoció con toda ingenuidad el 
vacío de nuestra Carta política, y arbitrándose nuevos 
medios para llenarlo, se libertó al art. 116 de la tortura 
á quchabia sido condenado, dejando á sus preceptos en 
el límite natural que explican sus sencillos términos. 

Exentas de toda violenta interpretación, quedan esta- 
blecidas las relaciones de la Federación con los Estados, 
para el caso previsto por la segunda parte del art. 116, 
en las siguientes proposiciones: 

1? En este precepto no se concede á los poderes fe- 
derales ninguna facultad expresa para ingerirse en el ré- 
gimen interior de los Estados. Por el contrario, se les 
impone el estricto deber de protegerlos. 

2? Esta protección d^be «er solicitada por el Poder 
Legislativo ó Ejecutivo del Estado, y notrae necesaria- 
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mente consigo la facultad de calificar la legitimidad de 
estos poderes. 

3? El caso en que los poderes locales pueden solicitar 
la protección federal, es el de ^n trastorno ó sublevación 
interior que no puedan dominar por sus propios ele- 
mentos. 

4? El carácter de este trastorno para la recta aplica- 
ción del art. 116, supone que no ha llegado á turbar la 
armonía entre los poderes del Estado, y que consiste 
simplemente en una sublevación armada de algunos ciu- 
dadanos contra las autoridades constituidas. Esta última 
proposición necesita algunas explicaciones. 

Aunque la palabra sublevación j la frase más general 
toásLYÍB,Jrastorno interior y se prestan á una interpretación 
extensiva, comprendiendo en ellas los diversos grados 
de perturbación del orden, desde un simple motín hasta 
la anarquía más completa que divida á los poderes del 
Estado ó haga surgir en ellos entidades diversas que sos- 
tengan ser sus autoridades legítimas, esto no obstante, 
como no supone el art. 116 estos últimos eventos, s^un 
lo da á entender su parte final, debe, en nuestro humilde 
juicio, restringirse la significación de aquellas palabras, 
en el sentido sefialado en la cua;rta proposición. . 

Desgraciadamente, pareció tan obvio á los constitu- 
yentes el precepto que nos ocupa, que lo admitieron sin 
el menor obstáculo, lo que es la mejor prueba de que no 
llegaron ni aun á prever la .existencia de las dificultades 
que más tarde se habiande presentaren los £stados. Para 
la solución de aquellas, es á todas luces insuficiente el ar- 
tículo 116, por más que en él se haya creido encontrarla; 
mas en la discusión de las Reformas Constitucionales 
(en algunos puntos muy luminosa por cierto) ha queda- 
do perfectamente sefialada la extensión del artículo que 
nos ocupa, en el sentido que llevamos expuesto. Y aun 
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cuando esto así no fuera, basta el art. 117, para nunca 
admitir que á la sombra del 116 puedan los poderes fede- 
rales examinar los títulos de legitimidad de las autori- 
dades de los Estados. En efecto, si para el cumplimiento 
del deber que impone á la Union el art. 116, sus poderes 
tuvieran que extralimitarse déla esfera legítima de su ac- 
tividad, arrogándose facultades no expresas en la Cons- 
titución, y violando por lo mismo su art. 117, deberemos 
decir, sometidos al dominio de una deducción rigurosa- 
mente lógica, que el Gobierno federal carecía de se- 
mejantes facultades, y que la aplicación del art 116 en- 
cuentra un valladar insuperable en el 117, cuando el 
trastorno interior de un Estado hace indispensable para 
su auxilio la declaración previa de legitimidad de algxmp 
de los poderes contendientes. Evidentemente, una auto- 
rización que debe ser expresa, no puede suplirse con el 
auxilio de una inferencia, por legítima que sea, por lógica 
que se suponga. 

«Ante el terminante precepto constitucional que aca- 
«bo de citar, (art. 117) — dice el Sr. Vallarta, presidente 
en la actualidad de la Corte de Justicia, y sin duda el 
másnotable de nuestros constitucionalistas — «deben en- 
«mudecer todos los argumentos de deducción, de ana- 
« logia, de minore ad majus invocados para burlarlo; ante 
«ese precepto deben los constitucionalistas sinceros, los 
« que desean de verdad el imperio de la ley constitucio- 
«nal, deponer hasta sus temores por los peligros del sis- 
« tema federal, que creando soberanías locales, establece 
«por necesidad la irre^onsabüidad de sus legislaturas en 
« el régimen interior de los Estados, y aun puede dar oca- 
« sion, como la dan todas las instituciones humanas, á 
«abusos más ó menos graves. Exigencia de principios 
« es, ó aceptar el sistema federal con todas sus ventajas y 
« peligros, ó renegar de él con franqueza proclamando el 
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« imperio del gobierno central, con la facultad de cori'egir 
«los abusos que puedan cometer las autoridades locales; 
«pero llamarse constitucionalistás, atacar el precepto del 
« art. 117, y sostener en la práctica que cuando los pode- 
«res locales abusen, ajuicio de los funcionarios federa- 
«les, pueden estos sin tener facultad expresa ingerirse en 
« él régimen interior de los Estados, es, á mi juicio, una 
«inconsecuencia de imposible justificación. 

«Aquellos argumentos deben enmudecer, repito, ante 
«el precepto del art. 117, porque este se escribió preci- 
« sámente para garantizar la soberanía que á los Estados 
« deja la Constitución, contra todo ataque y toda violen- 
«cia, so pretexto de amparar á los Estados contra la ti^ 
(irania de las legislaturas y eldespotismo de los gobema- 
« dores. Precisamente para que estos argumentos no pre- 
« valecieran alguna vez contra la soberanía de los Esta- 
«dos; precisamente para que los temores de los abusos 
« de las autoridades locales (aunque fueran temores ins- 
« pirados en la mejor fe, y no intrigas para hacer triun- 
«far la política federal en los Estados), no desconocie- 
(^ran jamas las consecuencias del régimen federal, el ar- 
«tículo 117 declaró de la manera más solemne, que no 
« argumentos sino textos coñstitmionáles eocpresos se nece- 
« sitan para declarar que competen á los poderes fede- 
« rales facultades que los Estados les disputen para reco- 
« nocer en aquellos el ejercicio legítimo de la autoridad, y 
«no una usurpación de poder, una invasión en el régi- 
«men interior de los Estados.»* 

En la aplicación del art. 116, el Gobierno general de- 
be guiarse por el espíritu que animó á nuestros legisla- 
dores, espíritu que no fué otro que el de garantir la exis- 

* Votos del C. Ignacio L. Vallarta, presidente de la Suprema Corte de Jus- 
ticia. — Amparo pedido contra un veredicto de la Legislatura de Puebla, pá- 
ginas 124 y 125. 
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tencia política de los Estados, sosteniendo la respeta- 
bilidad de sus poderes, con el decisivo elemento de las 
fuerzas nacionales, y con el auxilio no menos eficaz del 
prestigio moral de su legítima influencia. 

Ni en el Estado de Guanajuato existe sublevación ó 
trastorno alguno, ni su Grobemador ó LegisUtura han 
solicitado la protección federal. De manera que en la 
cuestión presente, seria de todo punto inoportuno dete- 
nerse en el art. 116 ; y en verdad lo habríamos pasado en 
silencio, haciendo menos cansada la lectura de este tra- 
bajo, si á ocupamos de él no nos hubieran obligado dos 
consideraciones: 

Es la primera, que el artículo 116 ha servido de pre- 
texto, como tantas veces lo hemos repetido, á.extralimi- 
taciones de los poderes de la Union en el régimen inte- 
rior de los Estados; y como haya quedado en todo su 
vigor después de las* reformas constitucionales, era in- 
dispensable llamar la atención sobre su genuino sentido 
y natural extensión, poniendo de manifiesto el espíritu 
que en él domina. No parecerá inútil este trabajo á todos 
los que estén convencidos, como nosotros, de la grande 
influencia que ejerce en la interpretación de una ley, el 
examen comparado del intento que reveían sus autores 
en cada una de sus partes. Debe naturalmente suponer- 
se que tuvieron á la vista un conjunto armónico de pre- 
ceptos, que lejos de contrariarse entre sí, sirvieran unos 
de complemento de los otros, para que nunca, al consi- 
derarlos separadamente, rompan la unidad del pensa- 
miento que los debe ligar. 

La segunda consideración es, la de que el art. 116 uni- 
do á las fracciones V y VI, letra B del artículo 72 de la 
Constitución reformada, forman el conjunto de nuestros 
textos legales sobre los casos de ingerencia directa de la 
Federación en el régimen de los Estados. 
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Ya antes hemos tenido ocasión de hacer presente, que 
la ineficacia para todos los casos que presentaran circuns* 
tancias más ó menos análogas que las previstas por el 
art. 116, motivó algunas reformas, que no son otras que 
las contenidas en las citadas fracciones, cuya notable dis- 
cusión en el 7? Congreso está tan íntimamente ligada á 
aquel artículo, que abundan en ella sus referencias, des- 
cubriéndose desde luego el propósito de formar con é\ 
las bases de un cuerpo acabado de doctrina. 

Ahora bien: en la cuestión de Guanajuato, las perso- 
nas que se rehusan á reconocer la legitimidad con que 
el Sr. Muñoz Ledo preside el gobierno del Estado y con 
que funciona su actual Legislatura, para el logro de sus 
miras tendrán que acogerse al amparo de algún artículo 
constitucional, y entonces ¿quién pondrá en duda la ne- 
cesidad de detenerse, aun cuando sea brevemente, en el 
artículo 116? 
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Hemos llegado al punto de mayor importancia que 
deberemos tocar en nuestro trabajo, al estudio de la frac- 
ción V del art. 72, letra B, de la Constitución reforma- 
da, que es en el que se han apoyado los enemigos de la 
administración actual de Guanajuato, para pretender que 
sea desconocida por la Federación la legitimidad del Gro- 
bemador y de la Legislatura de nuestro Estado. 

La « Historia del Congreso Constituyente» escrita por 
el Sr. Zarco, es para la interpretación de nuestro texto 
constitucional, lo que para la inteligencia de sus refor- 
mas es el «Diario de los Debates»: más aún, sin desco- 
nocer el mérito de aquella obra y su evidente utilidad, 
podemos afirmar sin vacilación, que esta última le excede 
en importancia. En efecto, la obra del Sr. Zarco cuen- 
ta en su abono, el grande y muy merecido prestigio de su 
autor; mas no obstante el minucioso escrúpulo é impar- 
cialidad con que la formó, no pudo revestirla de un ca- 
rácter de autenticidad, confesando él mismo que el ele- 
mento principal de su trabajo, no consistia más que en 
los extractos que de la sesiones habia hecho con la ma- 
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yor constancia, pero que no tenían más pretensión en su 
origen que la correspondiente á fugaces artículos de pe- 
riódico. Por el contrario, el «Diario de los Debates d es 
unapublicacion ofícialformada con las actas de las sesio- 
nes, y en él aparecen los trabajos parlamentarios en toda 
su originalidad, pues los discursos se escriben por los es- 
tenógrafos siguiendo la voz del orador, y generalmente 
son corregidos por éste antes de darse á la prensa. 

Nada necesitamos decir para encarecer la importan- 
cia que tiene la discusión de las leyes al tratarse de la 
interpretación de su texto. Cuando esa discusión es am- 
plia y luminosa, cuando en ella se examinan las cuestio- 
nes bajo todas sus fases y en un terreno verdaderamente 
científico, el pensamiento del legislador, descubierto á 
cada momento en la marcha del debate, se identifica en 
cierta manera, con la ley, forma su mejor comentario 
y hace las veces de una interpretación verdaderamente 
auténtica. 

No podemos, por lo mismo, despreciar tan rico elemen- 
to, al que, por el contrario, damos la debida preferencia 
como la base principal de nuestras conclusiones. Y ya 
que los límites de este opúsculo no nos permiten traseri- 
bir íntegros los luminosos debates que se suscitaron en el 
79 Congreso, con motivo de las facultades que debieran 
darse al Senado respecto del régimen interior de los Es- 
tados, permítasenos al menos hacer de ellos, en cuanto 
baste á nuestro intento, un breve y Hgerísimo extracto^ 
cuya fideUdad fácilmente podrá ser comprobada. 

Se trató de este asunto en las sesiones de los dias 23, 
27, 28 y 30 de Octubre, y 24 de Noviembre de 1873; * y 
de cada una de estas sesiones nos vamos á ocupar. 



1 tDiario de los Debates,! 79 Congreso Constitucional. Tomo 1?, págs. 385 
y 386, 405 á 413, 414 á 427, 434 á 447, y 681 á 687. 
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Para comparar la discusión con la proposición á qae 
se refiere, nos vemos en el caso de reproducir esta úl- 
tima. Dice así: 

«Son facultades exclusivas del Senado: 

(( V. — Dirimir, oyendo al Ejecutivo en la forma y tér- 
« minos que sefíale la ley, toda cuestión política queocur- 
«ra entre los Estados ó entre los poderes de un Estado 
«respecto de su régimen interior. La resolución del Se- 
«nado será ejecutada por el Presidente de la República, 
«sin que puedan hacerse observaciones sobre ella.» 

Abrió el debate en la sesión del 23 de Octubre, el Sr. 
Gumesindo Enriquez, é impugnó los términos en que es- 
taba concebida la anterior proposición, porque á su jui- 
cio, « eran tan absolutos, que de un peligro (la anarquía 
« en los Estados) iriamos á dar á otro peligro mayor, dan- 
«do tan lata facultad al Senado, que pueda intervenir en 
« los asuntos de los Estados que en nada afecten á la Fe- 
(íideracion>y; y después de un breve discurso, concluyó 
haciendo presente, que deberían precisarse los casos en 
que el Senado tiene que decidir las cuestiones del régi- 
men interíor de un Estado, de una manera muy clara y 
muy precisa, «consignando que son facultades del Se- 
«nado dictar las disposiciones necesarias para establecer 
«el orden constitucional en los Estados donde haya des- 
« aparecido, y decidir las cuestiones que surjan enfre dos 
«poderes de un Estado, cuando estos ocurran al Senado 
« con ese fin ó cuando con este motivo se haya pertur- 
«bado la paz pública.)) 

No fueron desatendidas las juiciosas observaciones del 
Sr. Enriquez, pues que obsequiándolas en parte la Co- 
misión, dividió el artículo, y á esto sin duda debemos ^1 
que hoy se encuentren separados en dos fracciones dis- 
tintas (V y VI del art. 72 letra B) los pensamientos di- 
versiw expresados en una sola. 
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.En la sesión del 27 de Octubre, el Sr. Robles Gil hizo 
uso de la palabra para impugnar la fracción V (que se 
concretó á la reorganización de los Estados en que suspo- 
deres hubieran desaparecido). No se extendió mucho el 
orador, mas su corto discurso es de importancia vital para 
nuestro asunto, y trascribiremos de é\ el período de ma- 
yor interés. Combatia este sefíor diputado la fracción V, 
porque encontraba «mucha vaguedad en suspreceptos,y 
«ante el temor de que al interpretarse en el sentido que 
«no tiene, y ante el peligro á que entonces quedaría eapuesta 
ala soberanía de los Estados^ no pódia menos de suplicar 
« á la Comisión que se dignara fijar de un modo claro y 
«preciso, cuáles son los casos en que el Senado tendrá 
«que intervenir para restablecer el orden en los Estados 
«en que alguna vez desapareciere.» 

. «Yo no concibo, decia, que esto pueda verificarse si- 
«no por algxmo de estos motivos: ó por sublevación de 
«todos ó alguno de los poderes del mismo Estado que 
«rompa los vínculos que deban ligar á este con la Fede- 
« ración, ó por algún trastorno interior contra los pode- 
«res legítimos, en cuya virtud en lugar de estos se esta- 
«blezcan los que la revolución engendre.]) «Estos ca- 
«sos ó cualquiera otro análogo que pueda presentarse, 
«son los que deben expresarse en el artículo, porque de 
«lo contrario podría muy bien decirse, por ejemplo, que 
«t^eZ Senado tenia facultad para calificar si las eleccuh 
€nes que se hábian hecho en un Estado eran 6 no legítimasj 
apara mandarlas practicar de nuevo cuando juzgara que no 
alo habían sido^ á fin de asegurar de este modo la existencia 
€ de poderes legítimos; y esto, lo mismo que todo lo que el Se- 
(ñtado pudiera hacer en el mismo sentido^ vendría á acabar 
a por completo con la soberanía de los Estados. ,^1 Suplico, 
« pues, á la Comisión, que modifique el artículo compren- 
«díendo en él los casos en que la intervención del Se* 
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«nado procede, y que en el de no acceder á mis deseos, 
« í^* explique por lo menos cuál es el verdadero sentido en 
« que la fracción debe entenderse, para que constando en la 
« acta esa explicación, se sepa siempre tajo qué inteligencia 
idleda la Cámara su voto » ,^^^1 

El Sr. diputado Donde, en nombre de la Comisión, 
dijo: que no tenia inconveniente para responder á la in- 
terpelación hecha por el Sr. Robles Gil, manifestando: 
<r que de ninguna manera ha podido estar en la mente de 
«la Comisión, que por medio de esta autorización que se 
« confiere al Senado, ningún poder de la Union pueda in- 
«gerirse en el régimen interior de los Estados; llt^^ « wo 
apu^de haber sido, añade, la mente de la Comisión de nin- 
aguna manera, que el Senado califique la validez ó no de las 
delecciones hechas por un JEstado, á titulo de que este pueda 
^restablecer el orden constitucional en aquel Estado cuando 
ase haya interrumpido. » ^^i 

Continuó el Sr. Donde defendiendo la fracción V en 
los términos generales en que estaba concebida, porque 
según él, no era propio de un precepto constitucional 
descender á una nomenclatura de casos, para señalar las 
atribuciones que se )e concedian al Senado. Esto seria 
propio de la ley reglamentaria, y si se quisieran detallar 
con escrupulosa precisión, se incurriría en el grave de- 
fecto de entrar al dominio de las leyes secundarias. 

Insistió el Sr. Robles Gil con marcada prudencia en 
sus argumentos, pidiendo que si la Comisión no se pres- 
taba á dar nueva forma al artículo, se hiciera constar en 
la acta la explicación dada por su digno presidente. 

Siguió un ligero debate entre los Sres. Donde, Robles 
Gil y Molina, en el que aparece con toda evidencia que 
la Comisión sostenía, como el punto objetivo de su de- 
fensa, que el Senado tiene la facultad de dictar las me- 
didas necesarias para restablecer el orden constitucional 

4 
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en donde haya desaparecido, consistiendo la dificultad, 
para ponerse de acuerdo entre sí todos los oradores, en 
la resistencia de la Comisión á señalar los medios de ejer- 
citar aquella facultad y á precisar los casos en que le 
competia. 

Los Sres. Guillermo Prieto y Gumesindo Enriquez 
volvieron á hacer uso de la palabra, insistiendo todavía 
sobre la conveniencia de mayor precisión, y terminó el 
debate de este dia, reformando la Comisión su dictamen 
en los siguientes términos: 

« Dictar las resoluciones necesarias para restablecer el 
« orden constitucional en los Estados en que hayan des- 
« aparecido sus poderes constitucionales. La ley regla- 
cementará el uso de esta facultad. 

«Las decisiones del Senado serán ejecutadas por el 
oc Presidente de la República. » 

No debe dejar pasarse desapercibido el resultado de 
esta importantísima sesión. En ella los defensores de la 
soberanía de los Estados y de los sanos principios del sis- 
tema federal, hicieron prevalecer sus ideas, no obstante 
la tenaz resistencia de la Comisión, hábilmente sosteni- 
da por su digno presidente el Sr. Donde, quien se vio 
obligado á reformar su dictamen en tales términos, que 
casi nada revelan del proyecto primitivo. En efecto, ya 
no se tratará en la fracción V, letra B, del art. 72, de fa- 
cultar al Senado para que dirima, oyendo al Ejecutivo, 
toda cuestión política que ocuira entre los Estados; este 
pensamiento fué totalmente abandonado. Tampoco será 
la materia de esta fracción, la facultad del Senado de di- 
rimir las cuestiones políticas que se susciten entre los 
poderes de un Estado respecto de su régimen interior, 
sino única y exclusivamente la de dictar las resoluciones 
necesarias ^areirestablecer el orden comtüv^ional en los Es- 
tados en que hayan desaparecido sics poderes constitucionales, 
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caso concreto, perfectamerita bien determinado, y cuyo 
verdadero sentido será materia todavía de prolijas ex- 
plicaciones. 

Pero independientemente del estudio que nos ocupa, 
lo que presenta mayor importancia en esta discusión 
para fijar las condiciones de independencia de los Esta- 
dos respecto de los poderes federales, es la declaración 
solemne hecha á moción del Sr. Robles Gil por el Sr. 
Donde en nombre de la Comisión, de que llt#" « No pudo 
a haber sido la mente de la Comisión de ninguna manera, que 
« el Senado califique la validez ó no de las elecciones hechas 
a por un Estado j á titulo de que se pueda restablecer el orden 
di constitucional en aquel Estado cuandohaya sido interrum- 
apidOj » ,,^]|| declaración que consta en la acia respectiva, 
f promovida expresamente V^'para que se supiera siem- 
pre bajo qué inteligencia aprobaba la Cámara la fracción V 
que estaba á discusión, ^^^ 

Nunca podrá desconocerse el grande servicio que el 
Sr. Robles Gil prestó á la autonomía de los Estados, con 
solo obtener esta auténtica declaración. 

J]n la sesión del dia 28 del expresado mes, abrió el de- 
bate el Sr. Mateos impugnando á la Comisión por su em- 
peño en no determinar las facultades del Senado, cuando 
era preciso ver hasta qué límite llegaban estas para res- 
tablecer el orden constitucional. «Yo creo, decia, que 
«raras veces se presentará este caso de que desaparez- 
«can las autoridades constitucionales, á no ser que Ue- 
«gue el momento de un cataclismo, ó del cólera morbus; 
«pero mientras no estemos á las orillas del Ganges, es- 
«tos temores completamente se alejan. Yo estimaría que 
«la Comisión presentara su dictamen, especificando cuá- 
«les son estas providencias que puede tomar el Senado 

« para restablecer el orden constitucional. » «Yo 

«creo que el único caso que puede presentarse, es en el 
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« que hayan desaparecido los poderes Ejecutivo, Legis- 
«lativo y Judicial de un Estado » ; y raciocinando sobre 
este tema, concluia pidiendo uña determinación precisa 
que alejara toda interpretación peligrosa del texto cons- 
titucional, pensando tal vez, que eso que suele llamarse 
espíritu de las leyes, valiéndonos de la elegante expre- 
sión del Sr. Prieto, no es otra cosa que la serpiente de 
la chicana que viene entre el follaje de la sabiduría del 
foro. 

Impasible el Sr. Donde, se resistía á determinar los 
casos, y poniendo de manifiesto sus ideas sobre lo que 
la Comisión se habia propuesto acerca del punto deba- 
tido, decia entre otras cosas, lo siguiente: 

(( La Comisión cree que estamos viviendo bajo un ré- 
« gimen perfectamente federativo; que todos los Estados 
« que forman la Union no son tan soberanos é indepen- 
de dientes, que nada tengan que ver con el Gobierno. La 
« Comisión no profesa el principio de que la Federación 
« consista en una alianza de Estados; el pacto federativo 
«consiste en mi concepto, en lo siguiente: Determinado 
c( número de Estados se han unido adoptando determina- 
(( das restricciones^ contrayendo ciertas obligaciones y ce- 
« diendo por medio de un pacto ciertos derechos de su so- 
(íherama, para constituir un centro que se llama Union, 
«que se llama Federación. En el art. 109 de este Pacto 
«fundamental, están escritas estas palabras: «Los Esta- 
«dos adoptarán, para su régimen interior, la forma de 
« gobierno representativo popular. » Todos los Estados 
«han renunciado todos los derechos de soberanía, en 
« cuanto al principio de adoptar el sistema de gobierno 
«y las instituciones políticas .que mejor cuadrasen á su 
« antojo. Todos los Estados tienen la suprema obliga- 
« cion de no adoptar para su régimen interior otro sis- 
«tema que no sea el representativo popular. Dedúcela 
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«Comisión de este antecedente, la siguiente conclusión: 
« Si alguno de los Estados adopta algún régimen polí- 
«tico contrario al que se les ha obligado á aceptar en to- 
ce do momento, la Union tiene derecho de intervenir en 
«esta cuestión; y pues si han desaparecido los poderes 
« constitucionales de un Estado* por medio de un cataclis- 
«mo, por medio de una sublevación, entonces los demás 
« Estados y el Senado de la Union, tienen derecho para 
«que aquel cumpla con el artículo 109 del Pacto federa- 
«tivo, que quiere que en los Estados no haya más que 
« el régimen representativo, republicano, popular. » 

«En cuanto á la segunda parte de la peroración que 
« contesto, es decir, en cuanto á que el Senado abuse de 
« esta facultad, repite la Comisión lo que ayer tuvo el 
«honor de manifestar: que las probabilidades de que no 
« abuse son que las constituciones no se forman para re- 
« solver cuestiones del momento; resuelven la vida pri- 
«vada, la vida continua y la vida futura de las socieda- 
« des; por esta razón solo se consignan en ellas principios 
«absolutos: la aplicación á casos particulares nó puede 
« consignarse en la Constitución, porque desde el mo- 
« mentó en que se presenta un caso con circunstancias 
«distintas, ya no serian aplicables los preceptos de las 
«constituciones, porque es necesario que recordemos 
«que nunca un caso se parece á otro; cada cual requiere 
«una resolución propia que no será del caso número dos 
«ni tres. Pues bien, señor, si nosotros ponemos ahora: 
« Cuando se haya pronunciado contra la Constitución el Qo- 
alernador^ quedan sin resolución los casos en que haya 
« sido plagiado este gobernador y no se sepa de su suerte; 
«cuando al mismo se le antoje suicidarse; cuando falten 
«este y la legislatura sin que se haya convocado á elec- 
« clones; cuando por un cataclismo, por un terremoto se 
« desplome el palacio del Estado, y acabe con la legis- 
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«latura y el poder Ejecutivo; cuando se verifique cual- 
« quiera de estos casos, entonces el Senado ejercerá la su- 
«prema atribución federal de reorganizar el Estado. » 

No se dieron con esto por vencidos los impugnadores 
del dictamen, y los Sres. Robles Gil, Prieto, Alcalde, y 
Martínez de la Torre, llevaron al debate nuevos argu- 
mentos calurosamente sostenidos en favor de una redac- 
ción más precisa, de una determinación más circunscrita 
de las atribuciones del Senado, conviniendo todos en el 
fondo en un mismo pensamiento, á sabeí: el de que la 
fracción Y que estaba á discusión, no se ocupa de otra 
cosa que de reorganizar un Estado cuando sus poderes 
constitucionales desaparecieren. Ya no se trataba, ni po- 
dria tratarse por ser un punto definitivamente resuelto en 
contra, de que el Senado, con pretexto de esta facultad, 
pudiera arrogarse la de calificar la validez de las eleccio- 
nes hechas en un Estado ; esta atribución fué explícita- 
mente condenada por la Cámara de diputados en la se- 
sión anterior. 

Examinando ahora bajo un simple golpe de vista el 
resultado de esta discusión, ocurren desde luego dos ob- 
servaciones. Es la primera, que como antes dijimos, el 
caso previsto por la fracción Vfué determinándose más y 
más en el sentido deque solamente se referia al de la reor- 
ganización de un Estado en el caso de desaparición de 
sus poderes; y en este particular^ es muy digno de lla- 
mar la atención el motivo por que no fué aceptada una 
enmienda propuesta por el Sr. Alcalde. Suplicaba este 
señor á la Comisión que admitiera la reforma del artículo 
en los siguientes términos: 

<r Son atribuciones del Senado: - 

«V. Nombrar Gobernador que convoque á elecciones 
« generales en los Estados donde hayan desaparecido sus 
«poderes constitucionales, sujetándose los nombrados á 
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« la Constitución general y á la constitución y leyes par- 
((ticulares del Estado de que se trate.» 

El Sr. Donde se rehusó á aceptar la enmienda c( por- 
«que entonces, decia, se ingeriría ya directamente el Sem 
(añado con la Federación en las disposiciones locales de los 
« JEstados.y> Se ve, pues, hasta qué punto la Comisión mis- 
ma, á quien con tanta insistencia combatian los defen- 
sores de la mayor libertad de los Estados, respetaba los 
fueros de la soberanía de estos. 

La segunda observación es, que por primera vez se lee 
eil este debate la cita del art. 116. Era de esperarse que 
versando aquel sobre las facultades de los poderes fede- 
rales con relación á los Estados, saliera á luz el precitado 
artículo, y efectivamente, el Sr. Alcalde fué el primero 
que llamó la atención sobre él. Veremos adelante cómo, 
á medida que se ampliaba la discusión, fué puesto en re- 
lieve, fijándose su verdadera inteligencia en el sentido 
que dejamos explicado anteriormente. 

Inició el debate el dia 30 de Octubre el Sr. diputado 
José Fernandez, pronunciando en contra del dictamen 
un discurso digno en verdad de prolijo estudio, que sen- 
timos no poder hacer por los límites que nos impone la 
naturaleza de este tp^bajo. Este dii'curso revela una me- 
ditación profunda poco común, por desgracia, en los de- 
bates parlamentarios. Preocupado sin duda el Sr. Fer- 
nandez más que por la proposición discutida, que cons- 
tituye un detalle en la cuestión general de las relaciones 
federales de los Estados con el poder central, más que por 
esto, decimos, por las reglas mismas que debían domi- 
nar en aquellas relaciones, ilustró la discusión elevándola 
á la altura de su importancia, y aun cuando como él mis- 
mo confesaba, era poco parlamentario extralimitarse del 
punto debatido para asentar una doctrina que compren- 
diera en su conjunto casos no sometidos á la delibera- 
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cion de la Cámara, sin embargo, sus ideas sobre la mate- 
ria deben llamar la atención de todos los que pretendan 
hacer un estudio serio de nuestro derecho constitucional. 
^ Parecía al orador que « la facultad con que quería re- 
ce vestirse al Senado era vaga, amplísima, indefinida y por 
«lo mismo peligrosa, siendo esta la única razón porque 
(da combatía.» 

Para destruir la supuesta imposibilidad alegada por la 
Comisión de prever los casos de intervención del Sena- 
do, fundó perfectamente la distinción entre cat^a^ de per- 
turbación en el régin^en de los Estados, que pueden ser 
infinitas, y casos en que todas jesas causas pueden clasi- 
ficarse, los cuales redujo á los seis siguientes: 1? Inva- 
sión ó violencias procedentes de fuera de la República: 
29 Invasión ó violencias procedentes de otro Estado ó 
Territorio pertenecientes á la República: 3? Subleva- 
ción dentro del mismo Estado: 49 Conflicto entre los po- 
deres del propio Estado: 59 Violencias ejercidas por la 
Federación en el Estado, y 69, falta absoluta y simul- 
tánea de los poderes Legislativo y Ejecutivo del Esta- 
do, ya por haberse dado este una forma de gobierno con- 
traria á los preceptos de la Constitución, ya por suble- 
vación de aquellos poderes contra la Federación, ya por 
cualquiera otra causa, como la de tratarse de un Estado 
de nueva creación, etc. . . . Demostró en seguida, que los 
tresj)rimeros casos están resueltos por la aplicación del 
art. 116 de la Conatitucion, y que las facultades consul- 
tadas por la Comisión en las fracciones V y VI de la le- 
tra B, art. 72, eran insuficientes, vagas, discrecionales 
y estaban en pugna con el sistema federativo. 

El sexto caso de los previstos por el Sr. Fernandez, era 
la materia de la discusión y el que por ahora nos ocupa. 
Respecto de él, se expresaba en los siguientes términos: 

« Sexto caso. Falta absoluta y simultánea de los po- 
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« deres Legislativo y Ejecutivo de un Estado. He di- 
ce cho absoluta^ porque la temporal no requiere la inter- 
« vención federal: tal seria el hecho de morir el Gqber- 
«nador durante el receso de la Legislatura. He dicho 
(í simultánea^ porque si solo la Legislatura faltare, el go- 
ce bemador convocaría á elecciones, y si solo el gober- 
«nador, la primera proveería de remedio. Finalmente, 
«no he considerado la falta de poder Judicial, porque 
« es de la competencia de los otros dos poderes resolver 
c( este caso. » 

« Es, señor, una verdad curíosa, pero evidente, que « si 
a an Estado, por cualesquiera eventos de los que ya men- 
« cioné algunos, llega á perder sus poderes, no tiene me- 
ce dio legal de reconstituirse constitucionalmente. » ¿ Go- 
ce mo, pues, se han reconstituido? se me preguntará. Se 
«han reconstituido por medio de una providencia que 
« dictaron la razón y la necesidad, pero que no está con- 
« signada en la Constitución : nombrando la Federación 
« un gobernador interíno, el cual convoca á elecciones de 
«los nuevos poderes del Estado y, por decirlo así, lleva 
« á este de la mano hasta que puede andar por sí solo, 
« es decir, hasta que se reconstituye. Si pues la nece- 
«sidad justifica esta providencia, porque quizá no hay 
« otra más prudente y menos atentatoria á la soberanía 
« del Estado, de que echar mano, forzoso es elevarla á fa- 
« cuitad de un poder federal, y á ninguno puede conve- 
«nir nlejor que al Senado. Es tan necesaria esta f$icul- 
«tad de la Federación, tan justificada por la naturaleza 
«de las cosas, que el Ejecutivo la ha ejercido constante- 
« mente sin que se la dé nuesti*a Constitución, ya á la 
«caida del imperio en los Estados acéfalos, ya en los de 
«la nueva creación, ya en aquellos cuyos poderes locales 
« se habian sublevado contra los federales. Esta facultad 
«resuelve además, como antes lo demostré, varios casos 
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(i de conflicto entre los poderes de un Estado, cuando es- 
« tos son desde su origen ó se convierten en ilegítimos. » 

El Sr. Enriquez, que fué el primero que impugnó á la 
Comisión el dia 23 de Octubre, después de haber obte- 
nido que se dividiera la proposición en dos partes, fué 
uno de sus más empeñados defensores y tomó á su car- 
go la difícil tarea de replicar al discurso del Sr. Fernan- 
dez. Todas las personas que hayan seguido con atención 
los varios incidentes de las luchas parlamentarias, podrán 
suponerse fácilmente, cuál seria el fundamento de la ré- 
plica: el Sr. Fernandez sehabia extraviado, estaba fuera 
del círculo en que debia rolar la discusión, solo limitada 
al caso sexto de los que su señoría proponía en su plan 
general, y respecto de este más bien aceptaba la con- 
signación de una facultad general, que no una determi- 
nación precisa, porque esta tendría el peligro de no ser 
suficientemente comprensiva, citando al efecto la emer- 
gencia probable á que estuvo expuesto el Estado de Mé- 
xico, y que no tendría solución en los casos previstps por 
el Sr. Fernandez. Así discurría el Sr. Enríquez. 

Se empeñó de nuevo el debate entre ambos diputa- 
dos, y por último, por una mayoría de 109 contra 28, se 
declaró no haber lugar á votar la fracción discutida, y 
se mandó pasar de nuevo á la Comisión. 

Esta no volvió á presentar dictamen, sino hasta el dia 
24.de Noviembre, y redactó entonces la fracción tanto 
discutida, en los siguientes términos: 

«Declarar, cuando el orden constitucional hubiese 
« desaparecido en un Estado, que es llegado el caso de 
«nombrarle un gobernador provisional, quien convoca- 
« rá á elecciones conforme á las leyes constitucionales del 
« mismo Estado. El nombramiento de gobernador se ha- 
ce rá por el Ejecutivo federal, con aprobación del Senado, 
(c y dicho funcionarío no podrá ser electo gobernador en 
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«las elecciones que se verifiquen por virtud de la con- 
« vocatoria que se expidiere. » 

El Sr. Enriquez, preocupado siempre con el caso pro- 
bable que podría presentarse en el Estado.de México, 
impugnó á la Comisión, que, aceptando el espíritu do- 
minante en la Cámara, habia reformado la fracción V 
como se ha visto, en el sentido de las discusiones ante- 
riores. Le contestaron victoriosamente los Sres. Donde 
y Martinez de la Torre, y por ser de suma importancia 
para nuestro objeto, creemos oportuno trascribir las pa- 
labras con que el primero terminaba uno de sus dis- 
cursos: 

« La Comisión, pues, insiste en proponer á la delibe- 
(( ración de la Cámara, su acuerdo, tal como está conce- 
«bido, porque comprende que habiendo desaparecido 
« los poderes Ejecutivo y Legislativo, y si es posible has- 
ce ta el poder Judicial de un Estado, el único medio de 
«que este Estado vuelva al carril constitucional, es es- 
«tablecer un poder Ejecutivo que se encargue de expe- 
« dir la convocatoria para que el pueblo elija sus nuevos 
«mandatarios, y que estos funcionarios públicos funcio- 
«nen confoime á las leyes particulares; pero decirnos 
« que existiendo un gobernador, por ejemplo, una legis- 
«latura, puede el Senado venir completando las autori- 
« dades ó poderes del Estado y que venga interrumpien- 
« do de esta manera el orden, esto seria trastornar nuestro 
«sistema político, y casi ingerirnos en el régimen interior 
« de. un EstadOjpara lo cual no existe facultad absolutamente 
a alguna en ninguno de los poderes de la Union, ni han 
«pensado ni pensarán jamas las Comisiones darle esta 
« facultad, í?orgt^e, repito, esto seria contrariar la soberanía 
« é independencia de los Estados. » 

La Comisión, que en dias pasados habia manifestado 
tanta resistencia para aceptar enmiendas, resistencia en 



Digiti 



zedby Google 



36 

extremo útil, pues que provocó un debate luminoso, fué 
en este dia más deferente, y admitiendo dos importantes 
reformas, propuestas por los Sres. Robles Gil j Enri- 
quez, quedó definitivamente aprobada la fracción V en 
los términos en que hoy se lee en nuestro texto consti- 
tucional: 

«Declarar, cuando hayan desaparecido los poderes 
« constitucionales Legislativo y Ejecutivo de un Estado, 
« que es llegado el caso de nombrarle un gobernador pro- 
<i visional, quien convocará á elecciones conforme á las 
«leyes constitucionales del mismo Estado. Elnombfa- 
« miento de gobernador se hará por el Ejecutivo federal 
« con aprobación del Senado, y en sus recesos con la de 
«la Comisión permanente, y dicho funcionario no podrá 
« ser electo gobernador en las elecciones que se verifi- 
« quen en virtud de la convocatoria que expidiere. » 

Quien cotejando el extracto anterior con la discusión 
pormenorizada que se lee en el Diario de los Debates, qui- 
siera encontrar en él un completo resumen, perderla inú- 
tilmente su tiempo. Siguiendo el curso de la discusión y 
los diversos giros que iba presentando, hemos señalado 
uno que otro punto .de los que nos han parecido de ma- 
yor interés para nuestro objeto, sin que hayamos tenido 
oportunidad de poder consignar nada contrario á nues- 
tras ideas, porque efectivamente no hay un solo discurso 
en tan extenso debate parlamentario, que pudiera ser- 
vir de apoyo para combatimos. 

Decíamos al principio, que es tan rico en doctrinas 
nuestro derecho constitucional en la materia que forma 
el objeto de nuestro estudio, que la dificultad más bien 
consistía en hacer una acertada, elección de medios, que 
no en buscar nuevos argumentos, y ha quedado plena- 
mente comprobada esta verdad. En efecto, todos los que 
con sus luces contribuyeron á la formación del precepto 
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constitucional, tanto los oradores del pro como los del 
contra, desde la declaración hecha por el G. Donde en 
nombre de la Comisión el dia 27 de Octubre, convinie- 
ron en que los actos electorales de un Estado son irre- 
visables, y que con el pretexto de la reorganización del 
orden constitucional, no puede el Senado aiTogarse la 
facultad de juzgar de su legitimidad. 

Hemos visto en la breve reseña de la discusión, algunos 
razonamientos que dan perfecta idea del espíritu que do- 
minaba en la Cámara, y no insistiremos más sobre ellos ; 
pero sí no podemos excusamos, para dar mayor fuerza á 
nuestras conclusiones, de citar algunos de los ejemplos 
con que los diputados explicaban sus pensamientos. 

Sabido es que un ejemplo sirve las más veces para fijar 
una idea, y es en cierta manera la expresión gráfica de 
su concepción. Todas las personas estudiosas los buscan 
con anhelo, porque palpan en ellos el intento del autor, 
que de otra manera se les suele escapar en la vaguedad 
de los términos generales. 

« En Yucatán, decia el Sr. Diaz González, « se consi- 
« doraban ilegítimos los poderes Ejecutivo y Judicial del 
«Estado, porque habia concluido el período constitucio- 
«nal para el que fueron electos por el pueblo esos po- 
«deres. Se levantó contra ellos una revolución terrible, 
« y la legislatura pidió la intervención de los poderes fe- 
« derales. Fué allí la fuerza pública de la Federación y 
«se declaró en sitio al Estado por el Ejecutivo federal, 
«en virtud de facultades extraordinarias.» 

«Terminaron estas, y no podia en pleno orden cons- 
« titucional permanecer Yucatán en estado de sitio. Se 
«trajo la cuestión al 6^ Congreso, y entonces ocumó la 
«dificultad de que no habia un Gobierno á quien entre- 
« gase eí mando el gefe militar, porque de hecho no exis- 
« tia, y porque de derecho no podia existir. » 
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« La Constitución de Yucatán no prevé el caso de que 
« se suplan las faltas absolutas de gobernador y vicego- 
«bemador; solo se ocupa de prescribir la suplencia en 
«las faltas temporales, ordenando que en ellas los con- 
«sejeros de gobierno, por el orden de su nombramiento, 
« se encarguen del Ejecutivo. > 

* « Pero habia una falta absoluta de gobernador y vice- 
« gobernador, y no podia cubrirse porque el art. 100 de 
«la Constitución del Estado prohibe toda interpretación 
«filosófica, y prescribe la^enuina y literal.» .... 

«Sí, que reforme Yucatán su constitución, si no quie- 
«re verse expuesto otras veces á una acefalía en su go- 
«biemo. Esto creo harán los demás Estados para alejar 
« el caso de que intervenga la Federación, y estarán en 
«su derecho, porque mientras por sí mismos pueden 
« reorganizarse y cumplir así con los deberes que les im- 
« ponen los arts. 40 y 109 del Código fundamental, no 
«habrá un derecho en la Federación para exigirles ese 
« cumplimiento é ir á reorganizarlos. » 

Debe advertirse que el Sr. Diaz González defendía á 
la Comisión. 

El Sr. Donde, estrechado por sus contrarios á deter- 
minar casos, decia irónicamente, agobiado por sus exi- 
gencias: 

«Pues bien, señor, si nosotros ponemos ahora: «cuan- 
«do se haya pronunciado contra la Constitución el go- 
«bemador, quedan sin resolución los casos en que haya 
« sido plagiado este gobernador y no se sepa de su suerte; 
«cuando al mismo se le antoje suicidarse; cuaudo falte 
« este y la legislatura sin que se haya convocado á elec- 
« cienes; cuando por un cataclismo, por un terremoto se 
otdesplome el palacio del Estado, y acabe con la legis- 
«^latura y el poder Ejecutivo; cuando se verifique cual- 
« quiera de estos casos, entonces el Senado ejercerá la 
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« suprema atribución federal de reorganizar el Estado- 
«Fuera de estas circunstancias, el Senado se queda cru- 
« zado de brazos, impávido, contemplando la disolución 
« de nuestro sistema político. » 

El Sr. Enriquez citaba repetidas veces este ejemplo: 

« En el Estado que tengo el honor de representar en 
« esta Asamblea, en el Estado de México, solo la Legis- 
«latura tiene la facultad de expedir la convocatoria pa- 
« ra la renovación del poder Legislativo. » 

« Recientemente ha concluido el período de una Le- 
«gislatura, y esta estuvo á punto de no expedir su con- 
«vocatoria; la ha expedido á última hora, al concluir 
«sus sesiones. Supongamos este caso muy posible: que 
«la Legislatura no convocó al pueblo para que elígie- 
«ra á los nuevos diputados, y que así clausuró sus ^e- 
« sienes: entonces tenemos que el gobernador es legí- 
«timo, pues aun le resta más de la mitad de su período 
«constitucional; pero que el Poder legislativo, el Con- 
« greso, no puede renovarse sin la convocatoria que aquel 
«no tiene facultad de expedir, y que tampoco puede pre- 
« sumirse que la tenga, porque la Constitución consigna 
«éste precepto muy sabio y muy conveniente: que en 
«el Estado las SLUtondaáes federales no tienen másfacul- 
atades que las que expresamente se les conceden por la Cons- 
^titucmiy sin que se entiendan permitidas otras por falta de 
« eocpresa restricción. » 

«Pues bien; no püdiendo expedir la convocatoria el 
« Gobernador, por lo que he dicho, ni el Congreso por- 
«que ya no existe, llegará la época en que deba insta- 
«larse la nueva Legislatura, y la Legislatura no se ins- 
«talará, y nortendriamos cuerpo Legislativo; á este cor- 
« responde el nombramiento de magistrados, y también 
€haria la renovación de ese poder imposible, y tendria- 
«mos al Estado de México con un solo poder, el Poder 
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«Ejecutivo, con lo que el orden constitucional quedaba 
«interrumpido.» 

Podrían citarse mayor número de casos ó ejemplos re- 
feridos por los señores diputados; pero esto seria cansa- 
do; todos son análogos, todos comprueban la unidad de 
su pensamiento en los siguientes puntos, á saber: 19 La 
facultad con que se ha investido al Senado, tiene por ob- 
jeto la reorganización del orden constitucional en un Es- 
tado en que hayan desaparecido sus poderes; mas esta 
facultad no lo autoriza para revisar las decisiones de los 
colegios electorales: 2? Los casos que pueden ocurrir pa- 
ra el ejercicio de esta facultad son, en resumen, los si- 
guientes: I. Cuando se trate de la creación de un Esta- 
do; II. Cuando se haya sublevado contra el poder federal 
rompiendo el vínculo federativo; III. Cuando se haya 
dado en su constitución una forma de gobierno que esté 
en pugna, en su esencia, con la mandada observar por 
la Constitución federal; IV. Cuando á consecuencia de 
una guerra social como la de Reforma, ó nacional co- 
mo la de intervención, se interrumpa por fuerza de las 
circunstancias el orden constitucional en un Estado; y 
V, cuando de hecho,* por algún accidente, y aquí cabe 
muy bien el catálogo de desgracias previstas por el Sr. 
Donde, desaparezcan el Ejecutivo y la Legislatura de un 
Estado, y su Constitución no prevea el modo de reme- 
diar esta acefalía. 

Hemos presenciado ya, por decirlo así, las varias vi- 
cisitudes que precedieron al texto de la fracción V, letra 
B del art. 72 de la Constitución reformada; hemos se- 
guido paso á paso las diversas evoluciones con que el 
pensamiento fué modificándose desde que sé inició hasta 
que vino á consignarse como una reforma de nuestra 
Carta política. Elevado á tan alta categoría, vamos ápro- 
curar hacer su interpretación doctrinal. 



Digiti 



zedby Google 



III 



De la restauración de la República á la fecha, uno de 
los estudios que más ha preocupado á nuestros hombres 
políticos, ha sido el de la facultad que pudiera tener la 
Federación para calificar la legitimidad de* los poderes 
de los Estados. Aparte del interés que en sí misma en- 
vuelve esta cuestión, la preferencia con que ha sido tan 
ampliamente debatida, se debe al fallo de la Suprema 
Corte de Justicia de 11 de Abril de 1874, por el que se 
arrogó la facultad de juzgar j declarar inválidos los tí- 
tulos de elección del Gobernador de Morolos. Pero más 
que esta sentencia, cuyos considerandos apenas si se re- 
cuerdan hoy por contado número de personas, lo que lle- 
vó á su colmo la excitación pública' en aquellos dias, fué 
el estudio que sobre las facultades de la Corte de Justi- 
cia publicó en Abril del mismo aíio, el Sr. Lie. José Ma- 
ría Iglesias, quien á su alto carácter de Presidente de 
aquel Supremo Tribunal, unia el merecido prestigio que 
da siempre una ilustración poco común, empleada en es- 
ta vez, por desgracia, no solamente en defensa de la re- 
solución de la Corte, sino para fundar su opinión parti- 
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cular, que era más avanzada todavía en contra de la in- 
dependencia de los Estados. 

La prensa de la República siguió con palpitante inte- 
tes las vicisitudes del ampai-o de Morelos, sin preocupar- 
se demasiado con los sutiles razonamientos de los aboga- 
dos de los quejosos, que al fin eran parte interesada en 
el asunto; mas la referida sentencia, burlando todas las 
esperanzas produjo el desconcierto en todos los espíritus, 
desconcierto que vino á aumentarse notablemente con el 
opúsculo del Sr. Iglesias, que dio origen á una discusión 
general, que aunque muy vehemente, ha sido una de las 
más ilustradas. 

La controversia, aunque habia sido motivada por un 
caso especial, no tardó en elevarse á mayor altura, al 
examen de las facultades de la Federación para interve- 
nir en el régimen interior de los Estados, sin perder por 
esto de vista el punto objetivo en el que se concentraron 
todos los ataques y defensas, que no fué otro que el de 
la jurisdicción en la Corte para revisar por via de am- 
paro la legitimidad de títulos de los poderes de los Es- 
tados- 
Entre los publicistas que con mayor éxito combatie- 
ron las ideas del Sr. Iglesias, deben citarse á los Sres. Cas- 
tillo Velasco* y Vallarta,^ el último de los cuales se ha 
vuelto á ocupar recientemente de la cuestión, dejándola, 
á nuestro juicio, resuelta de una manera satisfactoria. 

Son también dignos de consultarse otros varios tra- 
bajos^ que hemos tenido á la vista, para hacer el estu- 



1 Reflexiones sobre la cuestión de Morelos y las facultades de los Tribuna- 
les federales, por el Lie. José M? del Castillo Velasco. México, 1874. 

2 Cuestiones constitucionales. Votos del C. Ignacio L. Vallarta, Presiden- 
te de la Corte de Justicia. México, 1879. 

3 Los Sres. Joaquín M. Alcalde, Hilarión Trias y Soto, Vicente Riva Pala- 
cio y Basilio Pérez Gallardo, manifestando uu Justo celo por la soberanía de 
los Estados, hicieron entonces su defensa, publicando luminosos escritos. 
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dio de la fracción V, letra B del art. 72 de la Constitu- 
ción. 

Dispone esta fracción que es facultad del Senado « de- 
clarar, cuando hayan desaparecido los poderes constitu- 
cionales Legislativo y Ejecutivo de un Estado, que es 
llegado el caso de nombrarle un gobernador provisional, 
quien convocará á elecciones conforme á las leyes cons- 
titucionales del mismo Estado. » 

Como se ve, la facultad atribuida al Senado por la frac- 
ción V, consiste en hacer la declaración de que es llegado 
el caso de nombrar á un Estado un gobernador provi- 
sional; mas el ejercicio de este derecho está subordinado 
á la existencia de la eventualidad de que hayan desapa- 
recido los poderes legislativo y ejecutivo del Estado de 
que se trate. Por lo mismo, la cuestión queda reducida 
á la siguiente pregunta: 

¿En qué casos debe considerarse que han desapare- 
cido los poderes constitucionales Legislativo y Ejecutivo 
de un Estado? 

No se ha expedido todavía la ley reglamentaria de la 
fracción V, que debe señalar con toda claridad y preci- 
sión los casos en que el Senado puede usar de tan peli- 
grosa facultad como la que aquel precepto contiene, y 
es tanto más de lamentarse el olvido de nuestros legis- 
ladores en expedir esta ley, cuanto que la Comisión de 
puntos constitucionales la invocaba en su defensa. « Es- 
ta determinación de casos, decia constantemente el Sr. 
Donde, es objeto de la ley reglamentaria y no de un pre- 
cepto constitucional, en que solo deben consignarse prin- 
cipios generales; )) de manera'que mientras falte aquella 
ley, tendrán los Estados un justo temor del abuso que 
pudiera hacerse de la referida facultad, y no sería aven- 
turado afirmar que entretanto el Senado no puede ejer- 
citarla. 
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No se diga en contra de esta doctrina, que de admi- 
tirla, se seguiría el absurdo de. que, ofreciéndose leyes 
reglamentarias en multitud de artículos de nuestra Carta 
política, y entre ellos, en varios de los que sancionan los 
derechos del hombre, debia aplazarse indefinidamente la 
observancia de estos hasta que no se expidieran aquellas, 
porque este argumento ad absurdum supone necesaria- 
mente qué todos los artículos que ofrecen leyes regla- 
mentarias se encueñti'an en el mismo caso, y esto no es 
cierto; hay entre ellos grandes diferencias, y va á verse 
palpablemente la diversidad que existe entre el caso de 
la fracción V que examinamos, y los previstos por otros 
artículos constitucionales. 

El pueblo mexicano adoptó para su gobierno la Cons- 
titución de 1857, treinta y seis años después de su inde- 
pendencia, y ya antes tenia su « derecho público, sus le- 
(c yes establecidas en un Código, sus tradiciones consti- 
c( tucionales y su derecho consuetudinario. » * 

Desde la promulgación en México de la Constitución 
española de 1812, puede señalarse el nacimiento de nues- 
tro derecho político, pues aun cuando estuvo muy pocos 
dias en vigor, aquella ley contribuyó poderosamente á 
fomentar en los mexicanos el estudio de los problemas 
sociales, desde el de los derechos del individuo hasta el 
de la organización de los gobiernos; y en estos estudios 
se formó la escuela en que se educaron los primeros hom- 
bres de Estado, que más tarde habian de dar á México 
el Código liberal de 1824. La observancia, aunque in- 
terrumpida, de esta Constitución; las leyesque con pre- 
texto de reformarla, de nuevo se expidieron; su sustitu- 
ción por la Carta central de 1836 ; su restablecimiento en 
1847, y todo el movimiento legislativo consiguiente á 

1 Bictámen de la Comisión de proyecto de la Constitacion de 1857.— Zarco. 
*- Historia del Congreso extraordinario constituyente. Tomo 1?, pág. 438. 
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tan repetidas alteraciones, forman un conjunto de ele 
mentos nada despreciable entre las fuentes de nuestro 
derecho publico; de manera que la Constitución de 1857 
no vino á implantarse sin precedentes, como si se tratara 
de organizar desde el primer dia á una sociedad acabada 
de nacer. No; lejos de ello, como dice muy bien el Sr. 
Arriaga, « el pueblo mexicano tenia ya su derecho pú- 
blico, sus leyes establecidas, sus tradiciones constitucio- 
nales y su derecho consuetudinario.» 

Ahora bien; en los precedentes de nuestro derecho 
político existen leyes que pueden suplir algunas veces 
la ausencia de las reglamentarias, si bien es cierto que 
acerca de la legitimidad de su aplicación, no están todos 
de acuerdo, afirmando unos que nunca deben ponerse 
en práctica, y negando otros, y son los más, lo absoluto de 
esta proposición, distinguen los casos en que aquellas le- 
yes no están conformes con el espíritu que domina en la 
Carta fundamental, en cuyo extremo no deben aplicar- 
se, y aquellas que no presentan esta inconformidad en 
los que es legítima su aplicación. Esta, última puede de- 
cirse que es la opinión que ha prevalecido, y la comprue- 
ba de una manera evidente la Corte misma de Justicia, 
En efecto, no hay ley posterior al año de 1857 que or- 
ganice los Tribunales de Distrito y de Circuito ni que 
gradúe las atribuciones del poder Judicial, leyes regla- 
mentarias ofrecidas en los arts. 96 y 100 de la Constitu- 
ción, y en su defecto se ha observado sin contradicción 
alguna la ley de 23 de Noviembre de 1855 y sus con- 
cordantes. De manera que si no hubieran existido estas 
leyes precedentes, la Corte no habría podido funcionar, 
porque no está en su poder crear la organización y hacer 
la distribución de facultades del poder Judicial federal. 

No sucede lo mismo respecto de la facultad del Se 
nado que hoy nos ocupa. No solamente los casos pre 
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Vistos en ella no tenían precedente alguno en la legis- 
lación anterior al Código de 1857, sino que después de 
promulgado este, fué necesario violentar algunos de sus 
artículos, para que los poderes de la Union pudieran le- 
gítimamente, ó con esta apariencia al menos, intervenir 
en los graves conflictos que se presentaran en los Esta- 
dos. Antes de las reformas de la Constitución, no habia 
antecedentes legales de ningún género sobre este punto; 
habia por el contrario, ejemplos alarmantes de incalifi- 
cables abusos, y para ponerles término, la previsión de 
los legisladores de 1873 promovió que se revistiera al 
Senado de la facultad que hoy analizamos. 

Si se ve, pues, cuan notable es la diferencia de casos, se 
tendrá que convenir forzosamente en qué la fracción V, 
letra B del art. 72 de la Constitución, no puede equipa- 
rarse con todos los artículos constitucionales que ofrecen 
una ley reglamentaria, y que en consecuencia, el argu- 
mento ad absurdum que se pudiera oponer á nuestra teo- 
ría, es de todo punto improcedente. 

Todavía hay una razón más respecto de las garantías 
individuales, para que su observancia no deba aplazarse 
por falta de leyes reglamentarias; y es que, á diferencia 
de los derechos políticos, aquellas no han sido estable- 
cidas por las leyes, ó por lo menos no se hallan ínti- 
mamente ligadas al derecho positivo. Los derechos del 
hombre no deben su origen á la Constitución; esta sim- 
plemente los ha reconocido, con el objeto de ponerlos 
á cubierto de toda arbitrariedad. Ninguna ley positiva 
otorga la libertad de conciencia, la libertad del pensa- 
miento, la libertad de asociación, porque estas faculta- 
des son inherentes á la naturaleza humana. No así los 
derechos políticos; estos dependen principalmente de la 
organización de los gobiernos y son susceptibles de mo- 
dificaciones. 
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Pero no queremos insistir más sobre este punto: de 
hecho el Senado, sin esperar la ley reglamentaria, ha 
puesto en ejercicio la facultad que nos ocupa, y cierta- 
mente no nos alarma la libertad de su criterio para hacer 
uso de esta ati-ibucion, porque siendo los senadores los 
verdaderos representantes de los Estados, ellos deberán 
ser los defensores más celosos de las prerogativas de su 
independencia. Por otra parte, no rehusamos entrar al 
fondo de la cuestión, por lo que, dejando á un lado la 
ausencia de la ley reglamentaria, veremos que no faltan 
algunas bases seguras para que el Senado norme el ejer- 
cicio de la facultad que le confiere la fracción V, y que 
estas son tal vez de mayor autoridad y fuerza, que las 
que podrían señalarse en las leyes secundarias. 

Dejamos, por tanto, á la prudente consideración de 
nuestros lectores las razones que en nuestro favor po- 
drá sugerir la circunstancia de no estar reglamentada 
la fracción V, letra B del art. 72 de la Constitución, y en- 
trando de lleno en la cuestión, procuraremos deteiminar 
en qué casos, para el efecto del referido texto, debe juz- 
garse que han desaparecido los poderes constitucionales 
Legislativo y Ejecutivo de un Estado. 

Con la doctrina y ejemplos que antes hemos trascrito, 
tomados de la discusión de la fracción V, podremos ya 
resolver esta cuestión, sin temor de ser seriamente com- 
batidos. Hicimos notar entonces repetidas veces, que 
consta en las actas del Congreso de 1873, con todos los 
requisitos de autenticidad que se podrian exigir, que los 
legisladores í^^ no quisieron que con pretexto de la facul- 
tad que conferian al Senado, este calificara la validez ó no 
de las elecciones hechas por un Estado, ^^^ y que consta 
allí tan solemne declaración, precisamente ^^ para que 
se supiera siempre bajo qué inteligencia le daba la Cámara 
su voto.,^^ De manera que la Cámara no habría indu- 
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dablemente aprobado la fracción V, si esta facultara al 
Senado para revisar los títulos de legitimidad de los po- 
deres de los Estados. Luego si está expresamente exclui- 
da de las atribuciones del Senado la facultad de reorga- 
nizar un Estado cuando tiene previamente que calificar la 
legitimidad de sus poderes^ claro es que no puede an-ogar.- 
se una atribución que el legislador expresamente le niega, 
Hé aquí, por tanto, una regla limitativa perfectamente 
bien establecida, regla de mayor autoridad por cierto, 
que la que podría consignarse en una ley reglamentaria, 
porque á esta no le es dado alterar el pensamiento del 
legislador, sino desarrollarlo en sus detalles; y la fuerza 
legal de este género de leyes, en manera alguna puede 
equipararse con la de tina reforma constitucional. 

Podremos, pues, sentar como proposición verdadera 
é incontrovertible la siguiente : Para juzgar si han des- 
aparecido ó no los poderes constitucionales Legislativo y Eje- 
cutivo de un Estado^ el Senada no puede calificar las elec- 
ciones de aqueUos. De lo que legítimamente se infiere que, 
aun cuando se diga que los poderes que funcionan en un 
Estado han violado el sufragio popular, el Senado debe 
respetar su elección, y no entrometerse á calificarla para 
declarar que han desaparecido. 

¿Cuándo, entonces, se considerará que han desapare- 
cid(^ estos poderes para que el Senado pueda usar de la 
facultad de reorganizar á un Estado? 

No es posible prever la infinita variedad de casos que 
podrían presentarse; pero todos, ó casi todos, para no 
aventurar una proposición absoluta en materia tan de- 
licada, siguiendo con atención la mente de los legisla- 
dores, pueden comprenderse en dos reglas generales: 
1? Cuando de hecho dejen de existir á la vez el Ejecu- 
tivo y Legislativo de un Estado, y su Constitución no 
prevea el modo de remediar esta acefalía; porque si lo 
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prevé, y el Estado puede reorganizarse por sí mismo, cla- 
ro es que el Senado no tiene que usar de su facultad, que 
es eminentemente supletoria. 

A esta eventualidad pueden referirse los supuestos po- 
sibles, aunque poco verosímiles, de que con tanta fre- 
cuencia usaron los oradores en la discusión: muerte vio- 
lenta, incendio, terremoto, peste, etc También 

puede comprenderse en ella la erección de un nuevo Es- 
tado, y el caso en que á consecuencia de una guerra na- 
cional desaparezca de hecho su forma de gobierno, como 
aconteció no ha muchos años en la guerra de interven- 
ción, á cuyo término tuvieron que reorganizarse casi to- 
dos los Estados. 

La segunda regla que podia señalarse, es la de que aun 
cuando de hecho existan los poderes Legislativo y Eje- 
cutivo de un Estado, quebranten sus deberes constitu- 
cionales para con la Federación en términos que supongan 
un rompimiento del lazo federal: tal seria el caso en que 
el Estado se diera en su Constitución una forma de go- 
bierno que esté en pugna en su esencia con la mandada 
observar por nuestra Carta política, ó trate de erigirse 
en nación independiente. 

El evento de usurpación de poderes en un Estado, 
merece un estudio más detenido, porque no tienen siem- 
pre el mismo fundamento los remedios que la Constitu- 
ción opone á este grave mal. . 

Desde luego tendremos que colocamos en una de es- 
tas dos hipótesis: ó la usurpación se ha consumado de 
hecho con conocimiento y consentimiento de los pode- 
res del Estado, ó no, sino que ha habido de parte de ellos 
reprobación y resistencia. En el primer caso, ó se ha vio- 
lado abierta y descaradamente la Constitución del Esta- 
do en puntos esenciales á la forma de gobierno que debe 
adoptar (democrático, representativo popular), ó se han 
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cometido de hecho fraudes, pero respetando las formas 
constitucionales. 

Para explicarnos mejor, vamos á proponer algunos ca- 
sos en que tengan lugar estas hipótesis, manifestando á 
la vez el remedio constitucional que pueden tener. 

Primer caso. — Funcionando los poderes legítimos en 
perfecta armonía, un sublevado logra destruirlos y usur- 
pa su lugar. El remedio constitucional se encuentra en- 
tonces en el art 116. Los poderes del Estado tendrán 
el derecho de solicitar la protección federal, y los pode- 
res de la Union el deber de impartírsela hasta restable- 
cer el orden constitucional. 

Segundo caso. — No existe armonía entre los poderes 
del Estado, y uno de ellos, el Ejecutivo, por ejemplo, 
está en pugna con el Legislativo, y como aquel tiene el 
poder de la fuerza, de hecho, contra la Constitución del 
Estado, se erige en dictador. El remedio constitucional 
estaría en este caso en la aplicación de la frac. 6?^ de la 
letra B del art. 72 de la Constitución, que faculta al Se- 
nado para resolver las cuestiones políticas que surjan en- 
tre los poderes de un Estado, y en el presente caso no 
podría menos de haber surgido ima cuestión eminente- 
mente política. 

Tercer caso. — Funcionan los poderes del Estado en 
perfecta armonía, pero en su re'hovacion dan lo que se 
llama un golpe de Estado, violando abiertamente no solo 
la esencia de un gobierno democrático, representativo 
popular al que debe amoldarse la Constitución particu- 
lar del Estado, sino aun las formas mismas que esta pres- 
criba para la renovación d« poderes. La Legislatura, por 
ejemplo, expide un decreto prorogando por toda la vida 
el encargo del actual gobernador. En este caso, aquella 
entidad federativa se ha colocado fuera de la Constitu- 
ción, ha roto el pacto federal, gobernándose á su antojo; 
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y sea ó no consentida por los ciudadanos del Estado se- 
mejante conducta, la Federación tendrá que obligarlo al 
cumplimiento de su deber; pero esto no simplemente 
porque los poderes del Estado hayan violado su Cons- 
titución particular, sino porque al hacerlo han descono- 
cido también sus obligaciones para con la Federación. 
Esta eventualidad es enteramente análoga á la en que 
el Estado aceptara en su Constitución una forma monár- 
quica, porque aceptó un decreto que sustancialmente se 
opone á la Carta federal. 

Cuarto caso. — En la renovación de poderes se cometen 
fraudes electorales, pero se respetan las formas prescri- 
tas por la Constitución particular del Estado. La histo- 
ria contemporánea nos trae á la memoria un caso espe- 
cial, ^1 que es enteramente aplicable nuestro ejemplo. 
Restaurada la República en 1868, á consecuencia de la 
malhadada convocatoria del Sr. Lerdo, que no quiso ob- 
sequiar el Sr. León Guzman, Gobernador de Guanajua- 
to, fué este funcionario desconocido por los poderes de 
la Union, se hicieron nuevas elecciones, y en ellas el ge- 
neral Antillon cometió todo género de excesos y se hizo 
elegir gobernador, mas respetando las formas prescritas 
. por la Constitución del Estado. Este caso sí no tiene 
remedio en la Constitución federal, y no lo puede tener, 
como no lo tuvo entonces, porque entra de lleno en el 
dominio del régimen interior de los Estados. Por esta úl- 
tima razón los diputados del 79 Congreso constitucional 
exceptuaron de la comprensión de la frac. V que exami- 
namos, el caso en que el Senado tuviera que calificar la 
validez de las elecciones verificadas en un Estado. 

Esto no quiere decir que santifiquemos la usurpación, 
que aceptemos como inocente ó laudable la violación del 
sufragio popular, único acto en que el pueblo ejercita di- 
rectamente su soberanía; sino que reconocemos un lími- 
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te á la acción de los funcionarios federales, como los re- 
conocemos en la esfera de todo poder. ¿Se aplaude á la 
injusticia cuando se reconoce la firmeza y el valor legal 
de una ejecutoria inicua? Destruyendo la diAásion é in- 
dependencia de los tres poderes, ¿daremos al Ejecutivo ó 
Legislativo la facultad de revisar los fallos de la Corte, 
cuando el desairado en sus pretensiones los califica de 
injustos y atentatorios? 

Por otra parte, ni por un solo momento concedemos 
que los poderes que funcionan en el Estado de Guana- 
juato hayan violado las leyes electorales, ni en su esen- 
cia ni en su forma, y tendremos más adelante la satisfac- 
ción de comprobar lo contrario con documentos irrefra- 
gables. 

La conclusión que hemos llegado á obtener, que pro- 
piamente hablando no es más que la comprobación del 
pensamiento de los autores del texto constitucional, no 
debe parecer extraña á todo aquel qiíe haya estudiado 
las bases de nuestro sistema político, la autoridad de las 
decisiones de los colegios electorales en una forma de- 
mocrática de gobierno, y la independencia de los Esta- 
dos en todo lo concerniente á su régimen interior. 

Es sensible al tratar estas cuestiones, tener que hacer 
previamente una profesión de fe. 

Ya no se puede ni hacer mención de la soberanía de 
los Estados, sin que al punto no se suscite todo género 
de temores; luego se cree que quiere asimilárseles á na- 
ciones independientes, sin más relaciones entre sí que las 
prescritas en el derecho internacional; luego se cree que 
se intenta excitar el amor propio de las localidades para 
inculcarles un sentimiento anárquico que rompa todo 
vínculo con la Federación, y prevenidos ya con tan exa- 
geradas ideas, se sefiala á los defensores de los Estados 
como audaces propagadores de doctrinas disolventes. 
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Nosotros no creemos, ni podremos nunca sostener, que 
los Estados sean absolutamente libres é independientes; 
están muy lejos de llegar á los límites de la soberanía 
en la más amplia extensión de esta palabra; pero dentro 
de los puntos generales que conforme á nuestras ideas 
limitan su esfera de acción, está comprendida la irrevi- 
sion de sus actos electorales, y para no exponer aislada- 
mente este punto en que es notoria su independencia, va- 
mos á explicar en breves términos los límites que encier- 
ran á la soJ)eranía de los Estados. 

La sección 1? del tít 29 de la ley fundamental que trata 
de la soberanía nacional y de la forma de gobierno, re- 
conoce en el artículo 39 que la primera reside esencial y 
originariamente en él puébloj el que en todo tiempo tiene el 
inalienable derecho de alterar ó modificar su forma de góbier- 
no. Evidentemente aquel solemne reconocimiento y la 
declaración que es su consecuencia, de la inalienable fa- 
cultad de constituirse á su arbitrio, se refieren al pueblo 
mexicano considerado en su conjunto, como formando 
una nacionalidad independiente y soberana. Nadie ha 
puesto en duda la libertad en que se encuentra la Repú- 
blica de amoldar su existencia política á una forma dis- 
tinta de la que ha adoptado. Mas el art. 39 de Ja Cons- 
titución no se limita á reconocer la soberanía del pueblo 
mexicano respecto de las demás naciones, sino que es- 
tablece el mismo principio respecto de su vida interior, 
cuando después de haber declarado que la soberanía na- 
cional reside esencial y originariamente en el pueblo, 
añade: «que todo poder público dimana de él y se ins- 
«tituye para su beneficio.» 

¿Cómo ejerce el pueblo esta soberanía, considerada 
bajo su doble aspecto? No puede ejercerla sino en con- 
formidad con la forma de gobierno elegida, que es la de 
República representativa, democrática, federal, com- 
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puesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente 

á su régimen interior; pero unidos en una federación 

(art. 40), ó lo que es lo mismo, la ejerce por medio de 
los poderes federales en los casos de su competencia, y 
por el de los Estados en lo que toca á su régimen inte- 
rior, según sus respectivas constituciores, la general de 
la Union y las particulares de los Estados. 

Reconocida la sobei'anía exterior é interior del pue- 
blo mexicano (permítasenos estas frases), por los arts. 
40 y 41, su ejercicio presenta, según se infieles de lo an- 
tes dicho, este triple aspecto. Ejerce la soberanía exte- 
rior, única y exclusivamente por medio de los poderes 
de la Union, que son los que representan su autonomía 
nacional; y ejerce la interior, tanto por medio de estos 
últimos poderes como por los de los Estados, siendo en 
este punto más amplias las facultades de estos. Así pues, 
ni los poderes de la Union ni los de los Estados absorben 
la representación de una soberanía completa. Todas las 
autoridades, cualesquiera que ellas sean, en la división 
y escala gerárquica de la administración pública, sola- 
mente pueden lo que la ley les permite, quedando á la 
voluntad del pueblo la subsistencia de la ley misína, pues 
puede derogarla ó modificarla á«u arbitrio, aunque res- 
petando, para hacerlo, las fórmulas, á que espontánea- 
mente ha querido sujetarse. Por este motivo siempre se 
ha considerado á los poderes legislativos (aun cuando' 
también* solo puedan hacer lo que la ley les permite) 
como los representantes más directos de la soberanía 
popular. 

Además de esta limitación, debe reconocerse desde 
luego en la Constitución de 1857 un límite común y ab- 
soluto á la autoridad de todo poder, tanto de la Fede- 
ración como de los Estados, y este es el que establecen 
los derechos del hombre, á los que posteriormente se han 
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añadido los puntos capitales de la reforma: « Todas las 
<L leyes y todas las autoridades del país, deben respetar y sos- 
« tener ifis garantías que ^otorga la presente Constitución » 
(art. 19). No podría con palabras más claras y termi- 
nantes consignarse el límite absoluto de todo poder. 

Entre los del centro y las partes integrantes de la 
Federación, pueden señalarse los siguientes límites: 

Tienen el deber los primeros de amoldarse á una for- 
ma de gobierno representativa y democrática, ^org^wej^e 
voluntad del pueblo mexicano constituirse en una Eepúbli- 
ca federal que tuviera aquellos caracteres, bajo la forma 
detallada en la Constitución de 1857. En consecuencia, 
los Estados que componen la Union nada pueden legí- 
timamente hacer que impida el cumplimiento de aquella 
obligación, teniendo, por otra parte, el más inconcuso 
derecho para exigirlo. 13¿ aquí, pues, -un doble límite 
bien determinado: ni los poderes de la Union podrán 
cambiar la forma de Gobierno, ni los Estados impedir 
que aquella se observe. 

Igualmente los Estados están obligados á constituir- 
se en una forma de gobierno republicano, representativo 
popular (art. 109), y esto á su vez limita á los poderes 
de la Federación en el sentido de que nada legalmente 
pueden hacer que impida á los Estados el cumplimiento 
de esta obligación; pero esta es más general: los Esta- 
dos son libres para escoger los detalles de la forma de 
su gobierno, siempre que en la esencia observen los prin- 
cipios fundamentales de un sistema republicano, repre- 
sentativo, popular, y que no contravengan en manera al- 
guna los principios establecidos en la Carta política (ar- 
tículosáO, 41 y 109). Una Constitución hecha libremente 
sobre estas bases por los Estados, debe ser respetada por 
los Poderes federales. Hé aquí otro doble límite para los 
Estados y la Federación. 
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Como está detallada en la Constitución de 1857 la 
forma del gobierno federal, están asimismo determinadas 
de una manera expresa las facultades dé cada uno de sus 
poderes j y especialmente prevenido que las que así no estu- 
vieren consignadas se' entienden reservadas á los Estados 
(art. 117). De aquí otra doble limitación: los Estados 
tendrán que respetar las facultades que expresamente con- 
cedieron al Poder del centro, y este á su vez tendrá que 
abstenerse de toda facultad que no sea expresa^ recono- 
ciendo la libertad del régimen interior de los Estados. 

De todo lo antes expuesto, rectamente se infiere, que 
en el ejercicio de la soberanía interior, la independencia 
de los Estados es la regla, y su sujeción al centro cons- 
tituye la excepción, excepción que debe fundarse siem- 
pre en texto expreso. 

El más celoso'defensor de les poderes federales tendrá 
que convenir forzosamente en esta verdad, si no quiere 
negar abiertamente los textos constitucionales que nos 
han servido de premisas. 

Como se ha visto, no nos empeñamos de una manera 
imprudente en exaltar la soberanía de los Estados hasta 
un grado imposible para la subsistencia de la Federa- 
ción, y que á este respecto, comprendemos el lugar que 
ocupan en nuestro modo de ser político; pero dentro de 
este círculo, en su régimen interior, preciso es recono- 
cer su soberanía, no propia ciertamente de las autorida- 
des de los Estados, sino del pueblo que por medio de 
ellas la ejerce. 

Ya se comprenderá fácilmente por qué la fracción V, 
letra B del art. 72 de la Constitución, respetó los actos 
electorales de los Estados y detuvo ante ellos la acción 
del Senado. No podia menos de respetarlos, pues que 
constituyendo la expresión manifiesta de la soberanía 
popular, son necesariamente iirevisables. 
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«Los actos electorales son actos de soberanía, son el 
«ejercicio que el pueblo hace de su facultad soberana 
«de nombrar á los funcionarios á quienes inviste del 
«poder público. ¿Y es la autoridad soberana que emana 
«del pueblo la que se ha de erigir en censor del pueblo? 
«¿El funcionario ha de avasallar al soberano? . . . No; 
«la soberanía del pueblo no nace, no procede del Códi- 
«go político; est§, el Código político, es el que procede 
« de la soberanía del pueblo ; en ella tiene su origen, y de 
« ella toma su fuerza; pero subsiste, ó no subsiste, se cam- 
«bia ó desaparece á la sola voluntad del pueblo. La so- 
«beranía del pueblo y la soberanía del hombre son pre- 
« existentes á todo Código político, y subsisten después 
«que este haya desaparecido, porque tiene un origen 
«más seguro, más elevado que el de cualquier código po- 
«lítico. ¿Me será lícito un recuerdo del tiempo en que se 
«formaba el proyecto de Constitución por la Comisión 
«nombrada para este objeto, y á la cual tuve la honra 

«de pertenecer? El ilustre Ponciano Arriaga esta- 

«blecia los principios que vengo indicando. Sentíamos 
«todos los miembros de esa Comisión una convicción 
«perfecta de la soberanía del hombre, de la soberanía 
«del pueblo; nos animaba una fe profunda. ¿Pero si el 
«pueblo, decia Arriaga, buscando como era debido los 
« inconvenientes, los argumentos contrarios á la doctrina para 
a juzgar de la verdad de esta; pero si el pueblo elige diputa- 
ndo á un ciudadano suspenso en el ejercicio de sus derechos 
npor sentencia judicial ? 

a En este caso, el Congreso, al calificar esta elección, de- 
dberá desecharlo. ¿ Y si la admite f Quedará perfectamente 
(¡.electo el diputado^ y juzgaremos que para este efecto elpue- 
nhlo,- haciendo teso de su soberanía, ha concedido una especie 
a de indulto que debe ser obedecido y cumplido. Tanta así 
« era la creencia en la soberanía del pueblo, que animaba á 
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« la Comisión de Constititcioíi y á los legisladores constüu- 
ayentes. ¡Cómo ha de creerse que en ningún caso pierde 
«el pueblo su soberanía! ¡Cómo há de creerse que se 
« imtituye un poder para que revise^ califique y anule los ac- 
atos únicos en que ejerce el pueblo su soberanía! 

«Alguna ha de ser la última palabra, la decisión irre- 
(( vocable en los actos electorales, y esta decisión corres- 
aponde á los Estados^ por lo que toca á su régimen interior^ 
asi es verdad que son soberanos.y> 

Hé aquí cómo discurría sobre el particular el Sr. Cas- 
tillo Velasco, digno miembro de la Comisión de Consti- 
tución, cuya circunstancia da más autoridad á sus pa- 
labras. Y no es por fortuna el único que sostiene esta 
doctrina; todos nuestros constitucionalistas están de 
acuerdo con ella. 

Encargándose del mismo punto el Sr. Riva Palacio, 
se expresa así: 

« Las elecciones de un Estado son el acto más solem- 
«ne de su soberanía; y esta soberanía, por el hecho de 
«serlo, no podia consentir, sin perder su esencia, que 
« cuanto en ejercicio de sus facultades hiciera, estuviese 
« sujeto al examen y decisión de un poder extraño al JEs- 
« tado, y tan extraño^ como es el de los funcionarios de la Fe- 
aderacionj en el régimen interior de los Estados.r> 

Multitud de respetables autoridades podríamos toda- ' 
vía aducir en comprobación de nuestro aserto; pero da- 
remos término á estas trascripciones, consignando aquí 
un considerando del célebre fallo de la Corte de Justicia, 
de 1874, que desconoció la soberanía de los Estados, y 
recordando una decisión muy reciente del Senado mis- 
mo, que aun no debe haberse puesto en olvido. Dice así 
el considerando de la sentencia: 

« 4? Que por otra parte, es de la esencia misma del sis- 
« tema de gobierno, por interés de la libertad electoral^ el 
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d que los colegios electores superiores califiquen la elección 
« de stcs miembros y el que estas calificaciones sean irrevisdbleSj 
my el que lo asi hecho quede definitivamente legitimado.y> 

No puede darse declaración más explícita y terminan- 
te, y esto en boca de los mismos magistrados que, con 
su fallo atentatorio, habian de calificar la legitimidad de 
un gobernador. Para explicar esta aparente contradic- 
ción, cumple á nuestro deber manifestar que la Corte se 
creyó con derecho para calificar la legitimidad del go- 
bernador de Morelos, no por el vicio que se le objetaba 
de no haber obtenido los dos tercios de votos del Estado, 
« por no pertenecer esto á la esencia del sistema, sino pro- 
pio del Estado y de su exclusiva respo7tsahilidad,y> sino por- 
que á su juicio, se infringió la Constitución particular del 
mismo, en punto que atañe á la esencia del gobierno, 
mandada observar por nuestra Carta política. 

La decisión á que antes nos referíamos es la siguiente: 

En las elecciones para Senadores al Congreso de la 
Union verificadas en el Estado de Hidalgo, en el año de 
1878, «la Legislatura de este, al hacer el cómputo de los 
« votos emitidos, excluyó los que favorecieron al Sr. D. 3fa- 
(Lnuel Ayala, y como consecuencia forzosa de esta exclu- 
ye sion, declaró que no hubo en el Estado elección de Senador 
tapropietario, no obstante que no pudo caber duda alguna so- 
« bre que el Sr. Ayala fué designado por el sufragio popular 
ampara representar al Estado en la Cámara federal)^ 

Pues bien, la Comisión de poderes del Senado, no obs- 
tante que su misión era dictaminar sobre la validez de 
las elecciones de senadores del Estado de Hidalgo, des- 
pués de hacer la relación anterior, anadia: «No creemos 
«necesario calificar aquí el procedimiento de la Legis- 
«latura de Hidalgo; pero en el supuesto de que haya 
«obrado mal y de que la computación que practicó sea con- 
« traria á la ley^ ¿tiene el Senado la facultad de ordenarle 
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«que rectifique sus actos, prescindiendo de sus opinio- 
«nes manifestadas en determinado sentido?» 

Esta cuestión la resolvió negativamente, entre otras 
razones, a porque los actos de los Colegios electorales 
<í son írrevisables, porque bueno ó malo, el ejercicio del 
« derecho electoral es irreparable aun de parte de los elec- 
«tores que infringieron la ley.» 

En consecuencia, concluía proponiendo que, contra la 
verdad de los hechos, se declarai-a que no hubo elección 
de Senadores en el Estado de Hidalgo, y fué aprobada 
esta proposición.- 

Ahora bien ; si aun teniendo facultad constitucional 
expresa la Cámara de Senadores para calificar las elec- 
ciones de sus miembros, ha reconocido que no está en 
su poder calificar las declaraciones de las Legislaturas 
respecto de las mismas elecciones, ¿será posible admitir 
que la tenga para calificar la legitimidad de una Legis- 
latura ó de un Gobernador en cuyas elecciones no le da 
la ley electoral participio alguno? 

Si nuestra memoria no nos es infiel, el único de nues- 
tros hombres de Estado, ó por lo menos el único digno 
de mención, que ha sostenido que las declaraciones de 
los Colegios electorales podrían alguna vez ser revisa- 
bles, ha sido el Sr. Iglesias en su opúsculo antes citado; 
y sin quitar la fuerza á sus argumentos, haremos un ex- 
tracto de los que no tengan una aplicación especial al 
recurso de amparo,^ remitiendo al lector que deseare ma- 
yores ampliaciones, á la referida obra. Por este breve ex- 
tracto se vendrá en conocimiento de que siendo el Sr. 
Iglesias quien con mejor éxito ha sostenido la revisión 
de los actos electorales, sin embargo, solamente la ad- 
mite en el único caso en que las elecciones se hubieren 

1 Véase al fin el documento núm. 1. 

2 Asunto que se propuso el autor al examinar las facultades de la Corte. 
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hecho con violación manifiesta de la Constitución del 
Estado. 

Después de lamentar en frases elocuentes el decai- 
miento en la práctica de nuestras instituciones, se preo- 
cupa profundamente del resultado funestísimo á que se 
llegaría con la supresión de toda traba respecto de las 
decisiones de los Colegios electorales, poniéndose en los 
casos extremos del mayor abuso, hasta suponer que el 
Congreso de la Union declarase que era Presidente de 
la República el que no obtuvo ningún votO) contra el que 
fué honrado con diez mil, ó que un nifío debia ocupar 
tan elevado asiento. Hace entonces las reflexiones con- 
siguientes á estos exagerados supuestos, y en seguida 
comienza « á hacer el examen del punto relativo á fijar 
«si son en efecto de tal manera decisivas las declaracio- 
«nes de los Colegios electorales de los Estados, por mu- 
« chos que sean los atentados que hayan cometido, que 
«no exista autoridad alguna á la que corresponda, por 
«ningún motivo ni bajo ningún aspecto, sujetarlas á re- 
« visión; » y para esto, cree conveniente marcar dos dis- 
tinciones: 

La primera consiste en la ampliación de esta idea: «se- 
«ria anárquico y disolvente el principio de que cada hijo 
«de vecino estuviese autorizado para resolver por sí y 
«ante sí, si son ó no competentes (entiéndase legítimas) 
«las autoridades que funcionaran donde él vive; pero los 
«poderes federales sí pueden hacerlo en determinadas 
« circunstancias. » 

La segunda distinción estriba en lo siguiente: «Las 
«declaraciones de los Colegios electorales deben esti- 
«marse como decisivas, respecto de los vicios de que pue- 
«dan adolecer los electos, con excepción solamente de 
«los que importen un delito de los que llamaré de lesa 
«Constitución.» 
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Demuestra este último aserto diciendo que « confor- 
me al art. 109, los Estados deben adoptar para su régi- 
men interior la forma de gobierno republicano, repre- 
sentativo popular, bastando la infracción de uno de estos 
requisitos, y con mayor razón la de dos, y con mayor ra- 
zón la de los tres, para justificar la intervención de quien 
esté competentemente autorizado, á fin de aplicar el cor- 
respondiente remedio.» 

Permítasenos, antes de pasar adelante, una adverten- 
cia. Si mal no liemos comprendido, los términos de la 
distinción reducida á proposiciones, son los siguientes: 
1?, son decisivas las declaraciones de- los colegios elec- 
torales respecto de los vicios de que puedan adolecer los 
electos (regla general): 2?, no lo son, cuando estos vi- 
cios importen un delito de lesa Constitución (excepción 
de la regla). Para fundar la verdad de esta excepción, se 
aduce el art. 109; pero este artículo solo dispone que los 
Estados deben adoptar un gobierno republicano, repre- 
sentativo, popular, de manera que si alguno se consti- 
tuye en monarquía electiva, violaría la Constitución. Es- 
ta es una verdad que se cae de su peso, pero también no 
es menos cierto que en el caso supuesto, ni el Congre- 
so, ni el Ejecutivo, ni la Corte, tendrían que calificar la 
validez de las elecciones del monarca, sino que descono- 
cerían los tres poderes al Estado que se habia sustraído 
á la obediencia del pacto federal, lo reduciría al orden 
el competente para ello, en seguida el Senado y el Eje- 
cutivo lo reorganizarían, y para nada de esto es necesa- 
ría la calificación de actos electorales. No es procedente, 
por lo mismo, el argumento tomado del art. 109, al me- 
nos como se propone por su autor, para demostrar la 
verdad de la segunda proposición. No lo creyó así el 
Sr. Iglesias, pues no ve cómo los príncipios que deja ex- 
puestos se pudieran desechar, y en seguida se hace cargo 



Digiti 



zedby Google 



63 

del argumento que podría hacérsele, tomado del art. 41 
que declara que el pueblo mexicano ejerce su soberanía 
por lo que toca al régimen interior de los Estados j en los tér- 
minos establecidos en sus constituciones particulares. Para 
hacer el análisis de este argumento, supone dos eventua- 
lidades: Primera, la de que la Constitución del Estado 
conti'aviniei-a al Código fundamental (caso antes exami- 
nado en la 2? anterior proposición), y segunda, la de 
que no contraviniendo en nada la Constitución particu- 
lar de un Estado á las estipulaciones del pacto federal, 
se faltare por sus poderes á la obligación que tienen de 
que por su medio ejerza el pueblo la soberanía que le 
compete, en los términos respectivamente establecidos 
por la Constitución federal j por la particular del Esta- 
do. «Nunca seria más patente tal infracción, que en todo 
lo relativo á los actos electorales, que son, sin disputa, 
los que de preferencia comprende el art. 41 de la Cons- 
titución, puesto que en ellos es en los que ejerce única- 
mente el pueblo su soberanía de una manera directa, y 
puesto que en ellos también es más importante que esa 
soberanía se ejerza en los Estados conforme á lo estable- 
cido en sus constituíiiones particulares.» 

«Ya con los antecedentes relacionados se puede pre- 
sentar en forma el argumento resolutivo de la cuestión 
que se viene dilucidando. Por más que un Estado sea 
soberano, si su Legislatura, erigida en colegio electoral, 
hace declaraciones que estén en pugna abierta con los 
preceptos de la Constitución particular del Estado, tales 
declaraciones no son válidas, porque pierde el pueblo su 
soberanía cuando no la ejerce en los términos estable- 
cidos por el Código político que se ha dado, infringién- 
dose así el art. 41 de la Constitución federal, y poniéndo- 
se á los poderes de la Union en la necesidad de ejercitar 
el derecho que les confiere el art. 109, para restablecer 
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en el Estado la forma violada de gobierno republicano, 
representativo popular.»* 

Resulta de todo lo expuesto, que el punto más avan- 
zado que llegó á sostener el Sr. Iglesias respecto de la re- 
visión de actos electorales y el único caso en que admite 
esta revisión, es el siguiente: ce cuando las declaraciones he- 
id chas por una legislatura, erigida en colegio electoral, están 
« en pugna abierta con los preceptos de la constitución par- 
ta ticular de un Estado. y> 

No estamos conformes en admitir ni aun este único 
caso de revisión. 

Cierto es que los actos electorales son los en que el 
pueblo ejerce únicamente su soberanía de una manera 
directa, y es una verdad inconcusa que importa mucho 
que esa soberanía se ejerza en el Estado en los términos 
establecidos por su Constitución particular; pero de es- 
tas premisas ¿puede inferirse rectamente que los poderes 
federales tengan la facultad de calificar si la soberanía 
ejercida por el pueblo en un Estado se ejerció ó no en 
los términos de su Constitución particular? 

De ninguna manera; de ellas se infiere diamentralmen- 
te lo contrario. En efecto, un acto de voluntad soberana 
sujeto á revisión, es un contrasentido, no es un acto de 



1 tEstudio constitucional sobre facultades de la Corte de Justicia, por el 
C. José María Iglesias.» México, 1874, págs. 19 á 30. Consideramos al Sr. Igle- 
sias como uno de nuestros mejores publicistas, y al impugnar sus razonamien- 
tos, no abrigamos la presunción de creer que podemos colocarnos á su altura 
en la ciencia del Derecho constitucional. Respetamos su saber, pero esto no 
obstante, conservamos la libertad de nuestro juicio, y creemos sinceramente 
que al tratar de la revisión de los actos electorales de los Estados, ha pade- 
cido una grave equivocación. Al hacer el breve extracto de sus argumentos, 
hemos procurado la mayor fidelidad, tomando solo aquellos que directamente 
so refieren á la cuestión que examinamos; pero quien quisiere leer una refu- 
tación completa y á nuestro juicio victoriosa de su opúsculo, puede consultar 
el voto del Sr. Vallar ta en el amparo promovido por el C. Lie. León Gnzman 
contra un veredicto de la Legislatura de Puebla. «Cuestiones constituciona- 
les,» pág. 120. 
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voluntad soberana: la expresión de la soberanía se tras- 
ladará entonces á la autoridad revisosa, y si esta no ejer- 
ce su facultad soberana debidamente, tendremos que acu- 
dir á otra autoridad más soberana todavía, que corrija el 
mal, y así sucesivamente hasta lo infinito. ¿Se dará ma- 
yor dislate que admitir autoridades soberanas en diver- 
sos grados? ¿No es absurdo tener que recurrir á la es- 
cala de Jacob para resolver definitivamente una cuestión 
electoral? 

Por otra parte, si la soberanía en un Estado la ejerce 
el pueblo en los términos de su constitución particular, 
esta misma constitución y las leyes que de ella se deriven 
sefán las que establezcan la forma y medios de prevenir 
los abusos electorales, de castigar á sus autores después 
de cometidos, y de remediar los males que hubieren cau- 
sado; y los jueces encargados de la aplicación de esta ley, 
no pueden ser otros que las autoridades particulares de 
los Estados, porque todo esto cabe en la esfera de su ré- 
gimen interior, en la cual son soberanos é independien- 
tes, porque en este punto no se han sometido exjpr esa- 
mente á la resolución de las autoridades federales. 

No queremos terminar esta materia sin invocar en nues- 
tro apoyo la muy respetable autoridad del Sr. Vallarta. 

«El art. 41, dice el actual Presidente de la Corte, es 
¿aun menos á propósito para obtener este resultado (de 
«que el poder judicial yecíeraZ califique la legitimidad de 
«las autoridades locales). El, lejos denegar, establece 
«la soberanía local; él marca dos órbitas dentro de las 
« que deben girar las dos soberanías que proclama, la fe- 
«deral y la local; órbitas perfectamente independientes; 
«él, lejos de autorizar colisiones entre esos poderes per- 
«mitiendo que el federal entre en el régimen interior de 
«los Estados, las previene y las prohibe, mandando que 
« ese poder federal se ejerza en los casos de su competen- 
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iiciay es decir, según las atribuciones y facultades que 
^expresamente le da la Constitución federal, y ordenando 
« también que el poder de los Estados no traspase los lí- 
«mites que la misma Constitución le fijó, sino que ejerza 
(( sus atribuciones en los términos respectivamente estable- 
c( cidos por esa Constitución y las particulares de los Estados, 
«los que no pueden autorizar la invasión del poder local 
« en la órbita federal. Y siendo esto cierto, como creo que 
(do es, el art. 41 no solo no autoriza la teoría que com- 
«bato, sino que prohibe al poder judicial federal inves- 
« tigar la legitimidad de una autoridad local, porque esta 
«investigación no es caso de su competencia; supuesto 
« que para ello no tiene facultad expresa, condición esen- 
« cial según el art. 117, para que el poder fedei'al pueda 
«hacer algo que restrinja la soberanía de los Estados.» 

Los argumentos tomados de los abusos, y son los más, 
nada prueban, porque de todo se puede abusar, y cuan- 
do exista un abuso y no haya remedio legal para repri- 
mirlo, no estamos autorizados para inventarlo. 

Los funcionarios de los Estados pueden abusar de sus 
facultades en el régimen interior de los mismos, en cuya 
esfera la Constitución garantiza á las entidades federa- 
les su soberanía é independencia. Estos abusos pueden 
consistir en actos electorales; luego ¿por esto el Senado 
debe intervenir poniendo un remedio al mal? Evidente- 
mente no; las razones tomadas del abuso para dar al Se- 
nado facultades que no tiene, no son procedentes, por- 
que ¿quién nos asegura que el Senado no abusaría? 
¿Es acaso infalible? ¿Estará siempre exento de toda 
influencia y pasión políticas? Pues si está en las condi- 
ciones de todo poder humano^ si es falible y está expues- 
to á sufrir, aun de buena fe, influencias perniciosas, ¿no 
es verdad que podrá abusar de sus facultades, y que en el 
caso que nos ocupa, la posibilidad del abuso seria de la 



Digiti 



zedby Google 



67 

mayor trascendencia, puesto que amenazaría la existen- 
cia de los poderes locales en toda )a Federación? 

A este trillado argumento tomado del abuso, está ín- 
timamente ligado otro que se hace valer con exageradas 
aparíencias, ftmdado en el absurdo. Seria absurdo, se 
dice, que en los casos de usurpación de poder, la Fede- 
ración permaneciera indiferente ante semejante atenta- 
do, y no hubiera en nuestro Código político un remedio 
pacífico y legal «para evitar que los pueblos se vean 
« en el duro caso de tomar las armas en defensa de sus 
«instituciones violadas y de sus derechos atropellados.» 
Dos respuestas podremos dar á este argumento: en pri- 
mer lugar, no sostenemos que en todos los casos de usur- 
pación, la Constitución de 1857 no suministre un reme- 
dio legal. De cuatro casos generales que hemos referido 
antes, en tres cabe un remedio constitucional, y en el 
cuarto, que consiste en la usurpación, valiéndose el usur- 
pador de fraudes electorales, pero respetando las fórmu- 
las establecidas en la Constitución y leyes del Estado, 
como aconteció el año de 1867 cuando el general Anti- 
Uon se hizo elegir gobernador de Guanajuato, en este 
caso, decimos, sí no hay remedio en la Constitución fe- 
deral, y si lo hubiera, el remedio seria mil veces peor 
que el mal, porque si se facultara al Senado para revi- 
sar los actos electorales de los Estados, desaparecería la 
independencia y soberanía de estos. 

La segunda respuesta es la siguiente: No es absurdo 
que los Poderes federales esperen, para intervenir en las 
cuestiones interiores de \in Estado, que medie un con- 
flicto de armas; y tan no es absurdo, que la misma Cons- 
titución expresamente así lo dispone. Es facultad del 
Senado, dice la fracción 6?, letra B del art. 72, « resolver 
las cuestiones políticas que surjan entre los poderes de 
un Estado, cuando alguno de ellos ocurra con este fin 
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al Senado, ó cuando con motivo de dichas cuestiones se 
haya interrumpido el orden constitucional iS^ mediando 
un conflicto de armas. » ^^^ 

Por lo mismo, para que el Senado pueda intervenir 
en las cuestiones que surjan entre los poderes de un Es- 
tado, sin que ninguno de estos solicite su intervención, 
deben concurrir dos circunstancias: 1?^, que se hayain»^ 
teiTumpido el orden constitucional: 2?, que medie un 
conflicto de armas. Supóngase que un gobernador des- 
conoce á la legislatura legítima ; se ha perturbado enton- 
ces evidentemente el orden constitucional; pues habrá 
que esperar que « los pueblos se vean en el duro caso de 
((tomar las armas en defensa de sus instituciones viola- 
ce das y de sus derechos atropellados», para que el Senado 
pueda intervenir oficiosamente en la cuestión. 

¿Y esto es absurdo? No, ciertamente; es por el contra- 
rio confoiine á la índole de nuestras instituciones y á los 
principios fundamentales del pacto federal, celebrado por 
Estados soberanos, que se reservaron la libertad é inde- 
pendencia en todo lo concerniente á su régimen interior. 

No es tampoco excitar á los pueblos á la guerra civil, 
el hacer patente que en algunos casos de perturbación 
en el régimen interior de los Estados, solo cuando medie 
un conflicto de armas deberán intervenir los poderes fe- 
derales. Si este cargo fuere fundado, antes que nosotros 
lo merecerían los autores de nuestro Código político; 
pero afortunadamente no lo es. En efecto, un remedio 
supone ciertamente un mal, pero no lo produce: un mé- 
dico pone en ejercicio sus conocimientos facultativos pa- 
ra combatir una enfermedad, pero no la provoca; y si el 
Senado sin ser llamado por las leyes constitutivas á in- 
tervenir en el régimen interior de los Estados, se ingi- 
riere en él oficiosamente con el pretexto de resolver una 
cuestión política, en vez de evitar un mal, lo produciría. 
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dando fundamento sólido á una justa resistencia. Feliz- 
mente estamos fuera de la previsión de este caso, porque 
no tenemos motivo alguno para desconfiar de la ilustra- 
ción y rectitud de la Cámara federal. 

Tales son hasta ahora los argumentos más fuertes de 
nuestros adversarios, y como suele suceder á los que sos- 
tienen una mala causa, han puesto en evidencia la des- 
lealtad con qué sostienen la lucha, de una manera ver- 
daderamente pueril. 

Han tomado bajo sus hombros la ímproba tarea de 
demostrar que, en el espíritu de los legisladores de 1873, 
estuvo conceder al Senado en la fracción V tantas veces 
citada, la facultad de revisar las decisiones de los Cole- 
gios electorales de los Estados: para esto manifiestan 
mucho afán en descubrir la intención de los oradores, 
creyendo encontrarla favorable á sus miras, en varios pa- 
sajes que citan, aun de los discursos mismos de los Sres. 
Robles Gil y Donde, haciéndose disimulados, como si 
pasaran sobre brasas, como si no hubieran leido en el 
Diario de los Debates (de donde han tomado ^us trascrip- 
ciones) la interpelación del primero y la respuesta del se- 
gundo, que por su importancia volvemos á reproducir. 

El C. Robles Gil. — «Suplico, pues, á la Comisión' 
que explique por lo menos, cuál es el verdadero sen- 
tido en que la fracción debe entenderse (la Y), para que, cons- 
tando en el acta esa explicación, se sepa siempre bajo qué in-- 
teligencia le da la Cámara su voto.y> 

El C. Donde. — « No puede haber sido la mente de la Co- 
amisión de ninguna manera, que el Senado califique la va- 
(Llidez ó no de las elecciones hechas por un Estado, á título 
« de que este pueda restablecer el orden constitucional en aquel 
a Estado cuando se haya interrumpido. » * 

. 1 Diario de loe Debates del 7? Congreso constitacional, tomo 1?, págs. 405 
y 406. 
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¿No es verdad que el fingido olvido de nuestros ad- 
versarios acerca de la anterior interpelación, perjudica 
en extremo su causa? * 

Mas dejemos esto á un lado y sigamos adelante. 

Si aun cuando se suponga la violación de la Consti- 
tución particular de un Pastado por sus colegios electo- 
rales, siempre que sean respetadas las formas sus deci- 
siones serian irrevisables por los poderes de la Union, con 
mayoría de razón debemos de admitir el mismo principio 
cuando se trate de infracción de las leyes electorales del 
mismo Estado. Esta proposición no admite réplica; pero 
es posible que se ponga en duda, y de hecho los enemigos 
de la Administración de Guanajuato, que invocan la in- 
tervención del Senado para destruir sus poderes y le- 
vantar la postrada candidatura del General Antillon, no 
solamente la ponen en duda, sino que naturalmente se 
apoyan como en sólido fundamento, en la opinión con- 
traria. Esto nos obliga á detenemos todavía en este pun- 
to; pero ya cansados de repetir argumentos, le dejamos 
al mismo General Antillon la honra de convencer á sus 



1 No es de extrañarse que nuestros contraríos, ocurriendo á la disensión 
de las Feformas constitncionales, pnedan citar aisladamente pasajes de algu- 
nos discursos, de los qne aparece que sus autores sosteiiian la intervención del 
Senado en el régimen interior de los Estados. Precisamente trataban de dár- 
sele estas facultades, y no hemos sostenido ni nos atreveremos ú sostener, que 
nunca, en ningún caso, el Senado debe intervenir en las cuestiones políticas 
de los Estados. La proposición que sostenemos, y que á nuestro humilde jui- 
cio no admite réplica, es la de que el Senado no está autorizado por la ñ*ac. V 
del art. 72, á revisar la legitimidad de los poderes de los Estados, para decla- 
rar en seguida que han desaparecido. 

Es por otra parte muy diguo de llamar la atención qne el Sr. Iglesias, que 
publicó su opúsculo en Abril de 1874, para nada baga mención de la frac. V 
aprobada por la Cámara cinco meses antes, lo que hace fundadamente presu- 
mir, que en su buen juicio no estimó que entre las facultades que confiere aque- 
lla fracción al Senado, cRtuviera comprendida la de revisar las decisiones de 
los colegios electorales de los Estados. T no se diga que solamente se ocupa 
en la referida obra de las facultades de la Corte, porque para fundar la exten- 
sión que á aquellas les da, se sirve de argumentos de analogía, examinando 
las facultades de los demás poderes federales. (Páginas 30 á 3'^.) 
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amigos de lo erróneo de sus ideas en principios elemen- 
tales de derecho constitucional. 

En el mes de Diciembre de 1867, el Sr. diputado Hi- 
larión Fi-itis y Soto presentó ante el Gran Jurado nacio- 
nal una acusación contra el General Florencio Antillon, 
Gobernador entonces del Estado de Guanajuato, por ha- 
ber violado el sufragio popular, con el objeto de conse- 
guir su elevación al poder. La acusación se fundaba en 
los hechos más escandalosos que pueden registrarse en- 
tre los abusos electorales, y el-acusador concluia pidien- 
do al Jurado que se sirviera hacer las siguientes decla- 
raciones: 

« 1? Es culpable D. Florencio Antillon por haber vio- 
« lado de distintas maneras la Constitución y leyes elec- 
a torales vigentes. 

« 2? Como medida de salud pública y á fin de que haya 
ala libertad necesaria para rendir todos los informes y 
«pruebas conducentes, debe ser inmediatamente relevgdo 
a del cargo de Gobernador^ conforme á las prevenciones 
«del decreto expedido por las Cortes españolas, sobre 
« responsabilidad de los funcionarios públicos. Dicho de- 
«creto es de 24 de Marzo de 1813.» 

El gobernador de Guanajuato contestó ante la auto- 
ridad judicial en los siguientes t^Tminos: «Impuesto de 
la acusación hecha en mi conti'a ante el Congreso de la 
Union por el diputado D. Hilarión Frías y Soto, encuen- 
tro desde luego que aquel cuerpo soberano no es el com- 
pétente para conocer de tal acusación, concepto que pro- 
curaré fundar á pesar del poco tiempo de que puedo 
disponer. El art. 103 de la Constitución federal hace 
responsables á los gobernadores de los Estados por in- 
fracción de la Constitución y leyes federales. Si hay 
infracción de la Constitución de 57 ó de las leyes ema- 
nadas del Poder federal, el Congreso de la Union y la 
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Suprema Corte do Justicia son los poderes competentes 
para juzgar á los gobernadores, conforme al art. 105; 
mas en donde no haya infracción de la Constitución y 
leyes federales, cesa la competencia de aquellos pode- 
res. A la luz de estos principios, que son consecuencia 
natural y lógica del régimen federal adoptado por la Na- 
ción, hay que ver la acusación del diputado Frias y Soto. 
Este me acusa: 19 de haber violado la libertad electoral 
que garantizan la Constitución y leyes vigentes; 29 de 
haber infringido estas arrogándome facultades reserva- 
das á las asambleas electorales. Hay un tercer capítulo 
de acusación, pero es igual al segundo. Como se ve, no. 
se trata de infracción de algunas de las disposiciones del 
título 59 de la Constitución federal, ó de alguna ley fe- 
deral también ; á lo menos el acusador no cita las dispo- 
siciones barrenadas, sino que usando de una fraseología 
hueca y retumbante, se refiere á las últimas elecciones 
verificadas en el Estado para la renovación de sus po- 
deres. Hé aquí la materia de la acusación; nmteria en 
que hay leyes federales y leyes de los Estados. Las pri- 
meras, de acuerdo con la Constitución, arreglan la elec- 
ción de diputados al Congreso de la Union, Presidente 
de la República, Presidente, Magistrados y Fiscal de la 
Suprema Corte de- Justicia y Procurador general de 
la Nación, y si en elecciones de esta clase se infringen 
por un gobernador la Constitución y leyes federales, no 
cabe duda en la competencia del Soberano Congreso. 
Mas no se dice que yo violé la libertad electoral en las 
elecciones para los Poderes federales, sino en las que se 
verificaron para los Poderes locales, y esto cambia ente- 
ramente la cuestión, porque ya no versa sobre infracción 
de la Constitución y leyes federales, sino de la Constitu- 
ción del Estado y de una ley electoral. En este terreno 
es en donde debe colocarse la acusación y decidirse en 
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el sentido de la incompetencia del Congreso de la Union 
y de que el acusador ocuiTa al Congreso del Estado, 
único competente en la materia. Lo contrario seria inge- 
rirse él Poder federal en cuestiones propias de los Estados j 
seria invadir la esfera de estoSy seria desconocer su indepen- 
dencia y soberanía en todo cuanto se refiere á su administra- 
eion y régimen interior. i»^ 

Nuestros raciocinios podrán ser sospechosos á nues- 
tros contrarios, pero evidentemente que los del Sr. An- 
tillon no lo serán. Mucha justicia le asistía para alegar 
en su defensa los sanos principios que alegó de derecho 
constitucional, y la mejor praeba de ello es que la sec- 
ción del Gran Jurado, desentendiéndose absolutamente 
de los hechos referidos por el acusador, sin tomar por 
lo mismo en cuenta su comprobación, fundó en aquellos 
principios un dictamen absolutorio, que fué aprobado, y 
cuya breve parte expositiva es como sigue: 

« Seftor: — La sección del Gran Jurado ha examinado 
la acusación presentada contra el C. Gobernador del Es- 
tado de Guanajuato, general Florencio Antillon, así como 
el expediente formado á causa de dicha acusación. El C. 
Antillon es acusado : 1^ por haber violado la libertad elec- 
toral que garantizan la Constitución y las leyes vigentes, 
concediéndose él mismo facultades que la misma Consti- 
tución y leyes reservaron alas asambleas electorales, por- 
que tal es la naturaleza del voto popular; y 29 por haber 
ejercido él mismo funciones que por la naturaleza y por 
las prescripciones de la Constitución y ley electoral, no 
pueden competir sino á las asambleas populares. 

1 No publicamos íntegra la acusación del Sr. Frías y Soto y la respuesta 
del general Antillon, porque ambos documentos contienen frases en extremo 
duras, cambiadas entre el acusador y el acusado, y no queremos recordar pa- 
sadas diferencias; pero si se dudare de la fidelidad de los pasajes que de una 
y otra constancia hemos trascrito, puede ocurrirse al expediente original que 
obra en el archivo de la Cámara de diputados. 

10 
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Los hechos por los que incurrió el C. Antilltii en es- 
tas responsabilidades son, según la acusación, la remo- 
ción de los prefectos de los distritos del Estado, de quie- 
nes se temia no fuesen partidarios de la candidatura de 
Antillon; la prisión de algunos electores, de quienes se 
tenia igual temor; la ocupación militar de algimas po- 
blaciones para aumentar con los votos de los soldados 
el número de los amigos del mismo C. Antillon; y final- 
mente, la expedición de dos decretos, fechas 6 de Octu- 
bre y 16 de Noviembre del año próximo pasado, por los 
que declaró que él mismo presidiera la junta de escru- 
tinio-de los votos de los diputado» electos á la Legisla-* 
tura, y cuya junta debia también declarar cuáles creden- 
ciales eran buenas ó no, y que en esta junta se tuvieron 
por el C. Antillon procedimientos en contraposición con 
la Constitución y leyes del Estado de Guanajuato. 

La sección, en cumplimiento de su deber, ha recibido 
todas las pruebas que quiso presentar la acusación, to- 
das las cuales se dirigen á demostrar los hechos que han 
dado lugar á la responsabilidad que hoy se le exige al C. 
Grobeniador constitucional del Estado deGruanajuato. 

La Constitución federal, art 103, declara que los go- 
bernadores de los Estados son responsables por infrac- 
ción de la Constitución y leyes federales, dejando por 
consiguiente á las particulares de los Estados la facul- 
tad de determinar el modo con que se les debe exigir la 
responsabilidad por la infracción de la Constitución y 
leyes particulares, y sin que el Congreso de la Unum pueda 
intervenir en estas ctcestiones, pues su intervención amena* 
zaria profundamente la independencia de estos mismos Jus- 
tados. 

La sección ha creido de su deber abstenerse de toda 
apreciación sobre el valor ó fuerza legal que puedan te- 
ner las pruebas contenidas en este expedienta, supuesto 
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que todas son dii-ígidas á probar los heclios de la acusa- 
ción: hechos sobre los que también se abstiene de formar 
juicio, porque la acusación y pruebas son evidentemente 
sobre infracciones de la Constitución y leyes particulares 
del Est^o de Guanajuato, sin que aparezca el más leve 
indicio para que se pueda declarar que ha habido alguna 
infracción de la Constitución y leyes federales. 

Por todo lo expuesto, la sección del Gran Jurado con- 
sulta al Congreso de la Union se sirva declarar en esta 
acusación, con arreglo al art. 105 de la Constitución, que : 
El C. Florencio Antillon, Gobernador constitucional del 
Estado de Guanajuato, no es culpable por violación de 
la* Constitución ni leyes federales, etc., etc.» 

¿Pensará ahora el general Antillon de otra manera? 
Si como lo creemos, profesa aun los buenos principios 
sobre la soberanía de los Estados, principios que le sir- 
vieron de escudo en su defensa, ¿por qué no ha conven- 
cido á sus amigos del error en que están? .... 

A nuestro pesar nos hemos extendido tanto, que cree- 
mos indispensable, antes de referir los términos en que 
se han llevado á cabo las últimas elecciones en el Estado 
de Guanajuato, hacer un breve resumen de los puntos 
principales que hemos tocado, dejándolos á nuestro jui- 
cio suficientemente comprobados. 

Estos son los siguientes: 

19 No habiéndose expedido aún la ley orgánica de la 
frac. V, letra B, del art. 72 de la Constitución, es cuando 
menos dudoso que el Senado puede ejercitar la facultad 
que en ella se le confiere. 

29 *Los autores del referido texto constitucional nega- 
ron al Senado, expresa y terminantemente^ la facultad de 
examinar las elecciones verificadas en un Estado, con el 
pretexto de calificar si habian desaparecido ó no sus po- 
deres constitucionales. 
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3? Semejante facultad seria atentatoria á la soberanía 
de los Estados, entendida esta en sus justos límites, y 
destruiria por completo las bases del sistema federal que 
nos rige. 

49 La Suprema Corte de Justicia ha confirmado so- 
lemnemente el principio de que son irrevisables las de- 
cisiones de los Colegios electorales de los Estados. 

5? El Senado de la República ha hecho igual decla- 
ración. 

69 La hizo también el Gran Jurado nacional con mo- 
tivo de una acusación hecha contra el general Antillon, 
en la que se imputaban á este los más graves atentados 
contra el sufragio popular en el Estado de Guanajuato. 

79 y último. Los mejores argumentos que hasta ahora 
han podido aducirse en favor de los podei'es de la Union 
para calificar las decisiones de los Colegios electorales, 
nada prueban en contra de nuestra tesis. 



Digiti 



zedby Google 



IV 



Nos queda únicamente por examinar la cuestión de he- 
cho, á saber, si la actual Legislatura del Estado de Grua- 
najuato y su digno Gobernador, deben ó no su existencia 
á la violación del sufragio público, cuestión que seria 
verdaderamente ociosa después de lo que dejamos ex- 
puesto, si no fuera nuestro objeto no solamente el estu- 
dio de un punto de derecho constitucional, sino el de 
sincerar á aquellos Poderes de los infundados cargos que 
el círculo del Sr. Antillon hace á la validez de las elec- 
ciones á que deben su origen. 

Según la Constitución del Estado, de 14 de Marzo 
de 1861, y ley electoral del mismo, de 8 de Mayo del 
propio año, las elecciones pai'a diputados á la Legisla- 
tura y Gobernador, deben hacerse en los siguientes tér- 
minos: 

Dispone el art. 56 de la referida Constitución, que la 
elección de Gobernador será directa: que el Congreso 
hará el escrutinio y declarará por una ley quién es el 
Gobernador, debiendo recaer dicho nombramiento en 
el ciudadano que hubiere obtenido la mayoría absoluta 
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de votos, ó en su defecto la relativa, y que en caso de 
empate, el Congreso nombrará, á pluralidad absoluta 
de votos, el Gobernador del Estado, eligiéndolo preci- 
samente de entre los que hubieren obtenido mayor nú- 
mero de sufragios. 

Según la ley orgánica electoral, los años en que deba 
hacerse elección de gobernador, los ayuntamientos di- 
vidirán, antes del último domingo del mes de Julio, la po- 
blación de sus respectivas demarcaciones en secciones 
numeradas progresivamente, de quinientos habitantes 
de todo sexo y edad, para que den un elector cada una. 
En seguida, los ayuntamientos comisionarán á una per- 
sona para cada una de las secciones,- á fin de que empa- 
drone á los ciudadanos que tengan derecho de votai* en 
ellas, y les expida las boletas que les hayan de servir 
de credencrales. El dia de la elección se reunirán los 
ciudadanos de cada sección en un puntó previamente 
designado, bajo la presidencia de un ciudadano nombra- 
do por el Ayuntamiento, para solo el efecto de instalar 
la mesa, que se compondrá de un presidente, dos escru- 
tadores y dos secretarios, quienes desde luego comen^ 
zarán á recibir la votación, asentando los ciudadanos al 
reversode la boletaque hayan recibido, si se tratade elec^* 
cion de gobernador, puesto qu^la elección es directa, él 
nombre de la persona á quien honren con su voto, y si 
se tratare de elegir diputados á la Legislatura, pues que 
la elección es indirecta en primer grado, el nombre de la 
persona á quien den su voto para elector. 

Concluida la elección, uno de los secretarios, en pre- 
sencia de los individuos de la mesa y de los demás ciuda- 
danos presentes, contará las boletas de la urna referente 
á la persona del gobernador, y leerá en voz alta los nom- 
bres de los electos, y al mismo tiempo los escrutadores 
llevarán la computación de votos. En seguida se exten- 
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derá por triplicado la acta de la elección. Formado en 
cada sección el espediente relativo á la elección que se 
verificó en ella, el cual debe componerse de las boletas, 
listaa de escrutinio y primera copia de las actas, se re- 
mitirá al presidente del Ayuntamiento, quien á su vez 
lo dirigirá á la Secretaría del Congreso ó de su diputación 
permanente, y erigido aquel en Colegio electoral, hará la 
computación de votos y la declaración respectiva. 

Estos sofi, en breves palabras, los términos legales en 
que deben íverificarse en el Estado de Guanajuato las 
elecciones de gobernador. 

En la sesión verificada el día 18 de Setiembre próximo 
pasado por el noveno Congreso del Estado de Guanajua- 
to, se erigió este en Colegio electoral para proceder á la 
computación delosvotos emitidos para Gobernadoryha- 
cer la correspondiente declaración. En seguida se dio lec- 
tura al dictamen de la Comisión encargada de revisar los 
expedientes electorales, la cual manifestó que después de 
haberlos examinado escnipulosamente, resultaba de ellos 
quehabian sufragado en favor del Sr.Lic. Manuel Kunoz 
Ledo noventa y seis mil setecientos noventa y ocho ciu- 
dadanos, que constituyen mayoría absoluta sobre ciento 
cincuenta y ocho mil doscientos noventa y tres, que fué 
el total de los votos emitidos en el Estado, habiendo ob- 
tenido el Sr. General Antillon cincuenta mil cuatrocien- 
tos sesenta y tres votos, diez mil ciento sesenta y tres el 
Lie. Remigio Ibañez, y resultando divididos ochocientos 
sesenta y nueve entre divei^as personas. 

La Comisión tuvo presente, al dictaminar, un ocurso 
presentado por va;rios vecinos de León, en el que solici- 
teAMDí se declarase electo Gobernador al Señor General 
Antillon, porque á juicio de los solicitantes habia obte- 
nido la mayoría de setenta y cuatro mil seiscientos setenta 
votos. Est^ cómputo, basado en datos no oficiales, aun 
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suponiéndolo cierto, en nada favorecería la candidatura 
del general Antillon, porque siendo la cifra total de vo- 
tantes la de ciento cincuenta y ocho mil doscientos no- 
venta y tres, la mayoría en esta cantidad es de setenta 
y nueve mil ciento cuarenta y ocho. 

En vista de todo esto, la Comisión concluyó propo- 
niendo el siguiente proyecto de ley: 

«Artículo único. Es Gobernador constitucional del 
Estado libre y soberano de Guanajuato en el cuatrienio 
que comienza el dia 26 del presente mes, el C. Lie. Ma- 
nuel Muñoz Ledo, por haber obtenido noventa y seis 
mil setecientos noventa y ocho votos, mayoría absolu- 
ta de ciento cincuenta y ocho mil doscientos noventa y 
ti-es emitidos en las elecciones verificadas en el Estado 
el dia 25 de Julio último. 

Sala de Comisiones del H. Congi'eso. Guanajuato, 
18 de Setiembre de 1880. — Ramos. — Robles Rocha. — 
Guerrero. » 

Discutido, como por su importancia lo merecia este 
proyecto de ley, fué aprobado por unanimidad en la se- 
sión del dia 20 del mismo mes y año. 

Las personas que quisieren examinar más detenida- 
mente el dictamen de la Comisión y la discusión que 
originó, pueden verlos en el documento adjunto bajo el 
numero 2. 

Pasemos ahora á ver cómo se verificaron las eleccio- 
nes de la Legislatura que actualmente funciona é hizo 
la declaración que hemos trascrito. 

Según los arts. 36 y 37 de la Constitución particular 
del Estado, el Congreso se compondrá de representantes 
nombrados en su totalidad cada dos años, eli^éndoM 
un diputado por cada cincuenta mil habitantes ó por una 
fracción que exceda de veinticinco mil; esta elección se- 
rá indirecta en primer grado, debiendo observarse en 
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las elecciones primarias, cuanto hemos dicho respecto de 
la elección de gobernador. Respecto de las secundarias, 
que se verifican en las Juntas electorales de partido, se 
observan sustancialmente los mismos preceptos qUe los 
que rigen para la elección de diputados al Congreso fe- 
deral, que por muy conocidos omitimos; y concluida la 
elección verificada en estos Colegios, deben remitirse los 
expedientes formados del acta y listas de escrutinio, á 
las autoridades políticas, las que á su vez los remitirán 
á la diputación permanente del Congreso, ó á este si es- 
tuviere reunido. El Congreso, ó la diputación perma- 
nente en su caso, hará el cómputo de votos emitidos ar- 
reglándose al sufragio de los electores y no al de los 
partidos ó Juntas electorales, y formará una lista de 
los individuos que hubieren obtenido votos para diputa- 
do propietario, y otra de los que los hubieren obtenido 
para suplente. 

Los diputados propietarios así nombrados, se reuni- 
rán en la capital del Estado el 1? de Setiembre, é inme- 
diatamente jse ocuparán de examinar las actas de las 
elecciones para decidir de la validez ó nulidad de ellas, 
y su resolución, funcionando la junta con el quorum le- 
gal, es de todo punto irrevocable. 

En 16 de Agosto último, la Legislatura del Estado 
hizo el cómputo de los votos emitidos para la renova- 
ción del propio poder, resultando de él que obtuvieron 
mayoría los ciudadanos que á continuación se expresan: 

Diputados propietarios. 19, Juan Ortiz Careaga; 29, Ma- 
nuel Lizardi; 39, Pantaleon Farías; 49, Atenógeneá M. 
Gruerrero; 69, Francisco Malo; 69, Luis Robles Rocha; 
79, Cecilio Estrada; 89, José Palacios; 99, Pablo Oroz- 
co; 109, Alberto Malo; 119, Manuel Rubio; 129, Fermin 
Ramos; 139, Trinidad A^irre. 

Suplentes. 19, José Grarcía Muñoz; 29, Carlos García; 

11 
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3?, Miguel J. Malo; 4?, Nicolás del Moral; 5?, Marcos Or* 
tega; 6?, Luis Quintanar; 79, Melchor Ayala; 8?, Pom- 
poso Vázquez; 99, Rafael Chavez; 109, Luis A. Pedraza; 
119, Teodosio Alvirez; 129, Joaquín López de Lara; 
139, Aurelio Ojeda. (Véase el Documento núm. 3.) 

En 6 de Setiembre, la Comisión dictaminadora nom- 
brada por la junta electoral, emitió su parecer sobre los 
expedientes relativos á laa elecciones de diputados á la 
legislatura, y tomó á la vez en consideración una solici- 
tud de varios vecinos de la capital del Estado, pidien- 
do la nulidad de aquellas, así como la de gobernador. 
De este documento aparece, que de veintiocho partidos 
electorales, solamente en ocho se han alegado vicios de 
elección, y que en los restantes no ha habido la menor 
queja: en él se analizan con excesiva minuciosidad los 
vicios que se supuso existir en las elecciones verifica- 
das en los ocho partidos de que antes hemos hecho men- 
ción; y para demostrar hasta qué punto aquellas quejas 
ó inculpaciones resultai'on ineficaces, aun suponiéndo- 
las verdaderas, nos vamos á tomar la libertad de trascri- 
bir aquí el resumen general presentado por la misma Co- 
misión. 

(í Sobre el número de electores que es, dice esta, por 
término medio, de mil ciento cuarenta y cuatro, tenemos 
protestas de casillas y de electores que confundiremos 
por expresar aquellas como resultado final, cada una un 
elector: 

En la capital.. 23 

En Irapuato 3 

Eu el Valle de Santiago 5 individaos que uo forman Reccion ; 
pero suponiendo lo más favorableálos intereses de los opo- 
sitores, los estimaremos en 1 

En San Francisco del Eincon 1 

Al frente 28 
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Del frente 28 

En Itnrbide protestaron 9 electores separatistas. .9 

En León firman 43 que se dicen electores, y suponiéndolo 

cierto, los estimaremos en 43 43 

En Silao también hubo una protesta de otro círculo político, 

que viene cubierta por las firmas de 21 electores 21 

Total 101 

c( Como se ve, y suponiendo que fueran nulos los actos 
de estos ciento un electores, tendríamos una mayoría de 
sufragantes, de mil cuarenta y tres, contra quienes nadie 
ha levantado la voz, y que forman un numero más que 
competente, para concluir que las elecciones han sido 
perfectamente válidas.» 

En esta virtud, la Comisión concluia pidiendo se de- 
clararan, como se declararon, válidas las elecciones de 
diputados verificadas en el Estado. (Documento nii- 
mero 4.) 

Seria en extremo cansado analizar punto por punto 
los documentos oficiales que comprueban la legitimi- 
dad de las elecciones de que nos ocupamos; la inserción 
de ellos entre las constancias justificatiy as del presente 
opúsculo, nos exime de este trabajo. Allí se verá, aun 
por las personas más preocupadas, que las elecciones 
habidas últimamente en nuestro Estado, lejos de presen- 
tar el carácter vicioso de una fórmula simulada, ó de 
entrañar una usurpación efectiva del poder, burlando 
en su esencia el único acto en que el pueblo ejerce su 
soberanía, denuncian por el contrario, una verdadera 
lucha Hemocrática, circunstancia que afirma todavía más 
la validez de sus resultados. 

Las elecciones unánimes son siempre sospechosas, y 
deben su origen, ó á un exceso de coacción que destiniya 
de una manera absoluta la influencia de todo elemento 
extraño al que ejerce la fuerza, ó á una indiferencia no 
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menos deplorable de parte de los ciudadanos que abdi- 
cando sus. derechos, abandonan las urnas electorales en 
manos del primero que, aprovechando el general retrai- 
miento, finge impunemente una elección para satisfacer 
sus miras ambiciosas. 

Nada de esto puede decirse que haya ocurrido en el 
Estado de Guanajuato. Como es público y notorio á to- 
da la República, ha sido de las más empeñosas y anima- 
das la lucha electoral que se suscitó para la renovación 
de poderes; y ni la fuerza de la autoridad, ni la indife- 
rencia de los ciudadanos, pudieron contarse entre los ele- 
mentos con que los círculos combatientes se disputaron 
el triunfo. 

Si nuesti-as costumbres estuvieran en mejor acuerdo 
con nuestras liberales instituciones, después de la últi- 
ma palabra, después de la declaración definitiva del su- 
premo Colegio electoral, la Legislatura del Estado, todo 
deberia haber concluido, la más perfecta armonía uniría 
á los entusiastas contendientes de ayer, y deponiendo 
todo proyecto hostil, el respeto al sufragio popular agni- 
paria á todos los ciudadanos del Estado al rededor de 
sus legítimas autoridades para ayudarlas en el desem- 
peño de su difícil encargo. Pero lejos de ello, vemos 
con profunda pena que no se ha dado por terminada 
la contienda, y que sin meditación de ningún género, 
desconociendo los propios fueros de su Estado, solicitan 
algunos de sus hijos la intervención de los Poderes de 
la Union, para ir á destruir un gobierno á todas luces 
legítimo, solo por el grave delito de que las aspiraciones 
de aquellos pocos individuos fueron destruidas en las ur- 
nas electorales. 

Ha llegado á tal extremo la obcecación de los parti- 
darios vencidos, que no han vacilado en elevar algunos 
diputados por el Estado de Guanajuato al Congreso ge- 
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neral, partidarios del general Antillon, una protesta es- 
téril, que no es el eco de la justicia hollada, sino la voz 
de un impotente despecho. ¿Qué valor, qué significación 
puede tener semejante protesta? ¿A qué conduce y qué 

es lo que con ella se han propuesto sus autores? 

¿No era preferible, en las circunstancias en que se en- 
cuentran, el que se ciñeran al cumplimiento de sus de- 
beres, sin procurar nuevos obstáculos para la marcha 
regular de la administración, en su Estado? 

En cualquier terreno que se examine la cuestión que 
hoy nos ocupa, bien se consideren simplemente los prin- 
cipios, bien se analicen los hechos que motivan tan inu- 
sitada exaltación, no se podrá menos de convenir en que 
la razón está de nuestra parte; en que la justicia sirve 
de escudo á la defensa de nuestro Estado, y en que, in- 
teresada vivamente la Federación en respetar dentro de 
los límites constitucionales la soberanía de las entidades 
que la forman, recibiría ella misma un rudo golpe si se 
pennitiera que alguno de sus poderes revisara indebida- 
mente las elecciones de Guanajuato. 

Entre los candidatos populares para sustituir en el 
gobierno al Sr. Mena, ninguno más digno que el Sr. Mu- 
ñoz Ledo, y el porvenir se encargará de hacer patente 
el acierto con que el pueblo guanajuatense le ha confiado 
la dirección de su marcha política. Suponer de él lige- 
ramente, que se haya hecho partícipe de la violación del 
sufragio público, es no conocerlo, ni tener siquiera la 
menor idea de su valer y patriotismo. 

Pero felizmente, todas las maquinaciones de los ene- 
migos del Estado más rico y poblado de la República, 
cuyo porvenir solo está cifrado en los beneficios de la 
paz, se estrellarán ante el buen sentido y patrióticas mi- 
ras de los poderes federales que, sin duda alguna, no 
han de hacerse cómplices al comenzar una nueva admi- 
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nistracion, del golpe más rudo que podría darse al sis- 
tema de gobierno que nos rige. 

Es preciso nó poner en olvido que la cuestión que 
hoy nos ocupa no se encierra en los estrechos límites de 
una localidad; su resolución interesa á todos los Estados, 
que se verán amenazados en su autonomía si por un mo- 
mento admiten en los poderes de la Union, la facultad de 
revisar los títulos de legitimidad de sus autoridades po- 
pulares. 

Semejante facultad no solamente constituiría la más 
grave extralimitacion de poder, sino que en su esencia, 
destruyendo la base de la soberanía interior de los Es- 
tados, solo quedaría de la Federación la apariencia de 
las fórmulas, y retrocederiamos á los tiempos luctuosos 
de la dictadura. 

Preocupados más bien con la importancia general del 
asunto de este opúsculo, hemos procurado hacer á un 
lado toda cuestión de pormenores, que son siempre eno- 
josos; y consagrando de preferencia la atención al estu- 
dio del punto constitucional, hemos pretendido hacer, 
con motivo de las amenazas que se dirigen á nuestro Es- 
tado, la defensa de la soberanía de todos en un punto 
tan importante y que enjas anomalías de nuestra polí- 
tica no dejará de volver á presentarse. 

Solo nos resta, para terminar este humilde ti'abajo, 
llamar la atención de los ciudadanos Gobernadores de 
los Estados, de los Senadores del Congreso de la Union 
y de los diputados á la Cámara popular, sobre la impor- 
tancia de la cuestión que hemos examinado. 

Ella afecta directa y principalmente á todos los pue- 
blos asociados en el pacto político que forma nuestra 
primera ley constitucional; pues la naturaleza de lasire- 
laciones de los Estados con los poderes del Centro está 
de tal manera conexa con la resolución del punto de que 



Digiti 



zedby Google 



87 

nos hemos ocupado, que de ella depende saber si en efec- 
to es una verdad práctica entre nosotros el sistema fe- 
deral, ó solo un artificioso engaño para revestir del apa- 
rato seductor de las fórmulas democráticas, la verdad 
desnuda de una omnipotencia central. 

Los Senadores, representantes genuinos de las entida- 
des confederadas, no sacrificarán á los Estados que los 
han honrado con su confianza, abriendo una puerta fran- 
ca á poderes extraños, para que vayan á título de protec- 
torado, á destruir la autonomía de las mismas entidades; 
los Diputados, representando al pueblo de México, no 
han de poder olvidar la primera obligación de su man- 
dato, la de cumplir la solemne protesta de guardar y ha- 
cer guardar nuestra primera ley, ley formada no por el 
pueblo de México considerado como Nación soberana, 
sino por los pueblos de los Estados á cuyo concurso se 
debe la existencia de la Federación ; Estados que se go- 
biernan por leyes propias y sin más deberes que los im- 
puestos por el Código común, teniendo que ajustar sus 
decisiones locales á esas mismas leyes, atendiendo solo 
á la confraternidad de los pueblos, basada en la justicia 
y no en la imposición de una tutela á todas luces omi- 
nosa. 

Impotentes como somos para levantar la voz en nom- 
bre de la soberanía? de los Estados, no habríamos tomado 
sobre nuestros hombros tan ímproba tarea, si el deber 
no nos obligara á defender con nuestros débiles esfuer- 
zos al Estado de Guanajuato, á que con tan legítimo or- 
gullo pertenecemos. 

México, Diciembre de 1680. 

Anselmo G. Eubio.— Práxedis Gueerero.— José María 
LizARDL— Manuel Lizardl— Eafael Pérez Gallardo. 
Eduardo Portu.— Manuel Rubio.— Wenceslao Rubio. 
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Documento número 1. 



Secretaría de la Cámara de Senadores.— Dictamen de la Co- 
misión de Poderes relaitlTo & la elección de Senadores veñ-^ 
ficada en el £stado de Hidalgo. 



Ciudadanos Senadores : 

Con la atención que el caso merece^ la Comisión ha examinado 
el expediente relativo á las elecciones de Senadores últimamente 
verificadas en el Estado de Hidalgo. 

Aunque los hechos son perfectamente conocidos de los señores 
Senadores, necesario es hacer de ellos brevísima relación antes 
de entrar al estudio de las cuestiones legales que el caso entraña. 

En el dia designado por la ley y con todas las formalidades le- 
gales, tuvo lugar la elección primaria. Verificóse en los mismos 
términos la secundaria, y el pueblo favoreció en ella con sus votos 
al Sr. Manuel Ayala para Seo ador propietario y al Sr. Simón Cra- 
vioto para suplente. Los expedientes electorales fueron enviados 
por los colegios respectivos á la Legislatura del Estado para que 
hiciera la computación de los votos emitidos y la declaración cor- 
respondiente. La Legislatura nombró ala Comisión que debia abrir 
dictamen sobre la materia, y en cumplimiento de la ley de 14 de 
Diciembre de 1874, señaló la sesión del dia 6 de Agosto último 
para ocuparse del asunto. 

En esta sesión presentó la Comisión escrutadora el siguiente dic- 
tamen, que fué aprobado : 

"Honorable Legislatura: — Los suscritos, miembros de la Co- 
misión nombrada, en cumplimiento y para los efectos del artículo 
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6? de la ley federal de 15 de Diciembre de 1874^ tenemos el honor 
de manifestar sinceramente á la Cámara nuestras más profundas 
convicciones^ formadas después de un detenido y maduro examen 
de los expedientes relativos á las últimas elecciones de Senadores 
al Congreso de la Union. 

Desde luego nos ha llamado la Mención en todos eUos su falta 
de autenticidad^ por no contener una sola constancia oficial de que 
los nombres de las personas que en dichos expedientes aparecen 
con el carácter de electores, lo hayan sido real y positivamente. 
Nuestra confusión es aún mayor, cuando reñexionamos que en va- 
rios distritos del Estado, según se ha dicho por la prensa, ha ha- 
bido elecciones dobles, y que esta Legislatura no tiene ningún dato 
seguro para conocer si los expedientes que tenemos á la vista pro- 
ceden de verdaderos colegios electorales, pues de la manera que 
están formados pueden presentarse otros once enteramente igua- 
les significando una elección bien diferente. Si tuviéremos á la 
vístalos expedientes íntegros de las- elecciones verificadas en cada 
distrito electoral; si los colegios electorales hubiesen cuidado de 
remitir á esta Legislatura las cédulas de la elección de los elec- 
tores, podríamos afirmar con toda conciencia, que las personas que 
aparecen con tal carácter en los mencionados expedientes, lo han 
ááo realmente, porque cada cédula ó boleta está autorizada con 
el timbre de la municipalidad; pero como esas boletas no so han 
remitido, ni ninguna otra constancia que pudiera suplir esa nece- 
sidad, preciso es concluir con que carecemos de datos seguros y 
fehacientes para asegurar que estos expedientes son auténticos, 
tanto más, cuanto que en algunos de ellos, como en el de Atoto- 
nilco, no vienen las cédulas de la votación; en otros, como en el de 
Zacualtipan, solo cuatro personas autorizan el acta de la elección, 
que debe existir original, y en varios de ellos, como en los de Ix- 
miquilpan y Tepeapulco, las actas de dicha elección no están con- 
formes con las listas de escrutinio, las que además no están en su 
mayor parte autorizadas siquiera por todos los individuos de las 
mesas. 

Esto supuesto, lo más natural y conforme con las prescripcio- 



Digiti 



zedby Google 



nes constitucionales; seria resolver que en el Estado no había ha- 
bido elecciones de Senadores, ó que si se han verificado; esta Cá- 
mara lo ignora completamente. 

Pero como creemos que tenemos la obligación de resolver al- 
guna cosa con los únicos datos que poseemos^ sean verdaderos 6 
falsos; auténticos ó apócrifos^ sobre el resultado de las elecciones 
de Senadores que han debido verificarse en el Estado el 14 del 
mes próximo pasado^ preciso es entrar en la computación de vo- 
tos. Mas para esto conviene tener presente que los actos contra* 
ríos á la Constitución y á las leyeS; cuando no constituyen una falta 
6 delitO; se consideran como si jamas hubieran existido; que en 
esta virtud; la Cámara no debe hacer el menor aprecio de los vo- 
tos que aparecen emitidos á favor de las personas que no tienen 
los requisitos constitucionales para ser electoS; como ha sucedido 
respecto del Sr. Manuel Ayala; que no es vecino del Estado por 
no haber tenido jamas el año de residencia que por lo menos se 
requiere para adquirir aquella calidad. 

Excluyendo; pues; de la computación los votos relativos á ese 
señor; se obtiene el resultado que expresa la adjunta lista de es- 
crutinio; en que aparece que solo ciento siete electores sufragaron 
para senador propietario; pero como son una fracción bien insig- 
nificante respecto de la cantidad de ochocientos cincuenta electo- 
res quo; conforme al censo actual del Estado; deben sufragar en 
las -elecciones de funcionarios federales; preciso es decir; para no 
incurrir en absurdos é irregularidades de graves trascendencias; 
que en este Estado no ha habido elecciones de senador propietario. 

No sucede lo mismo respecto del senador suplente. Como los 
candidatos no tienen impedimento alguno legal; deben computar^ 
se todos los votos emitido^; y verificándolo asi; veremos que el C. 
Simón Cravioto ha obtenido mayoría absoluta. 

En esta virtud; la Comisión que suscribe tiene el honor de so- 
meter á vuestra aprobación las siguientes proposiciones: 

If No ha habido elección en el EstadO; de senador propietario. 

2? Es senador suplente por este mismo Estado el C. Simón Cra- 
Tioto. 
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3? La Secretaría lo participará á quien correspondaí y cumpli- 
rá con las demás prevenciones del art. 8? de la ley de 15 de Di- 
ciembre de 1874. 

Sala de comisiones del Congreso. Pachaca^ Agosto 6 de 1878. 
— M. Mejia. — F. Vergara Lope.^^ 

Tales son los hechos^ fielmente extractados de las constancias 
del expediente. 

Besulta de lo expuesto^ que la Legislatura de Hidalgo, al ha- 
cer el cómputo de los votos emitidos, excluyó los quo favorecieron 
al Sr. Ayala, y como consecuencia forzosa de esta exclusión, de- 
claró que no hubo en el Estado elecciones de senador propieta- 
rio, no obstante que no puede caber duda alguna sobre «que el Sr. 
Ayala fué designado«por el sufragio popular para representar al 
Estado en la Cámara federal. 

4 Puede el Senado rectificar lo hecho por la Legislatura, hacien- 
do un nuevo cómputo de los votos emitidos en Hidalgo, y decla- 
rando que el Sr. Ayala es el senador electo? 

El art. 58, fracción A, de las Beformas constitucionales, dice 
á la letra: ^^La Legislatura de cada Estado declarará electo al 
que hubiere obtenido la mayoría absoluta de los votos ermMdoSj 6 
elegirá entre los que hubieren obtenido mayoría relativa j en los tér^ 
minos que disponga la ley electoraV\ 

Es, pues, facultad constitucional de las Le^slaturas la de com- 
putar los votos emitidos y declarar quiénes son los electos por- ha- 
ber obtenido mayoría absoluta. Ningún otro poder ó autoridad 
puede, en consecuencia, ejecutar estos actos sin usurpar faculta- 
des que no le son propias; y si tenemos en cuenta que uno de los 
principios en que está basado nuestro régimen político es el deque 
nadie pueda ejercer más facultades que las que estén expresamen- 
te concedidas por la Constitución; no estando concedida esta fa- 
cultad al Senado, tendremos que resolver que esta Cámara no 
puede computar los votos emitidos por el pueblo de Hidalgo, ni 
mucho menos hacer en favor del electo la declai^tcion que la Le- 
gislatura no hizo en su oportunidad. 

Falta, pues, á la elección del Sr. Ayala, un requisito constítti 
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cional, requisito que el Senado no puede dispensar ni suplir. Con- 
secuencia lógica de este precedente es que la elección de que se 
trata no es legal; porque solo pueden merecer esta calificación los 
actos que están en todo conformes con las. prescripciones del Có- 
digo fundamental de la Bepública. 

No creemos necesario calificar aquí el procedimiento de la Le- 
gislatura de Hidalgo; pero en el 3upuesto de que haya obrado 
mal; y de que la computación que practicó sea contraria á la lej; 
¿tiene el Senado la facultad de ordenarle que rectifique sus ac- 
toS; prescindiendo de sus opiniones manifestadas en determinado 
sentido? 

¿Puede la Legislatura de Hidalgo ocuparse otra vez de las elec- 
ciones de senadores verificadas en el Estado en Junio y Julio úl- 
timos; revocar el cómputo y declaraciones que hizo en la sesión 
de 6 de Agosto^ y hacer otras nuevas? 

A primera vista parece natural que, puesto que la elección de 
senadores se verificó con perfecta regularidad en el Estado de Hi- 
dalgOy y que en el expediente respectivo no hay más irregulari- 
dad en la hipótesis en que nos hemos colocado^ que la que pudiera 
resultar de la manera con que fué. practicada la computación de 
los votoS; la elección no debería declararse nula^ sino simplemen- 
te incompleta^ devolviéndose el expediente á la Legislatura para 
que rectifique la ilegalidad cometida y haga nueva declaración en 
el asunto. De esta manera se conseguiría que el voto del pueblo 
no quedara frustrado^ y se cerraría la puerta á los abusos que las 
Legitimaras pudieran cometer en lo sucesivo^ negándose con di- 
versos pretextos á dar á la elección de senadores el cumplimiento 
necesario. 

Algunos de los miembros de la Comisión se fijaron en esta so- 
lución cómo la más justa y la más á propósito para armonizar los 
diversos intereses puestos en lucha; pero hubo necesidad de exa- 
minar si es legal esta manera de resolver la dificultad existente^ 
y si una solución tal nos conduciría á un resultado práctico y sa- 
tisfactorio* 

M poder legislativo de un Estado no está, en términos genera 
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leS; subordinado al de la Union^ y mnclio menos á una sola de las 
Cámaras legisladoras. Solo en los casos expresamente determi- 
nados por nuestra Carta fundamental^ podrá exigirse de las Le- 
gislaturas de los Estados el acatamiento de actos legislativos j 
jurisdiccionales del Congreso 6 de alguna de las Cámaras de la 
Union. En consecuencia^ no tiene el Senado el derecho de exigir 
á la Legislatura de Hidalgo que revise sus propios actos y que 
los rectifique en determinado sentido. Si tal hiciere^ puede aque- 
lla Legislatura negarse á dar cumplimiento á lo mandado^ ya 
porque insista en sus anteriores opiniones manifestadas en su se- 
sión de 6 de Agosto; ya porque crea que sus funciones como Co- 
legio electoral, respecto de las elecciones de Junio y Julio, han 
fenecido, sin que puedan cobrar nueva vida por motivo alguno; 
ya, en fin, porque sostenga que los actos electorales son irrevisa- 
bles é irrevocables las resoluciones tomadas, aunque ellas signi- 
fiquen un atentado ó una notoria trasgresion de la ley. Y si de 
esta manera obra la Legislatura, ¿cuál seria el resultado prácti- 
co obtenido f ¿cuál la solución satisfactoria f 

Podria pretenderse que no hay necesidad de dar orden alguna, 
y que el Senado podria declarar simplemente que el expediente 
electoral no está en estado^ devolviéndolo á la Legislatura para 
los efectos legales. Prescindiendo de que el cambio de forma no 
alteraria en manera alguna la esencia del asunto, la Comisión 
cree que tal procedimiento seria ilegal, y por lo mismo no puede 
ser aceptado. 

La fracción A del art. 58 de la Constitución antes citado, dice 
que la Legislatura debe proceder en los términos que determine 
¡a ley electoral El art. 59 de la ley de 14 de Diciembre de 1874, 
fija á la Comisión escrutadora que debe nombrar cada Legisla- 
tura el máximum de cinco dias para que dentro de este término 
haga el cómputo de la elección y presente dictamen. Según el 
art. 8? de la misma ley, la declaración de quiénes son senadoreft 
deberá ser hecha por las Le^slaturas en una sola sesión destina-^ 
da á este solo objeto. Tanto el plazo señalado á la Comisi<m esiaru- 
tadora como la sesión especialmente destinada á hacer la decla- 
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raeion de qaién es senador por Hidalgo, han pasado. ¿En qué ley 
podria fundarse la ccmcesion de un nuevo plazo y de otra sesión 
para ocuparse de este asunto? Bien marcado está el espíritu de 
la ley en el sentido de que las Legislaturas ejerzan sus funciones 
electorales en un solo (mto^ y esta prevención seria violada si la 
Legislatura de Hidalgo volviera á ocuparse de las elecciones de 
senadores á que destinó ya la sesión de 6 de Agosto último. 

Los actos de los Colegios electorales son irrevocables. Un Co- 
legio electoral no puede revisar ni rectificar sus propios actos. 
Cree la Comisión que desconocer estos principios ó admitir casos 
de excepción, sería falsear completamente nuestro sistema elec- 
toral y abrir la puerta á trascendentales abusos que acabarian por 
hacer impracticables las instituciones que nos rigen. 

Si á título de rectificar errores de hecho 6 de derecho, los Co- 
legios electorales tuvieran la facultad de alterar las resoluciones 
que una vez hubieran dictado, j podria tenerse confianza en la le- 
gitimidad de alguiios de iiuestros poderes públicos de origen po- 
pular? No, porque la declaración de que derivan su legitimidad 
podria ser derogada ó modificada en cualquier tiempo. Por esto 
los Colegios electorales desaparecen luego que espira la fecha de 
su vida transitoria, y no pueden cobrar nueva vida por ningún 
motivo. Cuando un Congreso ejerce las funciones electorales que 
le marca la Constitución, no es más que un Colegio electoral, y 
tan pronto como espira el término que la ley le marca para ejer- 
cer tales funciones, deja de existir con ese carácter, sin poder re- 
cobrarlo por motivo alguno, tratándose de la misma elección que 
ha calificado ya. 

Aplicando estos principios al caso en cuestión, no puede admi- 
tirse que la Legislatura de Hidalgo se ocupe nuevamente de la 
elección de Senadores verificada en dicho Estado, porque ha ejer- 
cido ya las funciones que la ley le señala, y no puede ejercerlas se- 
gunda vez. 

Estas resoluciones, que la Comisión juzga netamente constitu* 
clónales, ofrecen varios inconvenientes, y en ningún caso pueden 
dar lugar á que el procedimiento arbitrario de una Legislatura 
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haga que se burle el voto popular. Este es un mal que deberá evi- 
tarse por medio de disposiciones legales convenientes que acaso 
motiven reformas constitucionales de trascendencia; pero no debe 
ocuparse de esto la Comisión^ á la que solo toca aplicar las leyes 
existentes. 

Cree oportuno la Cominion insertar aquí algo dé lo que se dijo 
en un dictamen sobre un caso^ no igual al presente en sus deta- 
lles; pero que por ciertas analogías dio lugar al examen de la cues- 
tión abstracta que acaba de ser brevemente tratada. Dice así: 

"Queda la duda de si el Senado puede al menos excitar á la 
Legislatura á que rectifique la elección. 

"Los insfrascritos han debatido mucho este punto, y después de 
prolijas discusiones, han resuelto por unanimidad que las Legis- 
laturas no tienen el derecho ó facultad de rectificar una elección, 
ni el Senado el de excitar al ejercicio de aquel derecho. 

"La facultad de la Legislatura relativa á la elección de Sena- 
dores, es únicamente la de verificarla, en caso de que los electos 
en los colegios electorales no hayan obtenido la mayoría absoluta 
de los votos emitidos ; pero ninguna ley faculta á las Legislaturas 
para rectificar una elección ilegal. 

"Las Legislaturas en la elección de Senadores no son más que 
colegios electorales, como lo es la Cámara de diputados para la 
computación de los votos en las elecciones de Presidente de la Be- 
pública y magistrados de la Suprema Óorte de Justicia, y para 
elegir á estos funcionarios en caso de mayoría relativa. 

"Las funciones electorales son únicas en su género, é irrepara- 
bles sus efectos. Verificada ilegalmente una elección primaria, no 
puede repararse en otro dia, por los mismos electores qué infrin- 
gieron la ley; y solo puede declararse nula por las juntas electora- 
les. Se necesita nueva convocatoria para otra elección enteramente 
nueva. Lo mismo sucede con las elecciones verificadas por los co- 
legios electorales: pueden nulificarse en la Cámara de diputados; 
pero no pueden repararse ó rectificarse por los mismos colegios. 
Ni la Cámara de diputados puede, á su vez, rectificar la elección 
ilegítima que haya practicado, porque el art-. 61 de la ley de 12 
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de Febrepo de 1857, previene que, tomada una resolución cual- 
quiera, debe sujetarse á ella la junta que la hubiese acordado. 

"Luego son irrevocables para las juntas electorales las resolu- 
ciones que hubieren tomado, y las Legislaturas, como juntase co- 
legios electorales, no pueden revocar la elección hecha, cualquiera 
que ella sea. 

"El poder electoral, el sagrado derecho de elegir, tiene reglas 
á que sujetarse ; y entre estas reglas están el tiempo y forma de 
ejercerse. Pasado el tiempo, ya no debe reivindicarse el derecho 
que deja de ponerse en práctica. 

'^Ningún ciudadano tiene derecho de votar fuera del dia en que 
se han instalado las casillas; ningún colegio electoral puede ele- 
gir al dia siguiente del en que debió verificarlo. 

"Las Legislaturas tienen señalado un tiempo y una forma pa- 
ra elegir Senadores. 

" £1 tiempo es el oportuno que señalen las Legislaturas antes de 
las juntas preparatorias del Senado, según el artículo 99 de la ley 
de 15 de Diciembre de 1874; la forma es una sesión destinada 
exclusivamente al objeto de la elección ( artículo 89 de la misma ley). 
Pasado el tiempo y pasada la sesjon, ya no puede haber otro tiem- 
po ni otra sesión en que vuelva á tratarse de la elección de Sena- 
dores, porque ninguna ley autoriza la nueva sesión en que se rec- 
tifiquen los errores ó fraudes de la elección. 

"Será esto un mal; pero el único remedio legalmente expedito 
para repararlo, es la nueva convocatoria para otra elección, en la 
que el pueblo se levante activo y enérgico para elegir, contrariando 
las intrigas y abusos de las Legislaturas. 

"Contra ellas es bastante la reprobación de sus actos, y el des- 
prestigio que lleva esa reprobación contra los diputados que vo- 
taron anticonstitucionalmente. El pueblo digno sabrá marcarlos 
para no volver á otorgarles su confianza en lo sucesivo, como sabe 
señalar con el dedo y negar su voto á los intrigantes de los Co- 
legios electomles. 

"No puede quedar duda alguna sobre la ninguna facultad del 
Senado para excitar á las Legislaturas á rectificar una elección 
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ilegítima, porque las Legislaturas, en rigor de derecho, ao son jue- 
ces inferiores para las elecciones -de Senadores ; no son más que 
Colegios electorales cuyos actos solo pueden aprobarse ó repro- 
barsei^por el Senado, erigido á su vez en Colegio electoral. 

"De otro modo, las Legislaturas tendrían, respecto del Sena- 
do, una dependencia humillante, parecida á la de los jueces de pri- 
mera instancia respecto de los tribunales de alzada. 

" Y la ley no ha querido lastimar la dignidad de las Ijegisla- 
turas al darles intervención en los actos electorales referentes á 
los Senadores, sino respetar, por medio de los poderes legislativos 
de los Estados, el derecho de estos para ser representados en la 
Cámara federal. 

"Esta significa el elemento federativo; á ella concurren los re- 
presentantes de los Estados, y no de los distritos electorales, para 
cuidar de los intereses y derechos de las entidades federales, y pa- 
ra vigilar el cumplimiento del Pacto federal, del que son partes 
contratantes todos los Estados de la Federación. 

"Este es el motivo ó causa legal de que intervengan las Legis- 
laturas en las elecciones de Senadores; y ese motivo, hijo del res- 
peto al derecho de los Estados, no puede ni debe traer una de- 
pendencia humillante de ellos hacia la Cámara federal. 

"Es cierto que la elección de Senadores debe ser indirecta en 
primer grado^ como lo es la de diputados y Presidente de la Re- 
pública; pero también es cierto que una elección indirecta en pri- 
mer grado no es perfecta, mientras no se revisa por el Colegio res- 
pectivo. 

"La elección de diputados no es perfecta en sí misma, ni da 
un derecho perfecto al diputado electo, mientras no se califica en 
la Cámara de diputados. Lo mismo debe decirse de las eleccio- 
nes de Presidente de la República y Magistrados de la Suprema 
Corte. 

"La única diferencia entre esas elecciones y la de Senadores 
es, que en las primeras no hay más que dos revisiones, y en las 
segundas hay tres, que son: 1?, la del Colegio electoral para ca- 
lificar las elecciones de sus miembros; 2?, la de la Legislatura pa- 
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ra calificar en la computación de votos^ los legalmente'emitidos; 
6 elegir en caso de mayoría relativa; 3?, la del Senado para de- 
cidir sobre los procedimientos de las Legislaturas ; pero esta escala 
de revisión no exige tribunales superiores, ni para rectificar los ac- 
tos de los inferiores, ni para hacer que ellos los rectifiquen. 

"Bueno ó malo, el ejercicio del derecho electoral es irrepara- 
ble, aun de parte de los electores que infringieren la ley. 

"El. respeto á la libertad del sufragio exige un acto nuevo, en- 
teramente nuevo, en que esa libertad se ejerza. 

"Queda el escrúpulo de que una Legislatura apasionada se en- 
capriche en infringir la ley tantas veces cuantas el pueblo deje de 
elegir á los favoritos de la propia Legislatura; pero este mal no 
tiene más correctivo que la insistencia del Senado en reprobar los 
actos ilegítimos de las Legislaturas y la censura de la opinión pú- 
blica^^ por la cual se herirá de lleno la conducta de los diputados 
desleales y tenaces en violar el voto del pueblo.^' 

Estas ideas fueron admitidas por el Senado, que honró este dic- 
tamen con su aprobación. 

En los estrechos límites de un dictamen no es posible tratar 
cuestiones tan importantes, con la extensión que merecen. Besér- 
vase la Comisión emplear en el debate los fundamentos expues- 
tos, así como exponer algunos más de que aquí no hace mérito, 
por creerlos de secundaria importancia. 

En cuanto al suplente declarado por la Legislatura de Hidal- 
go, creen los infrascritos que la misma irregularidad que invalida 
la elección del Sr. Ayala, le es aplicable, porque afecta la elección 
toda. Basta, además, la simple lectura del dictamen inserto de la 
Comisión escrutadora nombrada por la Legislatura, para conven- 
cerse de que la declaración hecha á favor del Sr. Cravioto, no pue- 
de merecer la aprobación del Senado. 

Antes de concluir, la Comisión debe manifestar que, al propo* 
ner el acuerdo con que este dictamen termina, sacrifica sus sim- 
patías personales, subordinándolas á la conciencia legal que se ha 
formado en el asuntOé Tanto poique obtuvo el sufragio del pue- 
blo, cuanto porque es una persona estimable, la Comisión desearia 
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que el Sr. Ayala^ digno miembro del 89 Congreso^ lo fuera tam- 
bién del 99^ y lamenta sinceramente que los hechos referidos y los 
fundamentos legales expuestos^ le impidan dictaminar en ese sen- 
tido. 

Por todo lo expuesto^ la Comisión de Poderes somete á la de- 
liberación del Senado, los siguientes acuerdos: 

19 Es nula la elección de Senadores verificada en el Estado de 
Hidalgo. 

29 Pase este expediente á la Comisión de Gobernación^ para 
los efectos legales. 

Sala de Comisiones del Senado. México, Octubre 11 de 1878. 
— Agustín Tena. — F. Loaeza. — Antonio Salinas. — Juan San" 
chez Azcona. — Bibiano L. VillareaL 

Al margen. — 1? lectura 6 imprímase. — Una rúbrica. 

Es copia que certifico estar fielmente sacada de su originaL— 
México, Octubre 12 de 1878. — Juan Muñoz Silva, oficial mayor. 
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Documento número 2, 



Dictamen de la Gomision encargada de revisar los expedien- 
- tes relativos á la elección de Gobernador del Estado de Gna« 
n^juatoy y discusión del mismo* 



H. Señor: 

La Comisión encargada de revisar los expedientes relativos á 
la elección de gobernador del Estado, tiene la honra de manifes- 
tar á V. H., que habiéndolos examinado escrupulosamente, resul- 
ta del cómputo que formó, y cuyas listas acompaña á este dicta- 
men, ^ que el C. Lie. Manuel Muñoz Ledo obtuvo la cantidad de 
noventa y seis mil setecientos noventa y ocho votos, que constitu- 
yen mayoría absoluta, sobre ciento cincuenta y ocho mil doscien- 
tos noventa y tres, que fué el total de los emitidos en el Estado. 

Como' el C. General Florencio Antillon no ha obtenido la ma- 
yoría, los exponentes no entramos en el examen de la aptitud 
constitucional que debería tener tal candidato para ser goberna- 
dor — art. 60 de la Constitución del Estado, — y solo nos limita- 
remos á hacer constar el número de sufragios emitidos á su favor, 
sin excluir siquiera una multitud de boletas que le favorecen y que 
fueron expedidas sin los requisitos legales. 

Con igual detención se ha ex^,minado el ocurso que elevaron á 
esta H. Legislatura con fecha 11 del actual, los CC. Z. MacíaS; 
I. Lobato, E. Magaña, I. Francisco Pacheco, José M. Coronel y 
Lie. Manuel M. Pacheco, vecinos de León, pidiendo que no se de- 
clare gobernador al C. Lie. Manuel Muñoz Ledo, en virtud de 
que, según los datos que ellos tomaron de las certificaciones ex- 

1 No insertamos las listas por ser demasiado extensas ; pero al fin del dic- 
tamen fie dncoútrará un extracto de la compatacion, 
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pedidas por las mesas electorales^ el Sr. Antillon obtuvo la ma- 
yoría de setenta y cuatro mil seiscientos sesenta y dos votos; mas 
como Ios-expedientes examinados^ y que han sido remitidos á la 
Cámara por el conducto debido^ solo arrojan en favor de aquel 
la suma de cincuenta mil cuatrocientos sesenta y tres votoS; y el 
Congreso tiene que ajustarse á la computación sacada de los ex- 
pedientes electorales que tiene á la vista^ y no á la que hayan con- 
feccionado alguno ó algunos particulares^ la Comisión cree de su 
deber considerar inadmisible el cómputo que aseguran haber he- 
cho los peticionarios á que acaba de referirse. 

Decimos que el C. General Florencio Antillon no ha obtenido 
la mayoría absoluta^ porque aun cuando supongamos^ sin conce- 
der; que fué favorecido por setenta y cuatro mil seiscientos sesenta 
y dos votoS; como aseguran de su círculo sus más ciegos y acér- 
rimos defensores; siendo la cifra total de votos la de 158;293^ la 
mayoría en esta cantidad es de más de 79^000; cifra á la cual, 
cierta; clara y evidentemente no ha llegado el sufragio en favor 
de aquel ciudadano. Si á esto se agrega que del cómputo efecti- 
vo solo resultan cincuenta mil cuatrocientos sesenta y tres votos 
á favor del Sr. Antillou; el argumento anterior es incontestable. 

Los mismos signatarios del ocurso citado ya^ se quejan de va- 
rias extralimitaciones cometidas por algunos gefes políticos ; y aun 
cuando su pedimento viene en términos verdaderamente subver- 
sivos; la Comisión ha creido conveniente á la alta dignidad de la 
Cámara hacer punto omiso de la manera con que en este caso se 
ha ejercitado el derecho de petición^ tan solo por el deseo que tiene 
de atender á las opiniones de la minoría^ por insignificante y apa- 
sionada que se suponga^ con t^nta mayor razou; cuanto que los 
peticionarios han tenido y tienen aún expedito su derecho para 
exigir y hacer efectiva la responsabilidad en que hayan incurrido 
los gefes políticos de quienes se quejan. 

No encontrando; pueS; la Comisión datos fehacientes para que 
se dedaren nulas las elecciones que ha revisado; somete á la de- 
liberación de este H. Cuerpo el siguiente proyecto de decreto: 

^^Artículo único. Es gobernador constitucional del £stado libre 
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* 
y soberano de Guanajuato, en ^1 cuatrienio que comienza el dia 

26 del presente mes, el C. Lie. Manuel Muñoz Ledo, por haber 
obtenido noventa y seis mil setecientos noventa y ocho votos, ma- 
yoría absoluta de ciento cincuenta y ocho mil doscientos noventa 
y tres, emitidos en las elecciones verificadas en el Estado el dia 
25 de Julio último. 

"Económica. Comuniqúese el anterior decreto á los signata- 
rios del ocurso de 16 del actual como resultado de su petición." 

Sala de Comisiones del H. Congreso. GuanajuatOj,^ 18 de Se- 
tiembre de 1880. — Ramos. — Robles Rocha, — Cruerrero. 



EXTRACTO del estado pormenorizado de los votos emitidos 
en la últim^a elección para Gobernado^ del Estado de Gua^ 
najwato. 

C. Lio. Manuel Muñoz Ledo 96,798 

C. Gral. Florencio AntiUon . 50,463 

C. Lie. Remigio Ibañez : 10,163 

Varios ciudadanos 869 

Total 158,293 



99 Congreso del Estado de Guanajuato. — Sesión del 18 de 
Setiembre de 1880. — Presidencia del.C. Palacios. 

Leida y aprobada el acta de la sesión celebrada ayer^ el ciuda- 
dano presidente declaró el Congreso erigido en Colegio electoral; 
para dar cumplimiento á lo dispuesto en el art. 52 de la ley de 
8 de Mayo de 1861. 

El ciudadano primer secretario dio lectura al dictamen forma- 
do por la Comisión especial, compuesta de los CC. Kamos, Guer- 
rero y Robles Rocha, proponiendo un proyecto de ley por el que 
se declara al C. Lie. Manuel Muñoz Ledo gobernador constitu- 
cional del Estado en el período' que comienza el 26 del presente, 
y para cuyo proyecto la Comisión solicitaba dispensa de trámites; 

En este acto el C. Robles Rocha expuso: El proyecto á que se 



Digiti 



zedby Google 



16 

acaba de dar lectura es de vital importancia y de notoria grave- 
dad^ y la Comisión, al solicitar la dispensa de trámites, lo hace 
tan solo obligada por lo angustiado del término que so fija para ex- 
pedir aquella ley. La Cámara conoce perfectamente ese término, 
y esto bastará para que otorgue la dispensa de trámites solicita- 
da, tanto más, cuanto que la Comisión ha organizado los trabajos 
de la mejor manera que lo ha sido posible, y los expedientes que 
haformado en cumplimiento de su deber, quedan á disposición de 
los ciudadanos diputados que gusten examinarlos. 

Luego el mismo ciudadano primer secretario preguntó al Cole- 
gio si se le dispensaban los trámites al proyecto de ley como lo so- 
licitaba la Comisión, y habiendo contestado por la afirpaativa, se 
puso á discusión en lo general. 

El C. Hables Bocha. — Creo innecesario fundar el proyecto de 
ley que está al debate, porque además de las razones expuestas 
en el cuerpo del dictamen, los trabajos de la Comisión han sido 
conocidos de la mayor parte de los ciudadanos diputados, algunos 
de los cuales le han prestado su ayuda, pues aun cuando es.cierto 
que la Comisión se compone de tres miembros, ha, sin embargo, 
solicitado esa cooperación, tanto por la publicidad que quiso dar 
á sus actos, como por obtener la perfección posible en el desem- 
peño de sus trabajos. 

El C. Malo. — La redacción que se ha dado al proyecto de ley 
que está al debate me parece desusada, porque se fija ahora el 
número de votos emitidos en las elecciones verificadas en el Estado 
el 25 de Julio anterior, lo que en mi concepto no. puede hacerse 
con toda la exactitud debida, porque se han computado quizá al- 
gunos votos que no deberian tomarse en consideración. Si los au- 
tores del proyecto de ley á que me refiero no tienen inconvenien- 
te, les suplico se sirvan reformarlo en el sentido de que se declare 
simplemente que es gobernador del Estado el C. Lie. Manuel Mu- 
ñoz Ledo, por haber obtenido la mayoría absoluta de votos. 

'Además, me parece un poco elevado el número de los que se 
consignan en el proyecto de ley que está al debate, comparándolos 
con los que se han emitido en épocas anteriores. 
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El C. Bolles Bocha. — Acaba de decir el C. Malo que hemos 
computado quizá algunos votos que no deberían tomarse en cuenta^ 
y esto no es enteramente exacto. La Comisión no se creyó con las 
facultades necesarias para desechar algunas boletas, porque ade- 
más de que para ello hubiera sido preciso tener un conocimiento 
perfecto de los votantes, para poder juzgar entonces si eran 6 no 
aptos para ejercitar este derecho, esa operación corresponde ex- 
clusivamente á las mesas electorales que se instalan en el dia de- 
signado por la ley. 

En cuanto á la forma dada al decreto, es cierto que es nueva, 
pero además de que esto nada absolutamente implica respecto del 
fondo de I9. cuestión, el número de votos en aquel consignado es 
exacto, y no encuentro razón para reformarlo en el sentido que 
indica el C. Malo. 

El C. Farías. — La diferencia que nota el C. Malo entre los 
votos emitidos en las elecciones anteriores y la que se acaba de 
verificar en el Estado, proviene, en mi concepto, de que en aque- 
llas habia siempre una completa apatía por parte de los ciudada- 
nos, y en esta, por el contrario, hubo una grande excitación, siendo 
verdaderamente activos los trabajos emprendidos por los partida- 
rios de los diversos círculos políticos que se organizaron eu el 
Estado. 

En cuanto á'la forma que se le ha dado al decreto, nada abso- 
lutamente implica respecto del fondo de la cuestión, como ha di- 
cho muy bien el C. Eobles Eocha, tanto más, cuanto que el cóm- 
puto está ya bajo el dominio del público y pronto deberá conocerse 
por medio de la prensa, y entonces pe verá que el número de votos 
que arroja ese cómputo es perfectamente igual al que está consig- 
nado en el proyecto de ley que discutimos. 

El C. Bolles Bocha. — La Comisión al hacer el cómputo, se fijó 
en la alta cifra que arrojaba, y además de las razones que ha ex- 
puesto el C. Faríap, tuvo presente también el aumento de pobla- 
ción, que es otra de las causas de la diferencia que se nota. Hace 
siete años sufragaban, poco más ó menos, ciento veintitrés mil ciu- 
dadanos, y es muy natural que con el trascurso del tiempo se haya 
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aumentado ese número. Esta aserción está comprobada con los 
datos estadísticos recogidos últimamente. 

Por otra parte, al hacerse el cómputo no se quiso eliminar nin- 
gún voto, según he dicho antes, porque la Comisión no se creyó 
con facultades bastantes para ello. 

El C. liamos, — La Comisión, al cumplir con las delicadas y hon- 
rosas funciones que se le encomendaron, ha querido mostrar la im- 
parcialidad más completa, y al efecto no solo permitió la presencia 
de las operaciones anteriores y posteriores al cómputo, sino que 
aceptó también los votos emitidos á favor del Sr. general Antillon, 
á pesar de que algunos están afectados de vicios sustanciales. 

Esta imparcialidad es otra de las razones que la Comisión tuvo 
presente para redactar el proyecto de ley en los términos en que 
se discute, porque asi se conocerá desde luego el número total de 
votos emitidos en las elecciones, y se evitará quizá un extravío en 
la opinión pública. 

El C. Malo. — En el 29 párrafo del dictamen á que se ha dado 
lectura, la Comisión se expresa en los términos siguientes : " Como 
el C. general Florencio Antillon no ha obtenido la mayoría, los ex- 
ponentes no entramos en el examen déla aptitud constitucional que 
deberia tener tal candidato para ser Gobernador, artículo 60 de 
la Constitución del Estado, y solo nos limitamos á hacer constar el 
número de sufragios emitidos á su favor, sin excliyr siquiera una 
multitud de boletas que le favorecen y que fueron expedidas sin los 
requisitos legales.^^ No es, pues, infundado lo que he dicho antes 
respecto á que algunos votos se computaron indebidamente. 

El C. Farías. — Por algunos conceptos asentados en el dicta- 
men de la Comisión, noto también, como el C. Malo, que se com- 
putaron algunos votos iudebidamente, como fueron los emitidos 
á favor del Sr. general Antillon, que no puede ser electo Gober- 
nador del Estado, conforme al art. 60 de la Constitución particular 
del niismo. Pocas palabras convencerán de esta verdad. El Sr. 
general Antillon se separó del poder el 31 de Diciembre de 1876 ; 
y no han trascurrido aún, cualquiera que sea la manera de contar, 
los cuatro años que para ser reelecto fija el art. 60 ya citado. 
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Esto no es una teoría simplemente^ y nuestras tradiciones nos 
demuestran el respeto que siempre ha inspirado, y el acatamiento 
de que ha sido objeto alguna prescripción constitucional. Cuando 
se trataba de la elección del Sr. general Doblado, á pesar de que 
este ciudadano obtuvo la mayoría absoluta de los votos que en- 
tonces se emitieron, el Congreso declaró, sin embargo, que no de- 
bian computársele, porque no cumplia aún la edad señalada en la 
Constitución para ser electo Gobernador; declarando á la vez el 
mismo Congreso electo al Sr. Lie. Arellano, que habia obtenido 
la mayoría relativa de sufragios. Si entonces, que se trataba de 
un ciudadano digno por mil títulos de ocupar ese alto puesto, del 
que accidentalmente se encontraba en posesión, se acató como era 
debido ima prescripción constitucional, jpor qué ahora la Cámara 
no da otro ejemplo más de que sabe respetar las prescripciones 
fundamentales del Estado? 

Noto, pues, en la Comisión cierta inconsecuencia en no sujetar- 
se á los principios y disposiciones legales de que he hecho mérito. 

El C. Bolles Bocha. — Eechazo los cargos que el C. Farías ha 
formulado en contra nuestra, y me bastarán pocas palabras para 
desvanecerlos por completo. 

La Comisión debió computar y calificar los votos emitidos en las 
elecciones de que nos ocupamos, pero no de la manera que ha in- 
dicado el ciudadano preopinante. La computación ó la mera suma 
de ellos, es un trabajo puramente preparatorio, y como tal, debe 
efectuarse en todos y cada uno de los votos, sin más distinción que 
la necesaria de las personas que los hayan obtenido; y solo tra- 
tándose de las mayorías, si hubiere varias, ó del candidato que ha- 
ya obtenido la absoluta, se hace el examen legal ola calificación; de 
otra suerte seria preciso que tuviéramos un conocimiento exacto 
de todos los ciudadanos que han obtenido minorías más ó menos 
insignificantes, lo que á la verdad es imposible, y aun en ese caso 
tocaríamos cuestiones difíciles y de ningún resultado práctico. 

Así pues, como el Sr. Antillon no obtuvo la mayoría de los vo- 
tos emitidos en las últimas elecciones, me parece perfectamente 
ocioso hacer la calificación de que ha hablado el C. Farías; bas^ 
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tando á nuestro objeto haber consignado en el dictamen las si- 
guientes palabras: "Como el C. general Florencio Antillon no 
ha obtenido la mayoría^ los exponentes no entramos en el examen 
de la aptitud constitucional que deberla tener tal candidato para 
ser Gobernador del Estado, y solo nos limitamos á hacer constar 
el número de sufragios emitidos á su favor, sin excluir siquiera una 
multitud de boletas que le favorecen j que fueron expedidas sin 
los requisitos legales." 

El C. Furias, — Acaba de sentar una inexactitud el órgano de 
la Comisión, que no debo dejar que pase desapercibida. Ha dicho 
que la Comisión debe limitarse simplemente á hacer la suma, y no 
la calificación de los votos emitidos en las elecciones, y esto no es 
exacto. Dice el art. 52 de la ley orgánica electoral: "El Congre- 
so del Estado se erigirá en Colegio electoral todas las veces que 
hubiere elección de Gobernador, á fin de cumplir con la primera 
parte de la segunda de las facultades que le comete el citado art. 48 
de la Constitución." El artículo que se cita es el siguiente : "2? Pa- 
ra computar y calificar los votos que hayan dado los ciudadanos 
para el cargo de Gobernador del Estado." . . • • Ya ve, pues, 
el órgano de la Comisión que esta no solo tiene facultades para 
sumar ó computar, sino también para hacer la calificación respec- 
tiva. Si esto no fuera así, seria perfectamente inútil esta facultad, 
y no se hubiera puesto en práctica en la época del Sr. general Do- 
blado, según he tenido el honor de decir en la Cámara. 

El G. Bolles Rocha. — A pesar de las disposiciones legales que 
acaba de citar el C. Farías en apoyo de la opinión que defiende, 
sostendré siempre que la Comisión ha cumplido perfectamente con 
su deber, efectuando sus trabajos de la manera que lo ha hecho. 
Manda la ley orgánica que el Congreso erigido en Colegio electo- 
ral compute y califique los votos de la elección de Gobernador, para 
que cumpla asi con lo dispuesto en el art. 48, frac. 2? de la Cons* 
titucion del Estado ; pero fuera de que la Comisión no es ni puede 
ser en ningún caso, el Congreso mismo; ni este ni aquella están 
en el deber de examinar todos y cada uno de los votos emitidos en 
favor de las minorías^ ni la ley puede mandar nunca que entremos 
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en cnestiones verdaderamente inútiles, y cnya resolución seria im- 
posible en muchos casos por falta de datos suficientes. 

El C. Parías. — A pesar de lo expuesto por el C. Robles Ro- 
cha, todavía sostengo que los votos ilegalmente emitidos no de- 
bieron haberse computado. 

Por lo demás, todo lo que he dicho respecto de nulidad, se re- 
fiere y debe referirse al Sr. General Antillon, porque es el único 
que ha obtenido un número de votos digno de que la Comisión hu- 
biera formado un detenido estudio acerca de su aptitud legal para 
poder ser electo Gobernador del Estado. 

El C, Bohles Bocha, — Yo creo que con lo que hasta aquí se ha 
expuesto quedan desvanecidos los cargos que á la Comisión for- 
muló el C. Farías; y para concluir me permito suplicar á la pre- 
sidencia se sirva llamar al orden á los ciudadanos diputados, no 
solo para que no hagan usó de la palabra por más de las veces 
que el reglamento permite, sino aun para que no se desvíen de la 
cuestión que se discute. 

El C. Parias. — Tratándose del estudio de cuestiones tan gra- 
ves como la de que actualmente nos ocupamos, deben, en mi con- 
cepto, olvidarse por un momento las prescripciones reglamenta- 
rias y conceder más libertad en la discusión. Por última vez haré 
uso de la palabra para rectificar dos errores : el primero consiste 
en creer que la Comisión no tiene facultades para calificar, y con 
el texto de la ley he demostrado ya lo contrario : el segundo con- 
siste en reputar como ociosa la cuestión constitucional que se re- 
fiere al Sr. General Antillon, y yo no la juzgo bajo ese punto de 
vista; porque haciendo la declaración á que me he referido, se de- 
mostraría una vez más el respeto profundo que las autoridades pro- 
fesan á la Constitución del Estado, y el pueblo sabría que esta es 
el límite que tiene al ejercitar los derechos y prerogativas que se 
ha reservado. 

Se ha dicho también que nos hemos desviado de la cuestión, y por 
mi parte manifiesto que estoy conforme con el proyecto de ley que se 
discute, y solo deseo que mis ideas hasta aquí emitidas se consignen 
en el acta para que el público las aprecie como lo crea conveniente. 
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El C. Presidente. — Me permito hacer presente á este respetar 
ble Cuerpo, que la gravedad é importancia de la cuestión que se 
trata, ha sido la causa de conceder el uso de la palabra por más 
de las veces que el reglamento permite. 

Declarado el proyecto suficientemente discutido, se hicieron 
las preguntas de que habla el art. 19 del decreto de 12 de Abril 
de 1861 ; y no habiendo recaido ninguna de las dos resoluciones 
en él contenidas, se mandó pasar el expediente al Ejecutivo para 
los efectos constitucionales. 

Se levantó la sesión. 



99 Congreso del Estado de Guanajuato. — Sesión del 20 de Se- 
tiembre de 1880. — Presidencia del C, Palacios. 

Abierta la sesión, la Secretaría manifestó que no se daba cuen- 
ta con el acta de la que tuvo lugar el 18 del corriente, por no es- 
tar aún concluida. 

Pasó á votarse en lo general el siguiente proyecto de ley que 
el Ejecutivo devolvió sin observaciones : 

"Artículo único. Es Gobernador Constitucional del Estado li- 
bre y soberano de Guanajuato, en el cuatrienio que comienza el 
dia 26 del presente mes, el C. Lie. Manuel Muñoz Ledo, por ha- 
ber obtenido noventa y seis mil setecientos noventa y ocho votos, 
mayoría absoluta de ciento cincuenta y ocho mil doscientos no- 
venta y tres emitidos en las elecciones verificadas en el Estado el 
dia 25 de Julio último." 

Eecogida la votación nominal, resultó aprobado unánimemente. 

Puesto á discusión en lo particular, sin tenerla, se aprobó de la 
misma manera que en lo general. 

Sin discusión se aprobó la siguiente proposición económica, con 
que termina el dictamen de la misma Comisión: 

" Económica. Comuniqúese el anterior decreto á los signata- 
rios del ocurso del 16 del actual, como resultado de su petición." 

En seguida se puso á discusión, y sin tenerla, se aprobó la si- 
guiente minuta de decreto : 
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^^Número 2, El noveno Congreso del Estado libre y sobera- 
no de GuanajuatO; en uso de las facultadas que le concede el ar- 
tículo 48 de la Constitución, y de conformidad con lo que previene 
el art. 56 del mismo Código, declara: 

"Artículo único. Es Gobernador Constitucional del Estado li- 
bre y soberano de Guanajuato, en el cuatrienio que comienza el 
dia 26 del presente mes, el C. Lie. Manuel Muñoz Ledo, por ha- 
ber obtenido noventa y seis mil setecientos noventa y ocho votos, 
mayoría absoluta de ciento cincuenta y ocho mil doscientos no- 
venta y tres emitidos en las elecciones verificadas en el Estado el 
dia 25 de Julio último. 

" Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado, etc." 

Luego la mesa nombró en Comisión á los CC. Ortiz Careaga 
y Farías, para que participen al C. Lie. Manuel Muñoz Ledo la 
declaración que acaba de hacer el Congreso, y lo feliciten en su 
nombre; así como á los CC. Orozco y Robles Eocha para que par- 
ticipen al Gobernador constitucional del Estado el resultado de 
las elecciones verificadas el 25 de Julio anterior. 

Se levantó la sesión. 
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Documento núíaero 8. 



Dictamen de la Comisión nombrada para hacer el cómputo 
de votos de las elecciones secundarias de diputados al 9? 
Congreso del Estado de Guan^Juato* 



Un sello que dice : Secretaría del Congreso. — Estado de Gua- 
najuato. — H. Señor. — Los que suscribimos, comisionados para 
hacer el cómputo de votos de las elecciones secundarias de dipu- 
tados á la próxima Legislatura del Estado, verificadas el dia 19 
del corriente mes, hemos procedido al desempeño de nuestro en- 
cargo, habiéndosenos hecho entrega por la Secretaría, de los plie- 
gos relativos á las elecciones mencionadas. — Dichos pliegos esta- 
ban sin rotura alguna y bien cerrados; fueron abiertos por el pre- 
sidente de esta Comisión en presencia de los ciudadanos secreta- 
rios, y se agregaron á este expediente las cubiertas respectivas. — 
Además, se citó oportunamente la mañana del dia 13 á uno de los 
ciudadanos diputados que pidió asistir á nuestros trabajos, los cua- 
les no comenzaron sino hasta después que el citado vino á mani- 
festar personalmente que por entonces no podia asistir, pero que 
se reservaba para otra vez, lo cual verificó por la tarde de ese dia. 
Hechas estas explicaciones, la Comisión expuso que hubo elección 
en veintinueve de las treinta y una cabeceras de Partido electo- 
ral en que se halla dividido el Estado, dejando de haber solamente 
en Celaya y en Apaseo, pues aunque en esta última población tu- 
vieron lugar las juntas previas, después se incompleto el Colegio. 

Para ordenar los trabajos de este dictamen, la Comisión ha re- 
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corrido el acta y las listas de escrutinio de cada Colegio, y ha com- 
parado unas constancias con otras, encontrándolas conformes en 
lo general, y ha tomado nota de las diferencias que hay. Para la 
computación aquí dictaminada, la Comisión ha adoptado las si- 
guientes reglas : 

1? Conformes el acta y la lista en el nombre del votado, y en 
el número de votos dados, sujetarse á estos datos. 

2^ Caso de inconformidad entre las listas dé escrutinio y el acta, 
si aquella se refiere al número de votos, contarlos según el acta, por- 
que este documento, que está suscrito por más signatarios, expresa 
el número con letra y cifras, mientras que en las listas solo está se- 
ñalado con cifras, y á veces con simples rayitas trasversales. 

3? Si la inconformidad es en cuanto al nombre, la dificultad se 
ha resuelto fijándose entre el acta y las listas en el documento que 
ofrece más fundadas presunciones de exactitud. 

4? Cuando el acta y la lista no están conformes por omisión en 
una de ellas, se ha subsanado este defecto con arreglo á los datos 
que ministra el otro documento. 

5? Los votos dados por cédulas en blanco (que figuran bien po- 
cos), «e han aplicado á la mayoría respectiva, según lo dispuesto 
por la ley. 

En la aplicación de estas reglas son de tenerse presentes las 
observaciones que siguen: En distintas actas y listas aparece el 
nombre del C. ^'Santiago Manrique," y las más veces el de "San- 
tiago Manriquez;" pero se han sumado unos votos con otros á fa- 
vor del C. Santiago Manrique y no Manriquez, por ser el del pri- 
mer apellido uno de los candidatos que figuró en la postulación 
de algún círculo político. Esta es la única rectificación que sobre 
el particular se ha permitido la Comisión. 

Las diferencias de número entre las actas y las listas, constan 
en una hoja que, para mayor instrucción de la Cámara, se ha agre- 
gado á este expediente. Dichas diferencias son de poca significa- 
ción, porque el número de votos que expresan es pequeño en sí 
mismo. Esto supuesto, cualesquiera opiniones que sobre tales di- 
ferencias prevaleciesen, como las mayorías computadas, todas me- 
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nos una, llegan ó pasan de novecientos, y las minorías inmediatas 
apenas si pasan de cien votos, la rebaja ó alteración que pudiera 
sufdr la cantidad de cualquiera mayoría, siempre la dejaría muy 
alta respecto de la minoría inmediata. 

Es de mencionarse respecto á la tercera regla, que en el acta 
del Colegio de Victoría aparece votado el C. ** Jesús Fernandez,^' 
y en la lista de escrutinio aparece "Jesús Hernández." El cóm- 
puto se ha hecho á favor del nombre que expresa el acta, presu- 
miéndose, por razones fáciles de comprender, una equivocación en 
la persona que haya escrito el acta. En el mismo caso están el acta 
y la lista del Colegio de San Diego de la Union, pues que en uno 
de estos documentos dice: "Teodosio Alvizu'^ y en el otro "Teo- 
dosio Alvirez." 

No son así fuei-tes las presunciones de equívoco en el acta del Co- 
legio de Allende, que dice : "Trinidad García'^ y la lista "Trinidad 
Aguirre, '^ pues entre uno y otro apellido no hay semejanza. La 
computación en la lista de este dictamen se ha arreglado á la acta. 

Respecto á omisiones, la lista de escrutinio del Colegio de Yu- 
ríría tiene una sobre veintitrés votos que el acta da al C. Joaquín 
Alcántara. Se ha cuidado de considerar este número á favDr de 
dicho candidato. Las listas de escrutinio del Colegio de Victoría 
y de Iturbide expresan las minorías en cada votación, cuyas can- 
tidades fueron omitidas en las actas. 

Se ha subsanado este defecto computando dichas minorías se- 
gún 1^ listas á que se ha hecho referencia. Así como también se 
han tenido en cuenta las cédulas en blanco que expresa el acta 
de Chamacuero y que omitieron las listas de escrutinio. 

La Comisión se limita en este dictamen á los preceptos del ar- 
tículo 49 de la ley de 8 de Mayo de 1861, y á los de la ley de 8 
de Mayo de 1871, computando las mayorías de sufragios obtenidos 
según los votos, agregándose á aquellas las de cédulas en blan- 
co según antes se dijo, ad virtiéndose que no hay caso ninguno de 
empate. 

La computación se extiende, según el tenor de las actas y lis- 
tas de escrutinio, á trece diputados propietarios y á otros tantos 
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suplentes, cuyo número fué señalado en la circular expedida por 
el gobierno en 18 de Mayo del presente año, con los fundamen- 
tos allí expresos. 

Bajo el concepto ya dicho de que las atribuciones de esta Co- 
misión deben limitarse á computar la mayoría de votos obtenidos, 
no es materia de este dictamen un ocurso suscrito por veintidós 
electores de Silao, por el que acusan al personal de la mesa del 
Colegio, de falsedad, y le hacen otros fuertes cargos. 

La Comisión concluye, pues, sujetando á la deliberación de los 
ciudadanos diputados las siguientes proposiciones: 

1? Obtuvieron mayoría de votos para diputados propietarios 
y suplentes á la próxima Legislatura del Estado, los ciudadanos 
que á continuación se expresan, en este orden : 

Primer diputado propietario, C. Lie. Juan Ortiz Careaga. 

2? Ídem ídem, Mannel Lizardi. 

3? Ídem idem, Pantaleon Farías. 

4? Ídem ídem, Atenógenes M. Guerrero. 

5? ídem ídem, Francisco Malo. 

6? ídem ídem, Luis Robles Hoclia. 

79 ídem ídem, Cecilio Estrada. 

6? ídem ídem, Dr. ^osé Palacios. 

9? ídem ídem, Pablo Orozco. 
109 ídem ídem, Alberto Malo. 
119 ídem ídem, Manael Rabio. 
129 ídem ídem, Fermín Ramos. 
139 ídem ídem, Trinidad Agairre. 
Primer diputado suplente, C. José García Mufioz. 

29 ídem ídem, Carlos García. 

39 ídem ídem, Miguel J. Malo. 

49 ídem ídem, Nicolás del Moral. 

59 ídem idem, Marcos Ortega. 

69 ídem ídem, Luis Qnintanar. 

79 Ídem ídem, Melchor Ayala. 

89 ídem ídem, Pomposo Vázquez. 

99 ídem ídem, Rafael Chavez. 
109 ídem ídem, Lnis A. Pedroza. 
119 ídem ídem, Teodosio Alvírez. 
129 ídem ídem, Joaquín López de Lara. 
139 ídem ídem, Aurelio Ojeda. 

2? Comuniqúese al Ejecutivo del Estado la proposición anterior, 
para los efectos de la parte final del art. 49 de la ley ya citada de 
8 de Mayo de 1861. 
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Sala de Comisiones del H. Congreso. Guanajuato, 16 de Agosto 
de 18S0.—Oj€da.— Salcedo.— Malo.^Agosio 17 de 1880.— 1? 
lectura. — Una rábrica del C. secretario Bamos. — Agosto 19 de 
1880. — 2? lectura. — Otra rábrica del mismo C. secretario Ea- 
mos. — A discusión en la propia fecha (19 de Agosto de 1880); se 
aprobó por unanimidad. — Ramos. — Una rábrica. 

Es copia que certificamos. SeíJretaría del H. Congreso del Es- 
tado. Guanajuato, 7 de Octubre de 1880. — Pabh Orozco^ diputa- 
do secretario. — José María Garda MuñojSy diputado secretario. 
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Documento número 4. 



Dictamen de la Comisión de la Junta previa del 9? Congreso 
del Estado de Guanajuato, sobre las elecciones de diputados 
al mismo. 



Señores: 

Los miembros de la Comisión que suscriben han recibido de la 
presente Junta; para su estudio, los expedientes de las elecciones 
de diputados al Congreso del Estado, verificadas en los dias 25 de 
Julio y 19 de Agosto del corriente año, juntos con una solicitud 
de varios vecinos del mismo, pidiendo su nulidad. 

La Comisión ha creido de su deber hacer un estudio concien- 
zudo de todo, procurando el acierto en sus conclusiones, y viene 
á someter á vuestra decisión las opiniones que se ha formado, sa- 
tisfecha de haberse querido guiar por la razón y por la ley. 

Para mayor claridad, ha separado la Comisión los partidos elec- 
torales en donde se ha levantado la voz de algunos ciudadanos, 
arguyendo vicios en ella, de aquellos otros en que ha sido sin 
contradicción aceptado el resultado de la misma elección. En el 
primer caso se encuentran los partidos de la capital, León, Ira- 
puato. Valle de Santiago, San Francisco deí Eincon, Piedragor- 
da, Iturbide y Silao. 

En el segundo se encuentran colocados los partidos de Bomita, 
Salamanca, Cuitzeo, Pénjamo, Moroleon, Yuriria, San Francisco 
del Eincon, Chamacuero, Santa Cruz, Cortázar, Salvatierra, Ta- 
rimoro, Acámbaro, Jerécuaro, Allende, Hidalgo, San Diego, San 
Felipe, San Luis de la Paz y Victoria. 



Digiti 



zedby Google 



30 

Las elecciones de la capital se verificaron el dia que marca la 
lej; dividiéndose el distrito en ciento una secciones^ haciéndose 
el nombramiento de instaladores y empadronadores por la Comi- 
sión que el Ayuntamiento designó. 

Comienzan aquí las quejas, aseverando que se hizo el nombra- 
miento de instaladores y empadronadores ocultamente, cuyo he- 
cho no es exacto, pues consta que en sesión pública se dio cuenta 
de ese nombramiento, según puede verse. en el núm. 17 de ^^La 
Revista Municipal. ^^ 

Siguieron los trabajos de loa empadronadores, y á estos tam- 
bién los inculpan de no haber cumplido exactamente con sus de- 
beres, ya omitiendo la publicación oportuna de las listas de votan- 
tes, ya suprimiendo en esas publicaciones el nombre de algunos; 
pero todo ello pudo y debió haberse subsanado, acudiendo los 
quejosos á las mesas que recibieron la votación en el dia que mar- 
ca la ley, conforme á sus artículos 59 y 79 

En este dia encuentran altamente reprochable la conducta ob- 
servada en la instalación de las mesas, asegurando que unas se 
instalaron á puerta cerrada, otras no se instalaron por haber sido 
supuestos los instaladores, citando uno solo, y otras lo fueron con 
el auxilio de la fuerza armada, que llegó á poner presos á algu- 
nos ciudadanos, aludiendo también á solo el Sr. Manuel Lizaola. 
Se levantaron protestas á este tenor en las secciones número 1, 
2, 4, 7, 11, 12, 13, U, 19, 20, 22, 24, 26, 28, 29, 30, 32, 40, 
41, 63, 78, 81 y 94, haciendo un número total de veintitrés. 

La Comisión llama la atención sobre que todos los que han le- 
vantado la voz contra esas veintitrés casillas, votaron en ellas, y 
lo único que objetan es el hecho de no haberlas presidido, lo que 
es en rigor de poca importancia. La intervención de la fuerza ar- 
mada, no está probado que se haya excedido de sus funciones de 
policía, ni está tampoco probado que el único hecho de prisión 
que citan, referente al Sr. Lizaola, haya procedido de un abuso 
de autoridad. Entre los miembros de la Comisión habemos dos 
(el Lie. Farías y el Dr. Palacios) que aseguramos ser calumnio- 
sas las protestas de las secciones números 24 y 40, porque una y 
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otra fueron instaladas á la hora legal y sin que hubiera habido 
lucha alguna de partidos. En las protestas de las secciones 30 y 
32, se asegura que en ambas casillas y á una misma hora, la de 
la instalación, estuvo discutiendo su legalidad el C. Manuel Váz- 
quez, secretario de la gefatura, lo cual es enteramente imposible; 
resultando que alguno de los dos relatos es falso, si no lo son los 
dos. 

£n las casillas en que por causa Justificada ó injustificada faltó 
instalador, empadronador, ó ambos á la vez (que lo fueron las 
números 4, 7, 11, 13, 63 y 94 ya referidas), los malcontentos, en 
lugar do ocurrir á la Comisión del Ayuntamiento para que suplie- 
ra su falta, instalaron por sí y ante sí mesas en que recibieron la 
votación y expidieron credenciales á los que resultaron nombra- 
dos electores. Los mismos ciudadanos encuentran muy censura- 
ble la conducta del ciudadano gefe político, que se opuso ala ins- 
cripción de esas seis credenciales, asegurando que las calificó y 
rechazó abusando de su autoridad, lo que es falso, pues en el ex- 
pediente que formó el Colegio electoral de esta ciudad, aparece 
que el ciudadano gefe político dio cuenta con esas credenciales, 
y que fueron rechazadas por la mayoría del Colegio en virtud de 
proceder de un nombramiento tumultuario. 

La calificación de los vicios reales ó supuestos que hasta aquí 
quedan referidos, no.es de la competencia de esta Junta, sino que 
quedó definitivamente fallada en el Colegio electoral, que al efec- 
to está facultado para ello, y por los artículos 36 y 40 de la ley 
de la materia. Si la Comisión se ha tomado el trabajo de anali- 
zarla, es únicamente por conservar un respeto excesivo al dere- 
cho inalienable de petición que asiste á los suplicantes. 

Con excepción de los electores excluidos, el partido quejoso 
estuvo en la elecfcion secundaria representado por los que legal- 
mente fueron nombrados de ese círculo, quienes, sin objetar los 
trabajos del Colegio, suscribieron el acta respectiva, en que apa- 
rece que con catorce y hasta diez y siete votos, resultaron favore- 
cidos los diputados al Estado propuestos por ese círculo político. 

La petición de nulidad de elecciones de diputados al Estado, 
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viene suscrita por un gi*an número de firmas; pero no consta^ por 
falta de comprobantes^ que todas sean auténticas y de ciudadanos 
guanajuatenses; pues si bien es cierto que para calificar las actas 
de las protestas que exhiben y quedan referidas^ la minoría usó 
de la fe de un escribano^ para suscribir esta petición no empleó 
igual formalidad. Por otra parte^ los derechos políticos se ejer- 
cen^ conforme á la ley^ depositando cada uno su voto en las urnas 
electorales, y haciéndolo allí con las reservas que le plazca; por 
esto es que á peticiones del género de la que tenemos á la vista, 
poca significación se les da. El recuerdo de las actas de adhesión 
al imperio mexicano, es el mejor comprobante de lo -que se deja 
expuesto. 

Los signatarios de esa petición nombraron en las elecciones pri- 
marias á veintiún electores que los representaran en el Colegio 
electoral de esta ciudad, de* los que fueron rechazados siete, por 
proceder de elección tumultuaria, y dieron también sus votos en 
las casillas en donde formularon las protestas que arriba toma- 
mos en consideración. En consecuencia, ejercieron sus derechos 
políticos; y habiendo sido derrotados en las personas de sus re- 
presentantes en el Colegio electoral, pretenden hoy asombramos 
con las firmas de ellos mismos como representados. 

Para esclarecer más este concepto, nos bastará calcular el nú- 
mero de votantes que estaban representando á ese círculo: las 
catorce credenciales aprobadas, las seis reprobadas, y una falsa 
por proceder de una sección en que no hubo elección. Estimando 
cada credencial como expresión de ciento cincuenta votantes, re- 
sultarian representando á tres mil ciento cincuenta ciudadanos. 
Si en seguida estimamos que su partido representaba una tercera 
parte de las veintitrés secciones en donde formuló protestas, re- 
sultaria que en ella sufragaron un mil ciento cincuenta votantes 
que, agregados á los referidos, dan una suma de cuatro mil tres- 
cientos que no han firmado el escrito de petición de nulidad, pues- 
to que no alcanza ese número, ni con mucho, al de los signatarios 
de él. Para convencer que en lo general son los mismos votantes 
los que formulan las protestas y hacen la petición de nulidad, 
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acompañamos un estado de las listas de nombres que comienzan 
con las letras A, B, C, D, E, F, N, O, P, Q, E, S, T, Y y V, sien- 
do fácil ver que muchos de los nombres que suscriben ese estado 
confiesan en las protestas que son de los mismos que en la elec- 
ción primaria emitieron sus votos, y en seguida firmaron algunos 
hasta tres veces la petición de nulidad de elecciones que queda 
analizada. 

El Colegio electoral de León comenzó sus trabajos el dia 30 
de Julio, abriéndose la sesión con ciento siete electores, de cuyo 
número se separaron los CC. Mariano Martínez, Zeferino Macías 
y Ramón Magaña con un grupo de unos treinta electores, dicien- 
do en alta voz que estaban en minoría, y alejándose en el acto de 
la mayoría, que impidió el ingreso de un individuo que pretendía 
se le estimase elector, por una sección en donde no habia habido 
elección, según testimonio oficial del instalador. 

La mayoría de setenta y siete electores que quedó en el Cole- 
gio es legal, puesto que la Gefatura política remitió ciento cuarenta 
y tres expedientes, á que corresponde mayoría desde setenta y tres 
en adelante. El número de setenta y siete que quedaron en el Co- 
legio fué certificado por el C. escribano Manuel Chico Negrete, 
quien revisó las credenciales para este solo efecto, haciéndole no- 
tar que cada uno de ellos entregaba su credencial á la mesa. Este 
número de electores continuó sus trabajos el dia 31 del referido 
Julio, y al revisar las credenciales, reprobó las de los CC. José 
Macías, Apolonio Duran, Ramón Magaña, Antonio Gutiérrez, Joa- 
quín Aguilera, Diódoro G. Valdivia, Higinio Nieves, Pedro Her- 
nández, Ildefonso López, José María Torres, Cosme Jiménez, Oc- 
taviano Ramos, Alejandro Roldan, Abundio Solano, Manuel Gó- 
mez, Pedro Rocha, Mariano Martínez y Francisco Páramo. 

Nueve de estos veinte electores firman una protesta llena de in- 
culpaciones contra el gefe político de León, á quien hacen cargos 
por los actos de la comisión municipal, que dividió aquel Distrito 
é hizo nombramientos de instaladores y empadronadores, en que 
no figuró como miembro el acusado á quien se refieren esas que- 
jas. A esos nueve expulsos se agregan, suscribiendo su protesta, 
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los ce. Florentino Guerrero, F. Fonseca, Ensebio Fonseca, Lean- 
dro Caudillo, Dimas Rodríguez, José María Esquivel, León Gó- 
mez, Benito Barbosa, Jesús L. Muñoz, Martin Pérez, Pascual Mo- 
reno, Francisco Cabrera, S. Gal van, José Ángel Muñiz, Francisco 
Ramirez, Félix Ramírez, Isidro Hernández, Julio Lozano, S. Me- 
sa, Blas Zúñiga, Z. Maclas, Timoteo Alvarado, José María Bal- 
tierra, Benigno Prado, Jesús Lobato, Esteban Muñoz, Z. Cama- 
rena, Marcos Alatorre, Esteban Diaz, Eduwigis Jiménez y Pablo 
Torres, que aseguran ser electos, sin que conste esa calidad que 
se atribuyen si no es en favor de Z. Macías, cuya credencial fué 
aprobada por el colegio electoral respectivo. Pero suponiendo que 
todos estos ciudadanos que se dicen electores lo fueran, resultaría 
que cuarenta que pí*otestaron y once que se separaron del Colegio 
y no firman esa protesta, dan un número de 51 electores separa- 
tistas, que forman minoría respecto de un Colegio que tuvo 143 
expedientes de elecciones primarias; y así aquellos carecen de ra- 
zón al pedir la nulidad de la elección secundaría del Distrito de 
León, por haber funcionado sin quorum; pues aunque los que 
firman aseguran que tuvo lugar la elección en solo 139 casillas, 
resultaría que es superabundante el número de 77 electores con 
que funcionó el Colegio ; no pudiendo creerse que fueran falsos al- 
gunos de ellos, puesto que á su testimonio se une la fe de ün es- 
cribano público que vio las credenciales que explican la calidad de 
cada uno de ellos. 

Insisten los separatistas en el cuerpo de su protesta, asegurando 
que al retirarse quedaron en el Colegio 64 electores únicamente ; 
pero su dicho no merece fe, abstracción hecha de su apasionamien- 
to, por no estar apoyado como el testimonio de la mayoría, en la 
fe pública del escribano que lo confirma. 

En la protesta se asienta qne el quorum debe formarse de la 
mitad y uno más de los electores que debieran nombrarse, cuando 
la ley electoral en su art. 34 solo exige que concurran la mitad y 
uno más de los electores que se hayan nom¡brado en todo el Partido. 

La aplicación que hacen los separatistas de la inteligencia er- 
rada que dieron á este precepto, no es más feliz juzgada de otro 
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modo, pues confesando en la misma protesta que para que hubiera 
quorum en el Colegio dtí León, basta el número de 76 electores, 
implícitamente confiesan que lo hubo con los 77 que funcionaron. 

Obran sobre la mesa dos protestas más, levantadas en las sec- 
ciones de León; pero como se contraen á la elección de Goberna- 
dor, no es tiempo oportuno de estudiar su interés. 

Las elecciones verificadas en Irapuato, las consideramos ajus- 
tadas & la ley, pues dando ese distrito ochenta y dos electores, se 
presentaron al Colegio setenta, que forman una muy respetable 
mayoría, faltando, como se ve, doce, de los que uno corre/^ponde 
á la sección nj^lm. 4, en donde no tuvo lugar la elección primaria, 
según expresan veinticinco vecinos de ella, por haber entendido 
el instalador de la mesa que estaba vigente la ley de 7 de Mayo 
de 1869 en su art. 9?, cuando este está reformado por el decreto 
núm. 25 del 5? Congreso del Estado. 

Protestan los referidos veinticinco vecinos de esa sección con 
tanto entusiasmo, que debe reconocerse en ellos la alta estima en 
que tienen sus derechos de ciudadanos; pero suponiendo cierto 
cuanto exponen juntamente con algunos en número de siete por 
la sección núm. 4 y quince por la número 8, todos sus esfuerzos, 
por más atendibles que sojuzguen, solo se refieren á cuarenta y 
siete malcontentos y á tres secciones en una población que tiene 
muchos miles de votantes y que da el crecido número de ochenta y 
dos electores. 

Las elecciones del Valle de Santiago son enteramente regula- 
res, y en contra de ellas nadie ha levantado la voz denunciando 
algún abuso que sea digno de tomarse en consideración. 

Verdad es que el Sr. Lie. D. Andrés Tovar mandó copias de al- 
gunas protestas contra las elecciones verificadas en esta ciudad; 
pero sin duda sufrió una equivocación, pues las que obran en el 
expediente se refieren todas á las elecciones federales, que no es- 
tán ciertamente bigo el examen de esta Junta, con excepción de 
una acta del Club Antillonista de esa ciudad, que, como por in- 
cidente, habla de las elecciones de poderes locales. Esa acta se 
ocupa de denunciar hechos que por su generalidad y por no estar 
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en manera alguna comprobados^ no pneden tomarse en conside- 
ración. Ella está suscrita por siete personas que poca significa- 
ción política pueden tener en una población como el Valle de 
Santiago, que tuvo un número de electores de bastante conside- 
ración. 

El Colegio electoral de San Francisco del Rincón funcionó ar- 
reglado á la ley, con la presencia de cuarenta electores, que solo 
reprobaron una credencial, sufragando los treinta y nueve restan- 
tes únicamente por los diputados que han obtenido la mayoría de 
votos. 

El Sr. Lie. Tovar presentó al C. Lorenzo Torrentegui una co- 
pia simple de la protesta que dice hicieron individuos que asegu- 
ran ser miembros de las secciones números 1, 3, 6, 9, 10 y 11. 
Maravilla que en un papel semejante se pretenda fundar la decla- 
ración de nulidad de esa elección, cuando el Sr. Lie. Továr sabe 
perfectamente que una copia simple no tiene fe, aunque la certi- 
fiquen diez escribanos. 

La protesta levantada contra la sección número 1 2 de San Fran- 
cisco del Bincon, no está en ese caso, pues es un documento que, 
al parecer, es auténtico, aunque las personas que lo firman no 
pasan de seis, asegurando que lo verifican por más de cuarenta 
individuos; y suponiéndolos leales en la exposición que hacen, re- 
velarían defectos en la persona de un elector que, concediendo 
hubiera agraciado á sus candidatos, poco habrían adelantado en- 
frente de treinta y ocho electores que quedarían favoreciendo á 
los diputados que han obtenido la mayoría de votos. 

El Colegio electoral de San Pedro Piedragorda se compuso de 
treinta y cuatro electores, y habiendo expulsado con el derecho 
que le da la ley electoral en sus artículos 36 y 40, á once de aque- 
llos, quedó funcionando con veintitrés, que unánimemente vota- 
ron para diputados á los ciudadanos presentes. 

Todos esos expulsos del Colegio protestaron enérgicamente con- 
tra los actos de la mayoría que dicen los opríme desde que rehusan 
seguir su programa. 

La Comisión ha visto con detenimiento ttüa información judi- 
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cial en qne declaran D. Guillermo Contreras, D. Safael Espino- 
sa 7 el auxiliar de Santa Lucia^ que hubo irregularidades en las 
elecciones de poderes federales, y no comprende el objeto que se 
haya propuesto el C. Lie. Andrés Tovar al compulsar copia de 
esa información para hacerla llegar al conocimiento de esta Jun- 
ta, pues aunque se asegure que es comprobante de que ocurrieron 
irregularidades en las locales, la Comisión manifiesta con fran- 
queza que no alcanza la fuerza de ese argumento. 

En la villa de San José de Iturbide aparece que el Colegio 
se compuso de treinta y dos electores, y el acta de su votación de 
diputados aparece cubierta por solo veintitrés votos, que obtuvie- 
ron los diputados que actualmente forman esta Junta. En esa mis- 
ma acta se revela que se retiraron nueve electores, que no incom- 
pletaron el quorum. 

El Sr. Lie. Andrés Tovar ha presentado al escribano Lorenzo 
Torrentegui un impreso para que lo certifique, y ese documento 
aparece suscrito por diez y siete signatarios, que aseguran haber 
sido electores en Iturbide; pero esto no es aceptable, porque en 
ese caso no hubieran quedado en el Colegio electoral los veinti- 
trés que sufragaron. 

La Comisión llama la atención sobre la ninguna prueba que 
hace un impreso de cuya autenticidad se puede dudar, sin que cer- 
tificado del escribano pueda convencer de ella, y menos enfrente 
del testimonio auténtico que obra sobre la carpeta, y es el acta del 
Colegio electoral, que es digna de todo crédito. 

Los mismos ciudadanos se quejan de que en algunas localida- 
des (enumeran tres: Cortázar, Cuitzeo de Abasólo y Dolores 
Hidalgo ) fueron asumidas las facultades de los Ayuntamientos, 
que por alguna causa so disolvieron por los gefes políticos res- 
pectivos, quienes debieron, conforme al decreto núm. 49 del 89 
congreso del Estado, suplir esas faltas llamando á vecinos honra- 
dos que sustituyeran á los concejales ausentes. Esta apreciación 
legal es errada, porque el artículo transitorio del citado decreto, 
deja sometidos los actuales Ayuntamientos á la ley anterior, que 
es la núm, 11 del 59 congreso, la cual, en su art. 19, faculta á los 
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gefes políticos para asnmir solos las facultades de los Ayunta- 
mientos legalmente extinguidos en su personal. 

Fuera de estos cargos, que hemos querido precisar escrupulo- 
samente, en cuanto á las personas que los suscriben j secciones 
á que se refieren, nada preciso se encuentra en las 124 fojas que 
forman el expediente presentado por los Sres. Tovar j socios para 
venir á pedir que se declaren nulas las elecciones que están al 
debate. 

j A quién debemos dar crédito? jA los expedientes de los Co- 
legios electorales cuya autenticidad no podemos poner en duda^ 
6 á las copias que se nos mandan de protestas, cuyos originales 
se hacen sospechosos desde el momento en que no se aplican al 
mismo objeto legal para el que fueron levantadas? Y suponiendo 
tan dignas de crédito las unas como las otras, ¿no deberíamos dar 
más importancia á las actas de los Colegios que comprenden una 
mayoría inmensa de electores, que á las de protestas que expre- 
san una insignificante minoría? Con decir, como lo hacen los ex- 
positores, que lo que ocurrió en sus secciones ocurrió en todas las 
demás partes, no es posible que alguien se convenza de la verdad 
de lo que asientan ; porque si su testimonio no fuere apasionado^ 
probaría los hechos que testifica por haberlos presenciado; pero 
todo lo demás que suponen no puede estimarse sino como expre- 
sión del disgusto ocasionado por la derrota que da origen á ru- 
mores vagos, que ninguna significación pueden tener á los ojos de 
la fria razón. 

Por otra parte, si la corrupción de nuestras costumbres polí- 
ticas fuera tal como lo revela la insignificante minoría que protesta, 
y que solo en sí misma reconoce que existe virtud y patriotismo, 
4 qué avanzaria el Estado al declarar la nulidad de la presente 
elección ? ¿Acaso la siguiente se confiaría á los honrados de la mi- 
noria, excluyendo á la mayoria corrompida, ó esta la volvería á 
verificar con iguales vicios á los imputados á la que estamos cali- 
ficando? j Deberemos juzgar de la moralidad del Estado, noso- 
tros que vivimos bajo la influencia de sus costumbres, 6 cederemos 
este puesto á I03 honrados vecinos de Pekin para que fallen sobre 
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la elección qne acaba de veriBcarse? j^No nos bastará ver que la 
ley ha sido obsequiada, para concluir que los móviles del voto emi- 
tido son rectos? ó ¿deberemos buscar una luz sobrenatural que 
penetre en el santuario de la conciencia de la mayoría, para ver si 
el miedo, la venalidad ú otra causa indigna la impulsó, para con- 
cluir qne esta carece de razón, y la minoría la tiene porque á sí 
misma se la da? 

En las protestas se dice sin cesar que el gobierno del Estado 
tuvo una lista de candidatos oficiales que resultaron electos para 
diputados, y se citan ciudadanos que intervinieron en la elección, 
siendo empleados del gobierno, como un signo oprobioso para 
ellos. 

El personal de los empleados de una administración tiene ex- 
peditos sus derechos de ciudadanía, y la Comisión no comprende 
la fuerza del argumento con que pretenden los de la minoría ex- 
cluirlos de todo principio en las elecciones, tanto más, cuanto que 
de esos empleados muchos formaron parte del círculo que protes- 
ta. Si por candidato oficial quiere entenderse el que agrade á la 
mayor parte délos empleados y haya obtenido la mayoría de los 
votos, no comprende la Comisión el derecho que puede tener un 
ciudadano no empleado para exigir que el que lo sea deba votar 
el candidato que él le propone. El Estado debería lamentar,, y con 
razón, que todos los empleados y sus amigos se abstuvieran de 
concurrir á los comicios, dejando el campo libre á los primeros 
audaces que los hubieran retraído con sus amargos dictados de 
vendidos^ corrompidos^ venales^ y otros de estampilla que se vier- 
ten precisamente para que los incautos se determinen á darse el 
vano nombre de independientes, solo porque voten, de cualquier 
modo que sea, el candidato que propone una minoría, que bien 
podrá contar con miembros muy dignos y honorables, pero sin que 
esto signifique que no los haya iguales en la mayoría. 

En las elecciones veríficadas en Silao hubo también una pro- 
testa. Tenemos que tomar en consideración para calificar esta elec- 
ción, el acta del Colegio electoral, que contiene vicios, pero no sus- 
tanciales, y la protesta de los electores, que se dicen oprimidos por 
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las fuerzas federales del octavo regimiento, burlados en sus votos^ 
porque la secretaría de la mesa leia otros nombres que los escritos, 
y que habia expulsado sin justa causa algunos electores de su co- 
'mision. 

No está probado que la fuerza federal haya ejercido violencia 
en la elección, aunque se sabe publicamente que el coronel del 
octavo regimiento está sometido á una averiguación criminal, por 
abusos del género que le imputa la minoría de Silao; pero estar 
sometido á ese proceso, no es estar convencido del delito que se 
averigua; por lo mismo no puede estimarse probada la queja de 
esos electores. 

Tampoco está probado que el secretario haya leido un nombre 
de la minoría, aplicándolo á los candidatos de la mayoría, y las 
inculpaciones que se le hacen son imposibles de probarse en una 
votación por escrutinio secreto. La Comisión cree que es preferi- 
ble juzgar ventajosamente á la mayoría de electores de Silao, que 
discutir un extremo que probaria, siendo cierto, la mayor depra- 
vación de nuestras costumbres políticas. 

Menos aprecio debe hacerse del cargo hecho á esa mayoría, por 
haber expulsado sin justa causa á electores que eran sus adver- 
sarios, porque de la justicia de esa expulsión esta Junta no puede 
cono.cer, puesto que la ley electoral en sus arts. 36 y 40 faculta 
á los Colegios electorales para fallar definitivamente en esa ma- 
teria. Así es que la Comisión estima la elección de Silao tan ajus- 
tada á la ley como todas las que hasta aquí ha examinado. 

Las elecciones verificadas en la Luz, Bomita, Salamanca, Cuit- 
zeo, Pénjamo, Moroleon, Yuriria, Purísima deLBincon, Piedra- 
gorda, Cbamacuero, Santa Cruz, Cortázar, Salvatierra, Tarimo- 
ro, Acámbaro, Jerécuaro, Allende, Hidalgo, San Diego, San Fe- 
lipe, San Luis de la Paz y Victoria, se verificaron enteramente 
conforme á la ley, ó presentando ligerísimas irregularidades de 
forma, por lo cual la Comisión cree que son de estimarse válidas, 
con tanta más razón, cuanto que ninguna de esas localidades ha 
puesto en duda la legalidad de sus sufragios. 

El resultado del cómputo que conforme á la ley hizo el actual 
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Congreso, da un número de electores concurrentes á la presente 
elección de 1,152 para el octavo diputado, disminuyendo ligera- 
mente este número hasta el inferior de 1,136 que concurrieron 
á la elección del primero. 

En las elecciones del actual Congreso, Celaya dio 41 electores 
y Apaseo 22, formando un total de 63 que dejaron de concurrir 
en esta vez, por no haber habido elecciones en estos dos pujitosj 
y como estos números son sumamente pequeños comparativamente 
al de los que concurrieron en todo el Estado, esa falta no puede 
perjudicar al resultado general de la elección. 

Sobre el número de electores, que es por término medio de 
1,144, tenemos protestas de casillas y de electores, que confundi- 
remos por expresar aquellas como resultado final cada una un 
elector: 

En la capital, contra 23 

En Irapuato, contra 3 

En el Valle de Santiago 5 individuos que ni forman sección; 
pero suponiendo lo más favorable á los intereses de los 

expositores, los estimaremos en 1 

San Francisco del Rincón protesta contra 1 

San Pedro Piedragorda protesta contra las elecciones de 

poderes federales, y contra las locales no protesta. 
En Iturbide protestaron nueve electores separatistas .... 9 
En León firman cuarenta y tres que se dicen electores, y 

suponiéndolo cierto, los estimaremos en 43 

En Silao también hubo una protesta de otro círculo políti- 
co, que viene cubierta por las firmas de 21 electores. • . 21 

Total 101 

Como se ve, y suponiendo que fueran nulos los actos de estos 
ciento un electores, tendríamos una mayoría de sufragantes de 
1,043 contra quienes nadie ha levantado la voz, y que forman un 
número más que competente; para concluir que las elecciones han 
sido perfectamente válidas, puesto que no ha habido en ellas defecto 
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alguno de los que marca el art. 66 de la ley de 8 de Mayo de 1861, 
y por lo mismo, la Comisión presenta para su aprobación las si- 
guientes proposiciones : 

1? Son válidas las elecciones para diputados propietarios y su- 
plentes al 9? Congreso del Estado, hechas en el mismo el primer 
domingo de Agosto que acaba de pasar. 

2? En consecuencia, se declaran definitivamente electos para 
esos encargos los ciudadanos siguientes, en el orden que á conti- 
nuación se expresa: 

1. C. José Palacios 938 votos. 

2. „ Francisco Malo • 933 „ 

3. „ Manuel Rubio 933 „ 

4. „ Luis B. Rocha 932 „ 

5. „ Manuel Lizardi 929 „ 

6. „ Alberto Malo 929 „ 

7. „ Atenógenes M. Guerrero 927 „ 

8. „ Pablo Orozco 927 „ 

9. „ Fermin Ramosl 924 „ 

10. „ Juan O. Careaga 920 „ 

11. „ Pantaleon Parías 913 „ 

12. „ Cecilio Estrada 900 „ 

13. „ Trinidad Aguirre 857 „ 



PAEA SUPLENTES. 

1. C. Pomposo Vázquez 940 votos. 

2. „ Nicolás del Moral 938 „ 

3. „ Rafael Chavez 938 „ 

4. „ Luis Pedroza 932 „ 

5. „ Melchor Ayala 928 „ 

6. „ José García Muñoz 926 „ 

7. „ Marcos Ortega 926 „ 

8. „ Joaquín L. de Lara 926 „ 

9. „ Miguel Malo 924 „ 

10. „ Carlos García 923 „ 
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11. C. Luis Quintanar 910 votos. 

12. „ Aurelio Ojeda 897 „ 

13. „ Teodosio Alvírez 853 „ 

Económicas. — 1? Comuniqúese al Ejecutivo para su conoci- 
miento y fines consiguientes. 

2? Comuniqúese igualmente á los ciudadanos guanajuatenses 
que suscriben el ocurso de fecha 20 del mes anterior, y á los elec- 
tores de Silao por lo que hace á su ocurso de 19 del mismo mes, 
como resultado final de sus solicitudes respectivas. 

Sala de Comisiones. Guanajuato, 6 de Setiembre de 1880.— 
Pantaleon Furias. — José María Garda Muñoz. — José Palacios. 

Setiembre 6 de 1880. 1? lectura.— Setiembre 8 de 1880. 2? 
lectura y á discusión. — Aprobado. 



Lista de los nombres de las personas k que se refiere el 

ANTERIOR DiCtImEN. 



Alberto Hernández. 
Alejandro Hernández. 
Antonio Villalpando. 
A. Hernández Ortega. 
Ángel Agnirre. 
Antonio Anaya. 
Alejandro Segura. 
A. Bodriguez. 
Antonio Acosta. 
Abundio Vargas. 
Antonio M. Villegas. 
Andrés Torres. 
Antonio Muñoz. 
Antonio González. 
Agustín Ajuria. 
Asunción Saucedo. 
Antonio Ortega. 
Amador Araiza. 
Antonio Paga Moreno, 



Andrés Pasco. 
Andrés Gutiérrez. 
Antonio Lozano. 
Andrés Sánchez. 
Amado Castillo. 
Andrés López. 
Antonio Martínez. 
Albino López. 

B 

Benito Buiz. 
Basilio Moreno. 
Bonifacio Salinas. 
Bernardo Servin. 
Bernardino Valadés. 



Carmen González. 
Concepción Pérez. 
C. Carranco. 
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Crescendo Pérez. 
Cirilo Castro. 
Camilo E. Aguilar. 
Carlos E. Ramírez. 
Camilo D. de León. 
Candelario Duran. 
Constantino Bravo. 
Carlos Almaguer. 
Carmen Salinas. 
Ciríaco Arias. 

Carlos Sotura, por Pedro Mar- 
tínez. 
Cirilo Pérez. 
Carlos C. Obregon. 
Carlos I. Gómez. 
Celso Ramírez. 
Cesáreo Rosales. 
Carlos Martínez. 
Camilo Fonseca. 
Carmen Delgado. 
Candelario Mata. 

D 

Daniel Fernandez. 
Diego Martínez. 
Dionisio Gutiérrez. 
Darío G. Luna. 
Dionisio Nuñez. 
Demetrio L. Macias. 
Demetrio Servin. 

D. Muñoz. 
Darío Velazquez. 
Dionisio Anguiano. 
Dionisio Morales. 

E 

E. Villaseñor. 
Enrique García. 
Emigdio Chavez. 
Epifanio González. 
Encarnación Muñoz. 
Emiliano Bastamente. 
Eulogio García. 
Epigmenio López. 
Emilio López. 



Enrique Morón. 
Eugenio Araiza. 
Eligió Romero. 
Ensebio Aguirre. 
Eustasio Duarte. 
Emeterio López. 



Francisco Parra. 

Francisco Salas. 

Francisco Zarate. 

Francisco de P. Leal. 

Francisco Lira y Agapito Sua- 
rez. 

Francisco Guevara. 

Francisco Rodríguez. 

Francisco de P. López, por Flo- 
rentino Hernández y por Pon- 
ciano Hernández. 

Francisco García. 

Francisco López. 

Francisco Aguilera. 

Francisco Vallejo. 

Francisco Campos. 

Francisco Chavez. 

N 

Nicéforo Guerrero. 

Nicolás Arvizu. 

Nicéforo Guerrero, por Isabel 
Valdivia. 

Nicéforo Guerrero, por José M? 
Luna. 

Nicéforo Guerrero, por Marcial 
Escobar, Rafael Gómez, Án- 
gel González, Roque Her- 
nández, Agustín Flores, Nar- 
ciso Romero, Marciano Ramí- 
rez, José María Landin, Luís 
Lira, Urbano Barajas, Fran- 
cisco Vázquez, José María 
Vázquez, Inocencio Muñoz, 
Luz Ortega, Epifanio Ramí- 
rez; Cirilo MuñoZ; Modesto 
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Armcia, ElemCTí* Fnen»*, 

¿o. Fransjcr Fadroiu Abíí»- 
mo i^TTifw;, Tnrriüc Antósiciii- 
taxlíxTPOs Soria. 
Xicéíoro Gnerrero. pr^r Is^ar 

Xarrao F1:tp&. p?r UjilhIc P*- 

Xicéforo Gnerrerr*. T»3rTr:r/idaa 

g^ Eios. Ham nn C ari í*< T X ar- 
Qa»í>C:trQol*. 
Xadvicad EfiDiirpx. 

Xabar Cucsrena. 
Nmbor Castilla. 
Xiev» López, 



OlaHo FenumdeK. 

Onoíre Torrea. 

OdaTi&BO Mora. 

Olalio FemaDdez, por Eiiiícne 
Olmez. 

P 

^ablo Hemsudez. 

Rlar Ban:rex, 

Petronilo Cruz Aranjo por b y 
por LÍDO Rodríguez, Agapilo 
Saldírar y JeBOB Eíffo. 

Pedro Heraandex. 

Pedro Carrillo- 
Perfecto Saucedo. 

Pantaleon Castillo. 

Pedro Hemandex. 

Püar Hernández. 

Pascual Lana. 

Paz €raaca. 



P^¿r^ Hemano^x. 



Qditídí» Ilcnurtba. 



E:vdri^ EspÍBCisa. 
Üefüpo Jin>eiH»x, 

r^at-l r.fvrha. 
HüiDOín G:»ii>rx Contív. 
Hánann Arree c>t^£cv. 
EvMEnalJo AiuruiantX 
üicardo Cjoreíra. 
EtÍR£^o JimeDea. 
lU^apo GofizaloL 
Ha&iel Qoesada. 

S 

SiffiaDO Salaa. 
Sabás VelazqofK. 
SerenaiK» HSdál^ 
SastoB ATig:ma]x». 
Serero Loza. 
Sfirestre Olmos. 
Santiago Amezcoa. 



Tiinidad Charez. 
Teodoro Daarte. 
Toribio Bamirex. 
Trasqnilino Hidalgo. 
Tomás Yelazqnez. 



; Viemte Zepeda. 

j Tálente Jiménez, 

i Vicente L Hernández. 
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